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                                                                                            BOLETÍN Nº 3465-07 (S)

HONORABLE CÁMARA:

                                                La Comisión de Constitución, Legislación y Justicia viene en
informar,  en segundo trámite  constitucional  y  primero  reglamentario,  el  proyecto  de  la
referencia, originado en un Mensaje de  S.E. el Presidente de la República..

Para  el  despacho  de  esta  iniciativa  el  Presidente  de  la
República  ha  hecho  presente  la  urgencia,  la  que  ha  calificado  de  suma para  todos  los
efectos constitucionales,  por lo que esta Cámara cuenta con un plazo de diez días para
afinar la tramitación de este proyecto, plazo que vence el 15 de abril en curso, por haberse
dado cuenta de la urgencia en la Sala, el día 5 del mismo mes.

IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES DEL PROYECTO.-

El proyecto tiene por finalidad:

                                                A.-  modificar el Código Procesal Penal para:

                                                 1)  agilizar la persecución penal 
                                                 
                                                 Con tal propósito:

                                                  a.- se extienden las hipótesis de flagrancia; 

                                                  b.- se autoriza a las policías para ingresar, sin necesidad de
autorización  judicial,  en  lugares  cerrados  para  practicar  una  detención  que,  de  no
efectuarse, frustraría la diligencia; 

                                                  c.- se consagra expresamente la posibilidad de las órdenes
verbales de detención;

   d.- se permite que la audiencia de control de la detención
pueda efectuarse ante el juez de garantía del lugar en que ésta se practique, aun cuando la
orden emane de un juez distinto. 

   e.- se explicitan las facultades del Ministerio Público para
impartir  a  las  policías  instrucciones  generales  para  la  realización  de  diligencias  de
investigación, respecto de delitos de común ocurrencia.

                      2) evitar zonas de impunidad en la persecución criminal.

  Para lo anterior:

 a.-  se  perfecciona  la  regulación  de  la  prisión  preventiva,
distinguiendo de mejor manera las causales que la hacen improcedente.



    b.- se otorgan facultades a las policías para detener a quienes
se encuentren con órdenes pendientes o violen en forma flagrante las medidas cautelares
que les hubieren sido impuestas o no respetaren las medidas de protección a otras personas,
impuestas como condición para la suspensión condicional del procedimiento.

c.- se señala expresamente la obligación de citar a la víctima a
la audiencia en que se discuta la suspensión condicional del procedimiento.

d.-  se  introducen  modificaciones  al  procedimiento
simplificado para permitir  expresamente la formalización de la investigación antes de la
realización de la audiencia y para establecer una segunda audiencia para efectuar el juicio
mismo.

Asimismo,  se  modifican  los  efectos  de  la  admisión  de
responsabilidad  para  evitar  aplicaciones  extremas  del  artículo  395,  permitiendo  la
aplicación de penas proporcionales al delito.

e.-  se modifica el  procedimiento abreviado para facilitar  su
aplicación  en cualquier  etapa  de la investigación,  hasta  la audiencia  de preparación del
juicio  oral,  incluyendo  la  posibilidad  de  negociación  de  pena  en  la  audiencia,  como
consecuencia de la aceptación de los hechos.

3) armonizar las disposiciones relativas al falso testimonio y
las  que  regulan  la  negativa  injustificada  del  testigo  a  declarar,  estableciendo  que  sin
perjuicio de la responsabilidad penal del testigo renuente, podrá ser apremiado con arresto
de hasta cinco días para que preste la declaración.

4) efectuar la corrección de diversos errores normativos que
originan dificultades interpretativas y que se quiere rectificar antes de que la reforma rija en
todo el país.

B.- modificar el Código Penal para:

1) reformular la regulación relativa al falso testimonio:

Para lo cual:

                                                a.- se introduce el tipo de falso testimonio ante el Ministerio
Público y se  incorpora a los peritos e intérpretes como sujetos activos del delito.

                                                b.- se flexibiliza la penalidad asignada al delito de acuerdo al
reordenamiento de los tipos penales y a la consideración de avenirse más esta figura con el
simple delito que con el crimen.

c.-  se  introduce  una  norma  especial  sobre  retractación
oportuna  dándole  el  valor  de  una  circunstancia  atenuante  o,  en  casos  calificados,  de
eximente.

d.- se establece una eximente especial para los menores de 18
años y para quienes podrían verse personalmente, o sus parientes cercanos,  afectados por
una persecución o condena penal, si ajustaren sus declaraciones a la verdad.

2) aclarar la descripción del tipo penal del  perjurio. 
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C.- Modificar el artículo 6º transitorio de la ley Nº 19.665
para crear las Comisiones Regionales de Coordinación de la Reforma Procesal Penal,
en cada región en que la reforma se encuentre vigente.  

D.-  Modificar  el  artículo  14  de  la  ley  Nº  18.314,  que
determina conductas terroristas y fija su penalidad, para suprimir la obligación del
Ministerio Público de pedir al juez de garantía la calificación de una conducta como
terrorista, como condición pare pedir medidas cautelares en el caso de ser procedente
la prisión preventiva del imputado.

                                                E.- Modificar los artículos 17 y 21 de la ley N 19.640,
orgánica constitucional del Ministerio Público, para permitir al Fiscal Nacional fijar
criterios de actuación del Ministerio frente a los delitos de mayor connotación social, y
sugerir modificaciones  y la  adopción de políticas  públicas  para mejorar el  sistema
penal.

     Tales  ideas,  las  que  el  proyecto  concreta  mediante  tres
artículos que introducen las modificaciones correspondientes, son propias de ley al tenor de
lo establecido en el artículo 60 Nºs. 2 y 3, en relación con el artículo 19 Nº 3º, párrafos
séptimo y octavo de la Constitución Política.

Asimismo,  también  es  materia  de  ley,  de  la  exclusiva
iniciativa presidencial, en razón de lo dispuesto en el artículo 62, inciso cuarto, Nº 2 de la
Carta Política.

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS.

Para los efectos de lo establecido en los números 4º y 5º del
artículo  289  del  Reglamento  de  la  Corporación,  la  Comisión  dejó  constancia  de  lo
siguiente:

                                               1º Que el artículo 5º del proyecto tiene rango de ley orgánica
constitucional por introducir modificaciones a la ley Nº 19.640, orgánica constitucional del
Ministerio Público, según lo dispone el artículo 80 B de la Constitución Política.

2º  Que ninguna de  las  disposiciones  del  proyecto  es  de  la
competencia de la Comisión de Hacienda.

DIPUTADO INFORMANTE.

                                               Se nombró en tal calidad al Diputado señor Juan Bustos
Ramírez.

PERSONAS  QUE  ASISTIERON  A  LA  COMISIÓN  DURANTE  EL  ESTUDIO  DEL
PROYECTO.

            Durante el análisis de esta iniciativa, la Comisión recibió la
colaboración de las siguientes personas:

a.- Don Luis Bates Hidalgo, Ministro de Justicia.

b.- Don Guillermo Piedrabuena Richard, Fiscal Nacional del
Ministerio Público.
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c.- Don Jaime Arellano Quintana, Subsecretario de Justicia.

d.-  Don  Mauricio  Decap  Fernández,  abogado,  Jefe  de  la
Unidad Coordinadora de la Reforma Procesal Penal

e.- Don Ignacio Javier Castillo Val, abogado, integrante de la
Unidad mencionada.

f.- Don Sabas Chahuán Sarrás, Fiscal Regional Metropolitano
Occidente.

g.- Doña María Eugenia Manaud Tapia, abogado, asesora del
Fiscal Nacional.

h.-  Don  Nelson  Godoy  Barrientos,  General  Subdirector  de
Carabineros de Chile.

i.-  Don  Juan  Donati  Pino,  General,  Director  de  Orden  y
Seguridad de Carabineros de Chile.

j.- Don Patricio Moya Bernal, General, Jefe del Servicio de
Justicia de Carabineros de Chile.

k.- Don Gustavo González Jure,
General, Director de Investigaciones Delictuales y Drogas.

l.- Don José Quezada Guajardo, Director General subrogante
de la Policía de Investigaciones de Chile.

m.- Don Mario Videla Campillay,  Prefecto de la Policía de
Investigaciones de Chile.

n.-  Don  Héctor  Soto  Candia,  Prefecto  de  la  Policía  de
Investigaciones de Chile.

ñ.- Don Alberto Contreras Silva, Prefecto Inspector, Jefe de la
Quinta Región Policial de Valparaíso.

o.-  Don  Rodrigo  Quintana  Meléndez,  Defensor  Nacional
Público.

p.-  Don  Leonardo  Moreno  Holman,  Defensor  Regional
Metropolitano Norte.

q.-  Don  Claudio  Pavlic  Véliz,  Jefe  del  Departamento  de
Estudios de la Defensoría Nacional..

r.- Doña Sofía Libedinsky Ventura, Subjefa del Departamento
de Estudios de la Defensoría Nacional.

s.- Don Martín Bernales Odino, abogado de la Defensoría.

t.- Don Jorge Bofill Genzsch, abogado, profesor de Derecho
Penal en la Universidad de Chile.
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ANTECEDENTES.

 El Mensaje señala que la reforma procesal penal constituye
un proceso gradual  de instalación  de un nuevo sistema de enjuiciamiento  criminal  que
exige una constante evaluación de su aplicación en las distintas regiones, a fin de detectar
las posibles dificultades que puedan presentarse.

Agrega que a la luz de investigaciones académicas y demás
evaluaciones practicadas por distintas instituciones y por el Ministerio de Justicia, se han
impulsado  ya  diversas  modificaciones  y  se  han  presentado  también  proposiciones
parlamentarias  destinadas  a  superar  las  dificultades  que se han  podido percibir.  De lo
anterior, entonces,  que pueda afirmarse que esta iniciativa es la resultante de un debate
jurídico,  político  y  académico  derivado  de  tales  iniciativas  y  de  un  anteproyecto  del
Ministerio de Justicia remitido,  a principios de 2003, a todos los organismos técnicos y
políticos involucrados en la reforma procesal penal.

Añade que el anteproyecto del Ministerio ha sido objeto  de
observaciones, entre otras instituciones, por parte del Ministerio Público, de la Defensoría
Penal Pública, de la Corte Suprema, de la Asociación de Magistrados, de Carabineros y de
la Policía  de Investigaciones.  Asimismo,  se han considerado las  evaluaciones  y críticas
formuladas  por  el  Senado  en  las  sesiones  especiales  celebradas  con  tal  objeto  y,
especialmente,  el  trabajo  realizado  por  la  Comisión  de  Expertos,  designada  por  el
Ministerio para evaluar la implementación de la reforma, con motivo de la postergación de
la puesta en marcha de la misma en la Región Metropolitana de Santiago.

Trata,  en  seguida,  el  Mensaje,  los  objetivos  fundamentales
perseguidos por el proyecto, señalando que ellos son la necesidad de agilizar la persecución
penal,  evitar  las  zonas  de  impunidad  en  la  persecución  criminal  y  corregir  errores
normativos  que  se  han  puesto  en  evidencia  con  la  gradual  entrada  en  vigencia  de  la
reforma.

Con  respecto  al  primer  punto,  señala  que  no  obstante  lo
exitosa  que  ha  sido  la  implementación  del  nuevo  sistema,  las  distintas  evaluaciones
efectuadas demuestran las dificultades que ha tenido este proceso, uno de los cuales es la
relativa a la agilización de la persecución penal, especialmente en lo que se refiere a las
atribuciones policiales para detener en situaciones de flagrancia o para operar con rapidez
en la persecución de un imputado que huye de las fuerzas policiales. 

Agrega que si bien la consolidación del Estado democrático
de Derecho, requiere la profundización del goce de los derechos por todos los ciudadanos,
ello no puede traducirse en la obstaculización de la persecución penal en desmedro de las
víctimas de los delitos. Al respecto, señala que el remedio para disminuir la delincuencia,
no está en el proceso penal, el que es sólo un instrumento que contribuye de modo colateral
a ello, por cuanto por su naturaleza, al operar luego que el delito se ha cometido, tiene un
efecto esencialmente represivo, más que preventivo.

Asimismo, desde el punto de vista del Derecho Penal, señala
que  los  especialistas  en  esa  disciplina,  buscan  respuestas  efectivas  al  fenómeno  de  la
delincuencia con el objeto de contribuir a su disminución, pero las diversas investigaciones
demuestran  que  la  prevención  general  o  especial  sólo  constituyen  antecedentes  para
justificar la penalidad, sin una real eficacia práctica, es decir, la mayor penalización de las
conductas no necesariamente conlleva una mejora del comportamiento humano.
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La necesidad de enfrentar esta situación, es decir, de aumentar
la eficacia de la persecución penal sin afectar o vulnerar la plena vigencia de los derechos
ciudadanos,  constituye  el  desafío  principal  de  las  sociedades  contemporáneas.  De  ahí,
entonces, la necesidad de  precisión y mesura en las intervenciones legislativas a las normas
penales  y  procesal  penales,  a  fin  de  no  poner  en  riesgo  el  sistema  de  enjuiciamiento
criminal   en proceso de ajuste  como consecuencia de la  implementación de la  reforma
procesal penal.

En  lo  que  se  refiere,  entonces,  a  la  agilización  de  la
persecución penal,  señala el  Mensaje que lo que se trata es diferenciar  el origen de las
dificultades observadas de la puesta en práctica de la reforma, distinguiendo entre aquellas
que dicen relación con la insuficiente preparación de las policías y las que tienen su raíz en
las normas jurídicas. Solamente respecto de estas últimas cabría la intervención legislativa,
en la medida que exista certeza de su necesidad.

Aplicando,  luego,  un  criterio  selectivo,  agrega  que  se  ha
optado por recoger solamente algunas de las modificaciones propuestas por la Comisión de
Expertos y por las instituciones de la reforma, reservando las otras para cuando se tenga
mayor certeza de que su introducción no alterará el diseño de las instituciones procesales,
provocando efectos indeseados.

Sobre la base de lo anterior, se ha extendido la hipótesis de
flagrancia a las situaciones en que un individuo es señalado por la víctima o un tercero
como el autor de un delito cometido en un tiempo inmediato;  se autoriza a las policías para
que, en casos excepcionales, estando en persecución de un imputado que debe ser detenido,
puedan ingresar en lugares cerrados sin autorización judicial, para practicar la detención, la
que de no efectuarse frustraría la diligencia; se consagra expresamente la posibilidad de las
órdenes verbales de detención; se faculta para que la audiencia de control de la detención
pueda llevarse a cabo ante el juez de garantía del lugar en que se la practicó, aun cuando la
orden emane de  otro  juez,  y  se  explicitan  las  atribuciones  del  Ministerio  Público  para
impartir instrucciones generales a las policías para la práctica de diligencias inmediatas de
investigación, tratándose de delitos de común ocurrencia.

En lo que se refiere al segundo punto, vale decir, evitar zonas
de  impunidad  en  la  persecución  criminal,   señala  que  una  de  las  aspiraciones  de  la
ciudadanía es lograr del Estado se le garantice una convivencia sana y tranquila entre todos,
esperanza que exige de este último un esfuerzo para controlar la delincuencia, objetivo que
puede conseguirse evitando dichas zonas de impunidad, para lo cual se requiere, junto con
medidas administrativas para coordinar a los distintos organismos que intervienen en la
persecución criminal, la mejora de los procedimientos, la capacitación de las policías y el
reforzamiento  de  los  organismos  auxiliares  de  la  administración  de  justicia,  y  efectuar
ajustes normativos en determinadas materias, sensibles a la sensación de impunidad que
experimenta la ciudadanía.

Para lo anterior, se plantean diversas reformas tales como el
perfeccionamiento de la regulación de la prisión preventiva, distinguiendo de mejor forma
las causales que la hacen improcedente; el otorgamiento de facultades a las policías para
detener a quienes tengan órdenes pendientes o sean sorprendidos en violación flagrante de
las medidas cautelares personales que le hubieren sido impuestas o violaren, en el contexto
de  la  suspensión  condicional  del  procedimiento,  las  condiciones  impuestas  para  la
protección de otras personas; la consagración expresa de citación a la víctima a la audiencia
en  que  se  discuta  la  suspensión  condicional  del  procedimiento;  las  modificaciones  al
procedimiento  simplificado  para  permitir  expresamente  la  formalización   de  la
investigación antes de la realización de la audiencia misma y el establecimiento de una
segunda  audiencia  para  la  realización  del  juicio;  las  modificaciones  al  procedimiento
abreviado  para  facilitar  su  aplicación  en  cualquier  etapa  de  la  investigación  hasta  la
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audiencia de preparación del juicio oral,  permitiendo la posibilidad de negociar la pena
como consecuencia de la aceptación de los hechos, y las modificaciones al Código Penal
para reformular la regulación relativa al falso testimonio, con la finalidad de incorporar la
falsedad en las  declaraciones,  informes o interpretaciones   prestados ante  el  Ministerio
Público por testigos, peritos o intérpretes.

Respecto  de  este  último  punto,  el  Mensaje  señala  que  las
modificaciones  al  Código  Penal  persiguen  mantener  la  eficacia  de  las  disposiciones
sancionatorias  que buscan proteger  la  adecuada actividad de los  órganos de la  justicia,
especialmente la del crimen, por cuanto existiendo ahora, mediante la implementación de la
reforma  procesal  penal,  un  nuevo  sistema  en  que  los  roles  procesales  se  encuentran
repartidos   en  distintas  manos,  vale  decir,  un  Ministerio  Público  encargado  de  la
investigación preliminar, controlado por un juzgado de garantía, y un tribunal oral al que
corresponde recibir la prueba en juicio, siguiendo un procedimiento caracterizado por la
oralidad, la contradicción, la  inmediación y la publicidad, en el que las partes acusadoras y
defensoras tienen una activa participación y en que el sistema de la prueba tasada cede su
lugar a un sistema libre de valoración, se está frente a una realidad distinta. 

Por  ello,  frente  a  esta  nueva  realidad,  se  introduce  el  tipo
penal de faltar a la verdad ante el Ministerio Público, por cuanto siendo éste el responsable
exclusivo  de  la  investigación  criminal,  las  declaraciones  falsas  presentadas  ante  él,
constituyen un atentado grave contra la eficacia y el funcionamiento del nuevo sistema, no
sólo entorpeciendo su actuar , sino también pudiendo dar lugar a decisiones injustas.

No obstante  lo  anterior,  las conductas señaladas no pueden
revestir la gravedad que tiene el falso testimonio prestado ante un tribunal, el que ejerce
directamente las funciones jurisdiccionales, diferencias que se reflejan en las sanciones que
se establecen.

Por  las  mismas  razones  anteriores,  y  en  su  contexto,  se
efectúan otros cambios tales como ampliar las personas que pueden ser sujetos activos de
este delito, incorporando al efecto a los peritos; se agrega, además,  una norma especial
sobre retractación y se aclara la situación de los menores de 18 años y de quienes pueden
verse afectados ellos o sus parientes por posibles acciones penales, si sus declaraciones se
ajustan a la verdad.

Siempre  en  el  ámbito  penal,  se  introducen  otras
modificaciones como precisar los términos de la descripción del tipo penal del perjurio y se
armonizan  las disposiciones relativas al falso testimonio y aquellas que regulan la negativa
injustificada  del testigo a declarar, rectificando, en este último caso, el contrasentido que
implica sancionar más drásticamente a quien se niega a declarar que a quien declara en
falso, estableciendo la posibilidad de aplicar arresto, no superior a cinco días, como medida
de apremio para obtener la declaración.

Finalmente, se introducen diversas modificaciones de carácter
normativo para rectificar errores que originan problemas de interpretación y que se quiere
solucionar antes que la reforma entre en vigencia en todo el país.

RESUMEN DEL PROYECTO APROBADO POR EL SENADO.

El Senado introduce un total de 57 modificaciones al Código
Procesal  Penal;  4  al  Código Penal  y modifica  también  las leyes  Nºs.  19.665, 18.314 y
19.640, materias que, con el objeto de no repetir, se tratarán separadamente en el capítulo
DISCUSIÓN DEL PROYECTO, en el acápite sobre la discusión en particular.
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DISCUSIÓN DEL PROYECTO.

a.- Opinión de las personas invitadas a exponer.

1.- El señor Luis Bates Hidalgo, Ministro de Justicia.

Inició su exposición señalando que el Ministerio de Justicia
había convocado a una Comisión de Expertos para evaluar la marcha y el funcionamiento
del nuevo sistema de enjuiciamiento criminal, Comisión que entregó en diciembre del año
pasado, un conjunto de medidas y propuestas de modificación.

Señaló  que  de  acuerdo  al  orden  de  importancia  de  estas
sugerencias,  las  modificaciones  se  clasificaron  en  prioritarias,  no  prioritarias  y  otras
modificaciones.

Dentro  de  las  prioritarias,  estarían:  1º   las  referidas  al
procedimiento simplificado, el que debido a una incorrecta redacción ha llevado a que se
interprete  que  la  máxima  pena  que  puede  imponerse  al  imputado  que  reconoce  su
responsabilidad en algunos de los delitos respecto de los que procede dicho procedimiento,
sea sólo de sesenta días, en circunstancias que, según el Código Penal, se trataría de ilícitos
sancionables  con  hasta  quinientos  cuarenta  días.  2º  las  que  modifican  las  hipótesis  de
exclusión de prisión preventiva, aumentando las facultades judiciales para decidir sobre su
conveniencia.  3º  las  que amplían  las  facultades  policiales,  especialmente  las  que  dicen
relación con la aceptación de órdenes verbales de detención, la ampliación de las hipótesis
de flagrancia que habilitan para detener y la modificación de las normas que regulan el
ingreso de las policías a lugares cerrados en persecución de sospechosos, sin autorización
judicial ni del dueño del inmueble.

En lo que se refiere a las modificaciones no prioritarias que el
proyecto  acoge,  están  las  reformas  a  la  suspensión  condicional  del  procedimiento
destinadas  a  enfatizar  el  objetivo  básico  de  esta  salida  alternativa  y  que  importe  la
aceptación  de  los  hechos;  las  reformas  al  procedimiento  abreviado  para  ampliar  las
oportunidades para su discusión y rebajar los estándares de condena.

Otras modificaciones que propuso la Comisión de Expertos
dicen relación con establecer cambios en la generación de las autoridades superiores del
Ministerio Público, con la finalidad de sacar del ámbito judicial el procedimiento; acortar a
cinco  años  el  plazo  de  duración  de  los  fiscales  regionales;  analizar  la  supresión  de
tribunales de juicio oral en aquellos lugares en que la carga de trabajo no los justifique; la
creación  de  comisiones  regionales   de  coordinación  de  la  reforma,  todas  las  que  el
Ejecutivo acordó, salvo en el caso de las comisiones regionales, dejar pendientes para un
nuevo análisis una vez que la reforma rija en todo el país.

Añadió,  además, que no siendo la Comisión de Expertos la
única fuente de validación  técnica y política de las propuestas, se consideraron también
proposiciones  formuladas  por  los  parlamentarios  como  por  diversas  instituciones  que
participan del nuevo proceso penal, incorporándose a la iniciativa materias que la Comisión
no  consideró,  tales  como  la  posibilidad  de  que  el  Fiscal  Nacional  pueda  impartir
instrucciones  generales  a  las  policías  para  las  diligencias  de  investigación  respecto  de
delitos de común ocurrencia;  las modificaciones que se introducen a las sanciones que se
imponen a un testigo que no comparece  a declarar  o  que se niega  a  hacerlo;  la  nueva
regulación establecida para las falsedades que se vierten en el proceso que, más acorde con
el  juicio  oral,  significan  la  tipificación  del  falso  testimonio  prestado  ante  el  fiscal,  y
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diversas correcciones menores de orden normativo, como rectificación de citas, omisiones
de cita e inconsistencias.

Se refirió, en seguida, el señor Ministro a las modificaciones
que introdujo el  Senado durante el  primer trámite  constitucional,  señalando que si  bien
ellas, recogidas sobre la base de diversas propuestas formuladas en el seno de la Comisión
de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento por los distintos actores de la reforma,
no alteraban la  estructura original  del Mensaje,  se apartaban del carácter  restrictivo del
mismo, puesto que se trataría de ajustes destinados a optimizar el funcionamiento de la
reforma, los que deberían aplicarse una vez implementada ésta en todo el país. Por ello,
entonces,  que sostuviera  que  algunas  de  dichas  modificaciones  afectarían  la  regulación
sistemática de ciertas materias o podrían generar efectos no deseados por los legisladores.

Dentro de las modificaciones senatoriales que, no obstante no
ser  urgentes,  consideró  orientadas  en una dirección  fácilmente  compartible,  citó  la  que
establece la necesidad de que el funcionario policial que practica una detención sobre la
base de  una orden verbal,  entregue al  detenido una  constancia  escrita;  la  que obliga  a
efectuar un registro íntegro de las actuaciones ante el juez de garantía, limitando las actas
sólo a las resoluciones dictadas en las audiencias por el magistrado; la que impone al fiscal
la  obligación  de  comunicar  al  defensor  la  detención  de  una  persona;  la  que  impone  a
notarios, archiveros, conservadores y demás funcionarios la gratuidad  de las actuaciones,
diligencias, informes, antecedentes y copias de instrumentos que los fiscales soliciten; la
que obliga a advertir  al  testigo acerca de su obligación de ser veraz ante  el  Ministerio
Público y de la responsabilidad penal que le cabría si a sabiendas faltare a la verdad; la que
obliga  a  las  empresas  telefónicas  a  cumplir  con  las  medidas  de  interceptación  de
comunicaciones; la que a propósito de la introducción de la prueba anticipada al juicio oral,
reemplaza en la norma pertinente la expresión “lectura” por “reproducción”, de modo de
permitir su producción escuchando la grabación de audio de la misma.

Con  respecto  a  las  modificaciones  que  pueden  alterar  la
regulación sistemática del Código o que pueden producir efectos indeseados, mencionó 1º
la  substitución  del  inciso  tercero  del  artículo  111,  que  elimina  la  posibilidad  de  que
organizaciones de la sociedad civil se querellen por delitos que afecten intereses sociales
relevantes  o  de  la  colectividad  en  su  conjunto,  eliminación  que  consideró  compleja,
estimando más adecuado adicionar la disposición señalando que los organismos públicos
sólo pueden intervenir si sus leyes orgánicas les autorizan expresamente para ello; 2º la que
habilita  al  abogado asistente  del  fiscal  para  intervenir  en la  audiencia  de control  de la
detención, la que calificó de inconstitucional por cuanto entrega potestades persecutorias a
un órgano distinto de aquellos que señala la Carta Política, sin perjuicio, además, de tratarse
de una materia de exclusiva iniciativa presidencial; 3º la que permite apelar de la resolución
que  declara  la  ilegalidad  de  la  detención  y  de  la  que  deniega  la  prisión  preventiva,
señalando que ello afecta el carácter restrictivo del recurso de apelación en el contexto de
las resoluciones del juez de garantía, sin perjuicio de las consecuencias procesales que tiene
la  ilegalidad  de  la  detención  en  la  audiencia  de  preparación  del  juicio  oral;  4º  la  que
introduce modificaciones al régimen de regulación de las medidas cautelares personales,
que estimó desnaturalizaban su sistematización, destruyendo el equilibrio que contiene la
regulación  de  la  prisión  preventiva  en  el  Código,  suprimiendo  el  principio  de
proporcionalidad y afectando su carácter excepcional; 5º la que impone al fiscal, para los
efectos de concurrir al acuerdo para otorgar la suspensión condicional del procedimiento,
una valoración sobre la base de un conocimiento anticipado o prognosis de que el imputado
no volverá a delinquir, modificación  que señaló podría significar un recargo del trabajo de
Gendarmería producto de la petición de informes para tales efectos, sin contar, además, con
la mayor dificultad para la implementación de la medida dados los nuevos requisitos; 6º la
que restringe el recurso de nulidad en el procedimiento simplificado, lo que hace imposible
recurrir ante la Corte Suprema ante la existencia de fallos contradictorios de las Cortes de
Apelaciones, cercenando sus facultades uniformadoras, y 7º la que impone restricciones al
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reconocimiento  de  responsabilidad   en  el  procedimiento  simplificado,  lo  que  podría
redundar en un atochamiento significativo de juicios orales simplificados ante el juez de
garantía.

2.- Don Jaime Arellano Quintana, Subsecretario de Justicia.

Señaló como antecedentes de la iniciativa, el anteproyecto de
ajustes al Código Procesal Penal, elaborado por el Ministerio de Justicia a comienzos del
alo 2003 y las observaciones recibidas de las instituciones involucradas;  el informe de la
Comisión de Expertos nombrada por el Ministerio para evaluar la marcha de la reforma en
el contexto del aplazamiento de su entrada en vigencia  en la Región Metropolitana y las
observaciones  planteadas  por  Senadores  y  Diputados  en  las  sesiones  celebradas  para
evaluar la nueva legislación.

Refiriéndose a las modificaciones que plantea el proyecto, las
dividió en seis capítulos:

1º Las relacionadas con la actividad policial.

a) La primera modificación dice relación con una ampliación
de las situaciones de flagrancia que define la letra e) del artículo 130, hoy día solamente
referida a los delitos  de robo y hurto que acabaren de cometerse  y siempre que sea la
víctima  la  que  señale  al  delincuente.  Al  respecto,  se  amplía  esta  situación  refiriéndola
también a otros delitos distintos del robo o hurto, pudiendo, además, configurarse si son
testigos los que señalan al delincuente flagrante y el tiempo de la comisión del delito puede
ser el inmediato.

b)La segunda afecta al artículo 206, ampliando las facultades
de las policías para ingresar a un recinto cerrado sin orden judicial, a los casos en que se
encontraren en actual persecución de un individuo a quien debieren detener, para el sólo
efecto de practicar la detención.

c)La tercera modifica el artículo 154 para permitir las órdenes
verbales de detención en casos de urgencias, señalando que en tales casos y siempre que la
inmediata resolución fuere indispensable para el éxito de la diligencia, podrá solicitarse la
orden y otorgársela por cualquier medio idóneo, tales como teléfono, fax, etc, sin perjuicio
de la  constancia  en el  registro correspondiente  y de la  información escrita  al  detenido,
señalando el tribunal que expidió la orden y la hora en que se emitió.

d)  La  cuarta  faculta  a  las  policías  para  detener  al  que
sorprendieren en violación flagrante de las medidas cautelares personales que le hubieren
sido impuestas como alternativa a la prisión preventiva o violare la condición impuesta para
acceder  a  la  suspensión  del  procedimiento  consistente  en  abstenerse  de  frecuentar
determinados lugares o personas. También al que tuviere órdenes de detención pendientes..

e) La quinta faculta para cumplir el control de detención de
una  persona,  ante  el  juez  de  garantía  correspondiente  al  lugar  en  que  se  practicó  la
detención, sin que sea indispensable tener que concurrir ante el que expidió la orden.

f) La sexta complementa la norma que establece que una vez
recibida  una  denuncia,  la  policía  deberá  informar  al  Ministerio  Público  para  que  éste
imparta las instrucciones particulares para los efectos de la investigación, disponiendo que
el citado Ministerio podrá impartir instrucciones generales para las diligencias inmediatas
de investigación de delitos de común ocurrencia
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                                                2º Las relacionadas con la represión de la delincuencia
menor.

a) La que elimina los límites de multa y prisión ( hasta 60
días)  cuando  el  delincuente  reconoce  su  responsabilidad,  aunque  se  trate  de  ilícitos
sancionados con mayor pena privativa de libertad,  permitiendo que pueda imponerse la
pena solicitada por el fiscal.

b) En el caso de concurrir antecedentes favorables, el artículo
398 permite suspender la pena hasta por seis meses, si no pareciere aconsejable imponerla
al  imputado  y,  si  transcurre  dicho  plazo  sin  nueva  formalización  o  requerimiento,
corresponde  decretar  el  sobreseimiento  definitivo,  facultad  esta  última  que  el  Mensaje
suprimía, pero el Senado la mantuvo sólo para los casos de faltas.

3º  Las  que  se  refieren  a  la  respuesta  oportuna  del  sistema
penal.

a)  La  que  permite  acordar  en  cualquier  etapa  del
procedimiento, una vez formalizada la investigación, aplicar el procedimiento abreviado y
no solamente cuando se ha cerrado la investigación y deducido la acusación.

b) La que permitía la prisión  preventiva  en  el  caso  de
condenados a presidio o reclusión menores en su grado mínimo, vale decir, a un máximo de
540 días o que podían ser objeto de medidas alternativas, cuando existiere una necesidad
cautelar especialmente relevante y la prisión preventiva resultare indispensable para ello .
Esta  disposición  fue  modificada  por  el  Senado  quien  eliminó  el  principio  de
proporcionalidad y limitó la improcedencia de la prisión preventiva a los delitos de acción
privada y a los que tengan penas pecuniarias o privativas de derechos.

c) La que admite la posibilidad de que la alcoholemia o el test
de drogas sean incorporados en el informe que se envía al tribunal, sin necesidad de que el
perito respectivo concurra al tribunal de juicio oral a hacer relación del contenido de su
informe,  todo ello  sin  perjuicio  del  derecho de  los  intervinientes  de solicitar,  en casos
fundados,  la  comparecencia  del  perito.  El  Senado incorporó,  además,  los  exámenes  de
ADN y cualquier otro informe estandarizado o mecánico.

4º Las que corrigen errores normativos y otras insuficiencias.

En esta situación se encuentran las que suprimen en el artículo
280 la referencia a un párrafo inexistente; la que incorpora en el artículo 331, letra a) la
posibilidad  de la  reproducción  en el  juicio  oral  de la  prueba  anticipada  rendida  en el
extranjero;  la  que  substituye  en  el  artículo  447 los  términos  “libertad  provisional”  por
carecer  de sentido en el  contexto del nuevo sistema de enjuiciamiento  criminal;  la  que
complementa el artículo 131 para establecer que las policías cumplirán con la obligación de
colocar a los detenidos a disposición del juez de garantía, por intermedio del personal de
Gendarmería  del  tribunal  respectivo,  y  la  que  modifica  el  artículo  470 para  regular  el
destino de las especies  recogidas o incautadas  durante una investigación,  que quedan a
disposición del Ministerio Público y no son reclamadas por las víctimas.

5º Las que fortalecen la obligación de ser veraz con el sistema
de justicia.

El proyecto modifica los artículos 206 a 212 del Código Penal
y agrega un artículo 212 bis para elevar a la calidad de delito, no sólo el falso testimonio
prestado ante un tribunal, sino el faltar a sabiendas a la verdad ante un fiscal del Ministerio
Público,  perjudicando  con  ello  la  investigación;  sanciona  también  la  presentación  de
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testigos  u  otros  medios  de  prueba  falsos,  sanción  que  alcanza  también  a  los  fiscales,
abogados, intérpretes y peritos que incurran en tales conductas y, finalmente, introduce la
retractación  como  circunstancia  atenuante  de  la  responsabilidad  de  quienes  hubieren
incurrido en tales ilícitos.

6º Modificaciones introducidas por el Senado.

a) La que modifica el artículo 40 para regular las audiencias
ante el juez de garantía en términos similares a las realizadas en el juicio oral,  dejando
subsistente, en la práctica, el registro íntegro de lo actuado mediante un sistema de audio
digital y reduciendo las actas sólo a las resoluciones dictadas por los magistrados.

                                               b) La que elimina la posibilidad de que cualquier persona
capaz  de  parecer  en  juicio,  pueda  interponer  querella  por  delitos  que  afectan  intereses
sociales relevantes, reemplazándola por una norma que permite a los órganos y servicios
públicos interponer querella por delitos terroristas o delitos cometidos por un funcionario
público que afecten los derechos de las personas garantizados por la Constitución,  sólo
cuando sus respectivas leyes orgánicas les otorguen las correspondientes facultades.

c) La que modifica el artículo 131 para imponer al fiscal o a
las policías  la  obligación de poner la detención de una persona en conocimiento  de su
abogado de confianza o del defensor y la que modifica el  artículo 132 para permitir  al
abogado asistente del fiscal concurrir, en reemplazo de éste, a la primera audiencia  judicial
del detenido.

d) La que permite la apelación de la resolución que declara la
ilegalidad  de  la  detención,  hoy inapelable,  y  la  que  faculta  a  las  policía  para  efectuar
exámenes  corporales  durante  un  control  de  identidad,  cuando  aparezcan  sospechas
fundadas de que la que persona sujeta a control de identidad, porta en su cuerpo drogas.

e)  La  que  modifica  el  artículo  237  para  agregar  como
requisito  para  que  el  fiscal  concurra   al  acuerdo  que  suspende  condicionalmente  el
procedimiento,  el  hecho  de  que  atendiendo  a  las  características  del  ilícito  y  las
circunstancias  del  imputado,  estime  que  éste  no  volverá  a  delinquir,  y  la  que  permite
imponer al imputado cualquier otra condición  distinta de las que taxativamente señala el
artículo  238,  a  propuesta  del  Ministerio  Público,  durante  la  suspensión condicional  del
procedimiento.

f)  La  que  modifica  el  artículo  314  para  establecer  que  la
solicitud  para que los peritos sean citados al juicio oral, debe presentarse ante el juez de
garantía, en la audiencia de preparación del juicio oral, y la que modifica el artículo 344
para flexibilizar los plazos para dictar sentencia, otorgando, en el caso de durar el juicio
más de cinco día, un día por cada dos nuevos días de audiencia.

g) La que modifica los artículos 346 y 384 para permitir que
la sentencia que se dicte como la que se pronuncie sobre el recurso de nulidad, puedan
entenderse notificadas a las partes mediante la lectura de sus acápites principales, y la que
establece como  nueva causal para dictar una sentencia de reemplazo, el haber impuesto el
tribunal una pena inferior a la que legalmente correspondiere. 

3.- Don Guillermo Piedrabuena Richard, Fiscal Nacional del
Ministerio Público.

En  su  exposición  señaló  que,  en  general,  el  proyecto  se
ajustaba a las necesidades de la reforma procesal penal y evitaba dificultades que se han
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detectado  en  regiones,  agregando que  recogía  sugerencias  del  mismo Ministerio,  de  la
Comisión de Expertos, de las policías y de los jueces.

Respecto de su contenido señaló que había disposiciones con
las que el Ministerio tenía total acuerdo; otras con las que concordaba pero que requerían
precisiones y otras con las que se discrepaba.

A)  Al  efecto,  señaló  que,  a  su  parecer,  las  siguientes
disposiciones requerían una mayor precisión:

1) En el caso de la modificación que se introduce al artículo
70, traducida en un inciso tercero en virtud del cual se permite que la audiencia de control
de la detención pueda llevarse a efecto ante el juez del lugar en que se la practicó, aunque
éste  sea  distinto  de  aquel  que  expidió  la  orden  respectiva,  señaló  que  debiera  dejarse
constancia que tal regla debiera aplicarse también a la audiencia de formalización de la
investigación, mencionando para ello expresamente en el nuevo texto, “ las audiencias a
que  se  refieren  los  artículo  95  y  132”,  de  tal  manera  que  no  se  entienda  limitada  la
disposición sólo a la audiencia de control de la detención.

2) Con respecto al párrafo final que se agrega al artículo 87,
relativo  a  la  facultad  que  se  concede  al  Ministerio  Público  para  impartir  instrucciones
generales a las policías, respecto de las diligencias inmediatas que deben realizar para la
investigación de delitos de común ocurrencia, consideró que la determinación de cuales son
estos delitos debería corresponder al  mismo Ministerio,  para lo cual sugirió agregar los
términos “ que estime” después de la palabra “delitos”.

3) En lo que se refiere a la modificación que se introduce al
artículo 129, específicamente en lo que dice relación con la extensión de la situación de
flagrancia a quienes violaren las medidas cautelares que les hubieren sido impuestas o la
condición  a  que  se  refiere  la  letra  b)  del  artículo  238,  vale  decir,  la  de  no  frecuentar
determinados lugares o personas como requisito para dar lugar a la suspensión condicional
del procedimiento,  y que habilitan a las policías para detener, señaló la conveniencia de
que la misma ley indicara que estas situaciones especiales de flagrancia no constituían un
nuevo delito en sí, sino que únicamente servirían para que el tribunal se pronunciara sobre
la  substitución  de  la  medida  cautelar  o  la  revocación de  la  suspensión condicional  del
procedimiento.

4) La modificación al inciso primero del artículo 132, referido
a la comparecencia judicial, en cuanto permite concurrir a la primera audiencia judicial del
detenido a un abogado asistente del fiscal, señaló que contaba con todo su apoyo siendo
incluso  una  sugerencia  del  mismo  Ministerio.  Haciéndose  cargo,  en  seguida,  de  las
objeciones de constitucionalidad que se han hecho a esta disposición en el sentido de que,
de acuerdo a la Carta Política,  sólo los fiscales pueden ejercer  la acción penal  pública,
señaló que el hecho de que un abogado funcionario del Ministerio asistiera a la audiencia
de control de detención de una persona, no significaba ejercer la acción penal pública ni
tampoco dirigir la investigación. Por otra parte, quien tiene, de acuerdo a la Constitución, la
dirección de la  acción penal  pública  es el  Ministerio  y no sus fiscales  individualmente
considerados, como también que el ejercicio de la acción lo tiene el Ministerio Público de
conformidad  a  la  ley  y,  por  lo  mismo,  la  ley  puede  establecer  la  forma  en  que  sus
funcionarios podrán colaborar con dicho ejercicio.

No obstante, consideró necesario señalar expresamente en la
norma que el abogado asistente tendría la atribución de representar al Ministerio Público en
todas  las   actuaciones  propias  de  esta  primera  audiencia,  esto  es,  podría  pedir  las
ampliaciones  de  plazo  que  establece  el  artículo  132  y  las  medidas  cautelares  que
procedieren.
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5) Respecto de la modificación que se introduce al artículo
182, que establece el secreto de las actuaciones de la fiscalía, en cuanto agrega a su inciso
segundo una oración para disponer que tanto el imputado como su defensor, además de
poder examinar  los registros  y documentos  de la investigación fiscal  y policial,  podrán
obtener copia de los registros y documentos de investigación fiscal que estuvieren a su
alcance, estimó que debería dejarse constancia que ello sería  a costa del solicitante, como
también que sería conveniente señalar que este derecho no podría ejercerse respecto de las
actuaciones declaradas reservadas.

6) En lo que se refiere a la modificación al artículo 206, que
trata de la entrada y registro en lugares cerrados sin autorización judicial, en cuanto agrega
un inciso segundo para autorizar a la policía ingresar a un lugar cerrado para practicar la
detención de un individuo que deba detener y de quien se encuentre en actual persecución,
sostuvo estar de acuerdo, pero creyó necesario complementar la proposición para incluir
diversas hipótesis, precisando que podría tratarse de lugares muebles o inmuebles, como
también para incluir las situaciones de flagrancia.

Asimismo, con el propósito de incluir las naves y aeronaves
entre  los  lugares  en  que  se  puede  encontrar  una  persona,  sorprendida  en  situación  de
flagrancia, propuso substituir el inciso segundo del artículo 134 para permitir el registro
policial no sólo de vestimentas, equipajes o vehículos de la persona que será citada, sino
también la nave o aeronave en que viaje o se encuentre.

7) Respecto de la modificación que se propone introducir al
artículo 252, que se refiere  al sobreseimiento temporal,  declaró estar de acuerdo con el
nuevo inciso segundo que se propone en cuanto a establecer que el tribunal de juicio oral
dictará sobreseimiento temporal cuando el acusado no haya comparecido a la audiencia del
juicio y haya sido declarado rebelde, pero estimó necesario encabezar dicho nuevo inciso
segundo con la frase “ Sin perjuicio de lo dispuesto en el  artículo 283”, para salvar la
situación descrita en el inciso segundo de esa norma, que contempla la posibilidad que el
tribunal considere innecesaria la presencia del imputado que ha podido declarar en el juicio
y, en consecuencia, no es declarado rebelde.

8) En lo que se refiere a la ampliación a la defensa del recurso
de apelación que el artículo 277 concede al Ministerio Público respecto del auto de apertura
del  juicio  oral,  sostuvo  que,  en  la  actualidad,  la  defensa  del  imputado  no  está  en  la
indefensión,  por cuanto puede recurrir  al  tribunal  oral  para que declare la exclusión de
pruebas o deducir el recurso de nulidad por privación de derechos esenciales. Añadió que la
norma en  análisis  se  refería  a  pruebas  de  cargo,  es  decir,  las  que ofrece  el  Ministerio
Público para acreditar el ilícito, razón por la que consideraba que sería muy difícil  a la
defensa demostrar agravios para fundar el recurso.

En todo caso, estimaba que de aprobarse la modificación, ésta
debería también extenderse al querellante y comprender no sólo la causal que señala el
inciso tercero del artículo 276, sino también las señaladas en los incisos primero y segundo
de dicho artículo.

9)  Respecto  de  la  modificación  que  se  introduce  al  inciso
segundo del artículo 348, en el sentido de que la sentencia condenatoria a penas temporales,
deberá fijar con toda precisión el día a partir del cual comenzará a contarse y determinará el
tiempo de detención, privación total o parcial de libertad o prisión preventiva que servirá de
abono para su cumplimiento,  estimó necesario fijar  las equivalencias de las privaciones
parciales, vale decir, arrestos domiciliarios y nocturnos, en relación a la privación total de
libertad, ya que ello provocaría problemas de interpretación. Al efecto propuso agregar un
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inciso que estableciera que para los efectos del cómputo de las privaciones parciales, se
entendería que ellas equivalen a la mitad del tiempo que efectivamente duraron.

10) En lo que se refiere a la modificación al artículo 398, se
mostró partidario en un principio de suprimir el artículo, por cuanto los jueces tendían a
aplicar  indiscriminadamente  la  suspensión  de  las  penas,  con  la  consiguiente  señal  de
impunidad para quienes cometen faltas de trascendencia social e, incluso, son reincidentes,
pero ante la falta de acuerdo, declaró avenirse a la idea de circunscribir la suspensión sólo a
las faltas, excluyendo a los simples delitos.

B)  Con  respecto  al  nuevo  inciso  tercero  que  se  agrega  al
artículo131, en cuanto al hecho de que una persona detenida deba ser puesta a disposición
del tribunal por orden del fiscal, situación que este último debe comunicar al defensor o a
su  abogado de  confianza,  agregando la  disposición  que  si  el  fiscal  no se  pronuncia  al
respecto, la obligación recaerá en la policía, expresó desacuerdo porque, por una parte, se
establecería  una  relación  directa  entre  la  policía  y  los  defensores,  particularmente  la
Defensoría Penal Pública, colocando al Ministerio en una situación disminuida frente a la
policía, la que es auxiliar suyo. Por lo demás, el artículo 102 ya establecería la obligación
de los fiscales de avisar al juez la falta de defensor del imputado, para que se le nombre
uno, el cual deberá estar designado antes de la primera audiencia a que se le cite.

Asimismo, sostuvo que si la detención se practica en situación
o en casos de flagrancia, la policía debe informar al Ministerio Público dentro de las 12
horas siguientes, por lo que dicho organismo debe esperar tal informe antes de requerir el
nombramiento de un defensor. Estimó que la redacción dada a la norma podría dar lugar a
una interpretación en el sentido de que la policía debe avisar de la detención, en forma
inmediata, al fiscal y al defensor, frustrando las primeras diligencias y dando lugar a que
los  defensores  se  constituyan  en  las  unidades  policiales  sin  permitir  el  interrogatorio
voluntario del fiscal o de las policías.

C) En lo que se refiere a las modificaciones que se introducen
al Código Penal, manifestó estar de acuerdo con todas ellas, pero junto con explicar que, a
sugerencia  del  mismo  Ministerio,  se  había  delimitado  la  falsedad  de  las  declaraciones
prestadas  por  el  testigo  ante  el  fiscal,  al  hecho  de  que  la  falsedad  perjudicara  la
investigación,  entendiéndose  por  tal  la  información  que  impide  u  obstaculiza  el
esclarecimiento de los hechos o la determinación de sus responsables o que conduce a la
petición de medidas cautelares improcedentes o a que se deduzcan acusaciones infundadas,
con lo  que  en  el  fondo constituía  una  obstrucción  a  la  justicia,  procedió  a  refutar  los
cuestionamientos formulados por algunos profesores a la tipificación de las declaraciones
falsas testimoniales ante los fiscales.

1.- Con respecto a que las declaraciones que se prestan ante
los fiscales carecen de toda relevancia frente a las pruebas que deben rendirse en el juicio
oral,  que  son  las  únicas  que  importa  que  sean  veraces,  señaló  que  correspondía  a  los
fiscales ponderar las declaraciones que ante ellos se efectuaban para los efectos de decidir
si formalizar la investigación  o no, solicitar  medidas cautelares, acusar o no y por qué
delitos, monto de la pena requerida, decisión sobre salidas alternativas al procedimiento,
vale decir, acuerdos reparatorios o suspensión condicional del procedimiento, la aplicación
del procedimiento abreviado y otras materias, todas las cuales pueden dar lugar, en el caso
de  declaraciones  falsas,  a  enjuiciar  a  personas  inocentes,  sobredimensionar  las  penas
solicitadas, decisiones erróneas en materia de medidas cautelares, etc, todo lo que afecta el
sistema.

Por otra parte, el delito mismo se perseguirá una vez que haya
terminado el juicio en que se prestó la declaración falsa, contando el fiscal con todos los
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elementos  de  prueba,  y  la  apreciación  de  lo  ilícito  de  la  conducta,  corresponderá,  en
definitiva, al tribunal.

2.-  En  lo  que  dice  relación  con  la  objeción  de  que  las
declaraciones ante la fiscalía no son juramentadas y son informales, señaló que parte de la
doctrina sostiene que el juramento no forma parte del tipo penal del falso testimonio, como
también  que  leyes  especiales  sancionan  la  declaración  falsa  prestada  sin  juramento,
precisando, además, que esta nueva tipificación se configura sólo si la declaración perjudica
u obstruye la investigación.

Finalmente, agregó que desde el punto de vista ético, parecía
necesario defender el nuevo sistema de maniobras destinadas a amedrentar a los testigos
para evitar la formalización de cargos o la acusación contra el imputado.

D) Respecto de la modificación que se introduce al artículo 6º
transitorio de la ley Nº 19.665, que modifica el Código Orgánico de Tribunales, en lo que
se refiere a la integración de las Comisiones Regionales de Coordinación de la Reforma
Procesal  Penal,  recordó  que  en  la  Región  Metropolitana  hay  4  fiscales  regionales  y  2
defensores regionales, por lo que de no complementarse la norma, habría que entender que
participarán en la Comisión todos ellos.

E) En lo que se refiere a las modificaciones que se introducen
a la ley N º 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público, señaló lo siguiente:

                                                1)  Respecto del artículo 17, estima que los cambios que se
proponen  no  constituyen  una  mayor  innovación  puesto  que  solamente  explicitan  una
facultad-obligación ya contenida en el texto actual, desde que los criterios señalados son
para el cumplimiento de los fines del Ministerio Público, entre los cuales se cuenta la mejor
y óptima persecución criminal. No obstante, declaró estar de acuerdo con la modificación.

2) En lo relativo al artículo 21, estima que, efectivamente, la
modificación que se introduce es de fondo, por cuanto mencionar las políticas públicas,
significa incluir las actuaciones que corresponden a los Poderes del Estado, especialmente
al Ejecutivo y al Legislativo, en materia de políticas criminales.

Manifestó  estar  de  acuerdo,  recordando  que  con  ello  se
reponía una indicación senatorial que no  había sido recogida por la Cámara al tratar el
proyecto que dio origen a la ley Nº 19.640, pero estimó necesario, en caso de aprobárselo,
complementar  la  disposición  con  una  norma reglamentaria  del  Fiscal  Nacional  para  la
formación de una unidad especial que lo asesore en materia de formulación de políticas
criminales y de modificaciones a la legislación penal y procesal.

4)  Don José Quezada Guajardo,  Prefecto  General,  Director
General Subrogante de la Policía de Investigaciones de Chile.

Expresó  el  acuerdo  de  la  Institución  con  el  proyecto  por
cuanto muchas de las dificultades detectadas desde el inicio de la reforma, encuentran una
solución normativa en el proyecto, conteniendo los ajustes adecuados para fortalecer las
atribuciones  de  la  policía,  resguardando  el  correcto  equilibrio  entre  la  eficacia  de  la
persecución penal y el respeto de las garantías fundamentales de las personas.

No  obstante,  consideró  que  algunas  materias  no  quedaban
plenamente  resueltas  como para permitir  un eficaz  accionar  operativo de la  Institución,
razón por la que propuso lo siguiente:
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1) En lo que respecta a la modificación que se  introduce al
artículo 9º y que reemplaza su inciso tercero, expresó que solucionaba el problema derivado
del otorgamiento de la orden de detención en forma escrita, la que por su característica,
retarda  el  accionar  policial  y  facilita  la  evasión  de los  delincuentes  y la  eliminación  u
ocultamiento de las evidencias.

Señaló entender que la mención que hace este nuevo inciso a
la necesidad de dejar constancia  del otorgamiento de la autorización u orden judicial en el
registro correspondiente, se refiere al registro de actuaciones que lleva el juez de garantía. 

                                                No obstante, siempre subsiste el problema de la forma de
intimar  las  órdenes  de  detención  que  se  encuentran  vigentes  en  los  registros
computacionales de la Institución o en el catastro nacional de órdenes de aprehensión, por
cuanto, generalmente, al momento de efectuar una detención, en cualquier control rutinario,
el policía no dispone del original o de copia auténtica de la orden, por lo que no resulta
posible su intimación física, lo que ha dado lugar a cuestionamientos relacionados con la
legalidad de la detención, estimándose en la audiencia respectiva, que la intimación de la
orden  implica  la  entrega  de  la  misma.  Al  efecto,  propuso  analizar  la  conveniencia  de
modificar  el  artículo 125 del Código, que trata  de la  procedencia de la detención,  para
permitir que en los casos que las órdenes consten  en los registros computacionales, pueda
efectuarse  la  intimación  en  forma  verbal,  sin  perjuicio  de  la  posterior  entrega  de  una
constancia de dicha orden, la que contendrá las menciones que señala el artículo 154 para
las órdenes judiciales.

2)  Refiriéndose,  en  seguida,  a  las  modificaciones  que  se
introducen  al  artículo  70,  en  que  el  nuevo  inciso  tercero  que  se  le  agrega  permite  se
practique la audiencia de control de la detención ante el juez del lugar en que se efectuó la
detención,  aunque  no  sea  éste  el  del  procedimiento,  señaló  que  tal  medida  solamente
solucionaba en forma parcial uno de los problemas que la Institución había constantemente
representado, consistente en la imposibilidad de cumplir, dentro del plazo de 24 horas como
máximo que fija el artículo 131, para conducir al imputado a presencia del juez que expidió
la orden,  cuando se trata de detenciones practicadas a gran distancia territorial del lugar de
asiento de dicho juez, problema que la modificación en comentario no solucionaría, por
cuanto  la  redacción  dada  al  nuevo  inciso  tercero,  se  remite  expresamente  al  “inciso
precedente”,  circunstancia  que hace aplicable  la  nueva norma sólo en casos  urgentes  y
siempre previa solicitud  del  Ministerio  Público,  subsistiendo la  obligación en todos los
demás casos, en la forma que señala el artículo 131.

Por  todo  lo  anterior,  se  mostró  partidario  de  suprimir  la
referencia que efectúa el nuevo inciso tercero al “ inciso precedente”, no sólo como una
forma de facilitar el cumplimiento del mandato legal, sino que porque la actual normativa
implica la distracción de personal especializado en investigación criminal, en actividades de
traslado de imputados, ya que una importante cantidad de órdenes de detención no tienen el
carácter de urgentes, sin perjuicio, además, de que muchos de estos traslados implican la
participación del detenido en audiencias brevísimas, quedando posteriormente en libertad,
desconectado de su lugar de residencia y sin  recursos para volver a ella.

5.-Don  Nelson  Godoy  Barrientos,  General  Subdirector  de
Carabineros de Chile.

Junto con reseñar los objetivos perseguidos por el proyecto,
pasó a referirse a las modificaciones que incidían en la actuación de Carabineros, señalando
al respecto lo siguiente:
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1) En lo que se refiere al nuevo inciso tercero que se propone
para el artículo 9º, hizo presente que la exigencia introducida por el Senado, en el sentido
de  que  tratándose  de  una  detención,  el  policía  que  la  practique  deberá  entregar  una
constancia escrita de ella, con indicación del tribunal que la expidió y la hora en que se
emitió,  contradecía  la  tendencia  hacia  la  desformalización  y  rapidez  de las  diligencias,
trasladando la obligación de escrituración que pesa sobre el juez que emite la orden, al
funcionario  policial  que  practica  la  detención,  quien  deberá  emitir  un  documento  que
respalde la intimación al imputado. 

Al respecto, sostuvo que Carabineros siempre deja constancia
de  las  actuaciones  que  practica  en  los  diferentes  registros  que  lleva,  pero  que  si  esta
modificación buscaba una actuación rápida en casos urgentes, la forma adoptada no parecía
la  más  apropiada  e,  incluso,  podría  significar  un  retroceso  porque  podrían  producirse
situaciones equívocas derivadas de, por ejemplo, errores de transcripción, inexactitud en la
indicación de la hora de emisión de la orden, errónea o incompleta individualización del
tribunal, las que en principio aparecerían como de responsabilidad del funcionario policial
y que podrían servir a la defensa para cuestionar la legalidad de la orden, produciéndose así
un  efecto  contrario  al  propósito  del  legislador  ya  que  un  procedimiento  que  se  quiere
expedito, podría entrabarse por errores circunstanciales.

2) Respecto del nuevo inciso tercero que se agrega al artículo
70, coincidió con la posición de la Policía de Investigaciones por cuanto si se trataba de
facilitar la practica de la audiencia de control de la detención, efectuándola ante el juez del
lugar  en  que  se  la  practicó,  también  parecía  necesario  modificar  el  artículo  131  para
establecer expresamente que, en caso de detenciones practicadas en lugares alejados del
juez del procedimiento, Carabineros pueda conducir al detenido ante el juez de garantía del
lugar en que se la practique, puesto que el plazo máximo que tiene para esos efectos es sólo
de  24 horas,  lo  que  no  resulta  suficiente  en  los  casos  señalados.  Asimismo,  consideró
necesario precisar la redacción de este nuevo inciso,  puesto que al emplear los términos
“en  los  casos  en  que  haya  de  realizarse  el  control  de  detención  fuera  del  territorio
jurisdiccional  del  tribunal  del  que haya emanado la  orden respectiva”,  se  expresaba en
términos genéricos, circunstancia que no daba plena certeza al trabajo de Carabineros y
abría la posibilidad de cuestionamientos jurisdiccionales.

3) Coincidió, sin observaciones, con la modificación que se
propone para el artículo 87, en el sentido de facultar al Ministerio Público para impartir
instrucciones generales a las policías para la realización de diligencias inmediatas para la
investigación de delitos  de común ocurrencia,  por cuanto ello  permitiría  al  personal de
Carabineros  proceder  de  inmediato  a  investigar  sin   tener  que  esperar  instrucciones
particulares del fiscal.

4) Asimismo, coincidió con la substitución del inciso final del
artículo 129 por cuanto permite a Carabineros detener a quien viola flagrantemente una
medida  cautelar  personal  o  la  condición  que  se  le  ha  impuesto  para  suspender
condicionalmente el procedimiento, todo lo cual ayuda a terminar con la frustración policial
generada por la sensación que produce constatar la violación y carecer de facultades para
proceder, como también la sensación de inutilidad de las medidas ya que su incumplimiento
no es fiscalizable, y de impunidad ya que no trae consecuencias para el infractor.

No obstante,  consideró  necesario  reponer  la  referencia  a  la
facultad para detener al que se fugare encontrándose en prisión preventiva, a fin  de evitar
confusiones, ya que la supresión que efectuó el Senado de esta mención, mantuvo sólo la
referencia al detenido que se da a la fuga.

5) Se manifestó, igualmente, de acuerdo con la ampliación de
la hipótesis que permite detener en situación  de flagrancia, de acuerdo a la nueva letra e)
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del artículo 130, comprendiendo no sólo los llamados de auxilio de la víctima, sino también
de testigos, a la vez que referido a los delitos en general y no sólo al robo o hurto, pero
consideró necesario precisar los alcances de los términos “ en un tiempo inmediato”, por
cuanto ello constituiría una zona obscura que debería ser precisada por el intérprete, en este
caso el funcionario que practique la detención.

6)  Respecto  de  los  dos  nuevos  incisos  que  se  agregan  al
artículo 131, concuerda plenamente con el que permite a las policías dar por cumplida su
obligación  de  poner  al  detenido  a  disposición  del  juez,  dejándolo  bajo  la  custodia  del
personal de Gendarmería del tribunal, ya que dada la gran cantidad de situaciones que se
dan, y que se darán especialmente en Santiago, implicaría una gran distracción de personal
con la consiguiente dificultad para cumplir con el propósito preventivo de tener la mayor
cantidad posible de personal en las calles.

Con respecto al otro inciso,  estima que la nueva obligación
que se impone a las policías de poner en conocimiento del abogado de confianza o del
defensor del detenido, la puesta de este último a disposición del juez  en los casos en que no
lo  hiciere  el  fiscal,  resulta  contradictoria  con  la  lógica  adversarial  del  nuevo  modelo
acusatorio,  toda vez que la  policía  es  el  órgano auxiliar  del  Ministerio  Público y debe
informarle acerca de cualquier detención que se produzca y recibir las instrucciones que el
fiscal  le  imparta.  La  Defensoría  Penal,  en  cambio,  se  sitúa  en  la  otra  línea  desde  el
momento que representa los intereses del imputado, por lo que no parece pertinente que las
policías  tengan  vinculaciones  con  organismos  que  representan  intereses  contrarios  a  la
persecución criminal.

7) En lo que dice relación con el nuevo inciso tercero que se
agrega  al  artículo  154,  si  bien  reconoce  que  ello  es  concordante  con  la  modificación
introducida al artículo 9º, no la comparte por las mismas razones que dio respecto de esa
modificación, es decir, que la obligación que se impone a Carabineros de dejar constancia
escrita de la detención practicada en casos de urgencia,  constituye una traba que puede
impedir la finalidad que se busca, cual es la realización inmediata y efectiva de la detención
de una persona en casos urgentes.

6.- Don Jorge Bofill Genzsch, abogado, profesor de Derecho
Penal en la Universidad de Chile.

Señaló que, a su parecer, el proyecto trataba dos temas muy
importantes, como eran las modificaciones que se incorporan al Código Penal en materia de
falso testimonio prestado ante los fiscales, y al estatuto de la prisión preventiva.

Con  respecto  al  primer  tema,  sostuvo  que  no  existía
comprobación empírica alguna que justificara la creación de este nuevo tipo penal y, más
aún, ni siquiera se había tratado este tema en el seno de la Comisión de Expertos formada
por el Ministerio de Justicia. A su parecer, no estaría claro si se estaría legislando en base a
una necesidad real , o bien, sobre la base de concepciones teóricas ajenas a lo que sucede en
el sistema nacional.

Dijo creer que tras la creación de este nuevo tipo penal de
falso testimonio ante los fiscales, habría una alteración fundamental de nuestro sistema, que
podría redundar en serios trastornos en el funcionamiento del juicio oral. Reconoció que en
el derecho comparado podían citarse algunos ejemplos de legislaciones que contemplaban
este tipo penal, pero que para que esta comparación fuera válida, había que situarse en el
contexto de esos sistemas procesal penales. Así, por ejemplo, en el caso de España, que
sería uno de los que se cita,  existiría un sistema inquisitivo mixto del todo diferente al
sistema acusatorio que consagra la ley chilena.
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Recordó que las características  del  sistema chileno eran no
sólo el ser acusatorio, es decir, separa las funciones investigativas y de juzgamiento, sino
que,  además,  sería  de  corte  adversarial,  similar  al  modelo  angloamericano,   totalmente
distinto al modelo de juicio oral europeo, denominado inquisitorial, por cuanto la iniciativa
para la producción de la prueba durante el juicio le corresponde al tribunal, teniendo las
partes una intervención mínima y fiscales y defensores una labor accesoria, toda vez que
los  interrogatorios  los  hacen  los  jueces.  Además  de  lo  anterior,  en  muchas  de  las
legislaciones que se citan, los fiscales pertenecen al Poder Judicial, por lo que la infracción
se comete ante un funcionario judicial, situación distinta a la nacional en que el Ministerio
Público es autónomo.

Señaló  que  al  tratar  de  agregar  esta  figura,  se  obviaba  el
sistema  de  investigación  de  nuestro  Código,  porque,  por  una  parte,  se  trata  de  una
investigación desformalizada y, por la otra, los fiscales son los encargados de dirigir la
investigación  pero  no  de  llevarla  personalmente  a  cabo,  ya  que  se  trata  de  un  hecho
comprobado  y  reconocido  por  el  mismo  Ministerio  Público,  que  las  declaraciones  de
testigos las toman los asistentes del fiscal. Dijo no tener claro que se pensaba al establecer
este tipo penal, por cuanto la ley al regular las declaraciones de testigos, las que deben
constar en actas resumidas, en parte alguna establece la existencia de un ministro de fe ni la
exigencia de juramentar al testigo que presta la declaración. Lo anterior resultaba lógico en
atención al interés del fiscal de recopilar antecedentes y al procedimiento desformalizado
que emplea en su investigación  En consecuencia, al crear este delito, se estaría creando un
ilícito ante una de las partes del proceso: la acusadora. Ciertamente, se trata de una parte
especial puesto que representa al Estado, pero esa misma circunstancia sería contraria a la
incorporación de un tipo penal de tal naturaleza, por cuanto en un sistema adversarial, la
verdad se alcanza sobre la base del enfrentamiento entre los litigantes en el juicio oral y no
antes. Dijo creer que la afirmación que se hacía en el sentido de que durante el trabajo del
fiscal se encontraba en juego el valor verdad en el proceso, por lo que las declaraciones que
se presten ante ellos, incidirían no sólo en el juicio oral mismo, sino también en la decisión
sobre las  medidas  cautelares  que se decreten,  estaría  lejos  de la  realidad  empírica,  por
cuanto de acuerdo a los datos  estadísticos,  gran parte  de dichas  medidas  se decretan  a
propósito de la investigación de delitos flagrantes, momento en que normalmente no hay
aún declaraciones ante el fiscal, sino sólo el trabajo policial.

Señaló  que,  analizando  esta  situación  en  el  derecho
comparado, la solución que se planteaba era similar a la que establece el artículo 269 bis
del Código Penal, es decir, el delito de obstrucción a la justicia, figura que, con el nuevo
sistema  procesal  penal,  resulta  inaplicable  porque  sanciona  la  negativa  a  proporcionar
información a los tribunales de justicia, en circunstancias que el nuevo sistema encarga a la
fiscalía la recopilación de antecedentes y no a los tribunales.

A su parecer, la solución a este problema estaría en reformular
el  tipo  penal  de  obstrucción  a  la  justicia  y  la  denuncia  o  acusación  calumniosa,
extendiéndola  a  las  falsas  acusaciones  que  en  determinadas  instancias  ciertas  personas
formulen en contra de otras, es decir, el establecimiento de un tipo penal que sancionara
aquellas  conductas  materiales  que suponen obstruir,  de  manera  relevante,  el  trabajo  de
investigación de los fiscales.

En cuanto a la afirmación que se hace, en abono a esta nueva
figura, en el sentido del verdadero problema que existe en nuestra cultura, relativo a la
facilidad que existe para presentar declaraciones falsas ante los tribunales, señaló que lo
lógico sería que los mismos órganos de persecución criminal reaccionaran frente a estos
hechos y se encargaran de hacer efectiva la responsabilidad penal por tales declaraciones,
cuestión  sobre  la  que  no  existe  dato  alguno  acerca  de  las  acciones  entabladas  y  los
resultados  obtenidos.  Es  decir,  no  hay  nada  concreto  que  avale  esta  modificación  y,
seguramente, lo que harán los testigos para evitar que se les acuse de falso testimonio ante
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el fiscal, será repetir en el juicio oral lo que dijeron ante aquél, lo que considera atentatorio
contra la naturaleza de estos procesos.

En lo que se refiere a las modificaciones que se introducen al
artículo 141, que trata de la prisión preventiva, señaló que la iniciativa borraba el principio
de proporcionalidad, a la vez que prácticamente eliminaba la improcedencia de esa medida
cautelar. Recordó que, de acuerdo a la actual disposición, la prisión preventiva no procedía
cuando el imputado pudiere ser condenado únicamente a penas pecuniarias o privativas de
derechos o a una pena privativa o restrictiva de libertad que no excediere de 540 días, salvo
que haya peligro de fuga, hubiere incumplido el imputado alguna medida cautelar o no
asistiere a la audiencia del juicio oral. Tampoco procede respecto de los delitos de acción
privada,  pero el  gran  avance  estaría  en  la  letra  c)  de  este  artículo,  el  que  establece  la
improcedencia de esta medida cautelar cuando el juez, aún en el evento de condena del
imputado, estimare que será objeto de alguna de las medidas alternativas que establece la
ley Nº 18.226. 

El  proyecto  suprime  la  improcedencia  respecto  de  la  pena
privativa  o  restrictiva  de  libertad  de  menos  de  540  días  y  en  lo  que  se  refiere  a  la
mencionada en la letra c), la discusión en la Comisión de Expertos se centró en la idea que
los jueces la aplicaban en forma automática, sin requerir antecedentes al hacer el pronóstico
de la aplicación de la medida alternativa, razón por la que se optaba por suprimirla. Dijo
creer que, en tal caso, la solución debió haber sido hacer obligatoria para los jueces  la
necesidad  de  contar  con   antecedentes  concretos  para  resolver.  No  se  respeta,  en
consecuencia, el principio de proporcionalidad en relación con la garantía constitucional de
la libertad individual  y,  prácticamente,  se eliminan las causales de improcedencia de la
prisión preventiva, manteniendo únicamente aquellas que parecen obvias.

Con respecto a la modificación al artículo 132, que permite
asistir  a la audiencia  de control de detención al  fiscal o a su asistente,  señaló que ello
contravenía la norma del artículo 2º de la ley Nº 19.640, que dispone que las actuaciones
del Ministerio Público deberán realizarse por los fiscales. Explicó que el fundamento de
esta disposición estaba en la aceptación por parte de la Corte Suprema, a su juicio errada,
de la comparecencia de abogados en representación del Ministerio, para seguir recursos de
nulidad deducidos en las regiones en que primero se estableció el nuevo sistema,  fórmula a
que acudió el mismo Ministerio como consecuencia de no contar con fiscales en Santiago
que lo representaran. Creía que para acoger esta disposición, debería modificarse el citado
artículo 2º de la ley mencionada.

En  lo  que  se  refiere  a  la  modificación  que  se  plantea  al
artículo 230, para permitir al fiscal ampliar, complementar o modificar la formalización de
la  investigación  que  hubiere  realizado,  estimó  necesario  precisar  que  tal  actuación  no
alteraría el plazo de dos años que concede el artículo 247 para el cierre de la investigación.

Respecto de las modificaciones que se introducen al artículo
237, dijo cree que el nuevo inciso segundo incurre en un error conceptual, en cuanto a que
al  exigir  al  fiscal  como  requisito  para  concurrir  a  la  suspensión  condicional  del
procedimiento, estimar, en base a los antecedentes  y circunstancias del imputado, que no
volverá a delinquir,  está  empleando una terminología impropia  por cuanto no se puede
considerar delincuente, en virtud del principio de inocencia, a quien no ha sido objeto de
una sentencia condenatoria.

Igualmente,  en  lo  que  se  refiere  a  la  modificación  que  se
introduce al inciso sexto actual, para permitir que la víctima pueda apelar de la resolución
que se pronuncia acerca de la suspensión condicional del procedimiento, señala que ésta es
aquella que no tiene abogado y no ha ejercido la acción penal por la vía de la querella y que
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al permitírsele apelar, se desea otorgarle más derechos, pero con esta medida se olvida que
la persecución penal corresponde al fiscal.

Respecto de la modificación que se introduce al artículo 242,
en virtud de la  cual el  tribunal  dictará  sobreseimiento definitivo una vez cumplidas  las
obligaciones  contraídas  por  el  imputado  en  el  acuerdo reparatorio,  a  satisfacción  de la
víctima, sostuvo que ello modificaba el sistema porque significa que mientras no se cumpla
con  la  obligación  civil,  la  causa  penal  no  podrá  ser  sobreseída.  No  bastaría,  en
consecuencia, con tener un título ejecutivo que pudiera hacerse valer ante los tribunales
civiles. Estimó que se trataba de dos cosas distintas, el conflicto penal y el civil, los que
debían tratarse separadamente.

En el caso del artículo 276, que se refiere a la exclusión de
pruebas para el juicio oral, señaló que era la instancia de preparación de dicho juicio en que
el  juez  de  garantía  estaba  facultado  para  efectuar  un  barrido  de  las  pruebas  ofrecidas,
excluyendo aquellas que parecían impertinentes, dilatorias o excesivas, determinando, en
definitiva, qué llega al juicio oral. En lo referente a la modificación que se introduce, que
incluye en esta  facultad  la  prueba pericial,  señaló que parecía  más lógico efectuar  una
remisión al artículo 316, disposición  que establece los requisitos para la admisibilidad de
dicha prueba.

Respecto de la modificación que se introduce al artículo 277,
referido al auto de apertura del juicio oral, y que tiene por objeto que no sólo la fiscalía sino
también la defensa,   pueda apelar  del auto cuando el  juez de garantía  excluye pruebas
obtenidas con inobservancia de garantías fundamentales o que provienen de diligencias o
actuaciones declaradas nulas, dijo creer que ello daría lugar a que los abogados buscaran
dilatar el juicio oral e inventaran solicitudes en tal sentido en las audiencias de preparación,
atochando con ello a las Cortes de Apelaciones con causas de exclusión, postergando los
juicios orales, con el consiguiente desmedro para el caso que sostiene la fiscalía. Agregó
que la misma norma que se quiere modificar, contempla otra solución para este problema,
señalando la procedencia del recuso de nulidad en razón de haber involucradas materias
propias de garantías constitucionales. Si bien la nulidad acarrea la vuelta atrás de todo el
proceso, siempre es más económico porque la ocurrencia del recurso de nulidad es mínima.

En lo que  se refiere  a  la  modificación  que se introduce  al
artículo 385, que se refiere a los casos en que como consecuencia de acogerse un recurso de
nulidad de la sentencia, la Corte dicta una nueva o de reemplazo, señaló que las causales
que autorizaban esta nueva sentencia eran el haber considerado delito un hecho que la ley
no considerare tal, aplicado una pena cuando no procediere aplicar pena alguna o impuesto
una pena superior a la que correspondería. La modificación consistía en agregar una nueva
causal cual era la de haber aplicado una pena inferior a la que correspondería, cuestión que
le parecía entraba en conflicto con los Pactos sobre Derechos Civiles y Políticos y de San
José de Costa Rica, cuerpos internacionales que establecen que el imputado tiene derecho al
recurso contra la sentencia condenatoria, ya que en el caso de que la sentencia de reemplazo
elevara la penalidad, como se habría dictado acogiendo un recurso de nulidad, se entendería
como si fuera una primera sentencia, pero como incidió en la interposición de un recurso de
nulidad, no podría recurrirse en contra de ella, circunstancia que entraría en conflicto con
las  normas  internacionales  citadas.  Dijo  creer  que  la  forma  empleada  no  era  la  más
adecuada.

Refiriéndose  a  las  modificaciones  que  se  introducen  al
procedimiento  simplificado,  considera positivo,  en general,  que se lo regule por cuanto
dicho procedimiento sería el producto de modificaciones de última hora que tuvieron por
objeto incrementar  el  ámbito de competencia  del  juzgado de garantía,  habiéndose dado
lugar a un problema jurisprudencial relacionado con el reconocimiento de responsabilidad
por parte del imputado. El proyecto solucionaría este problema; permitiría, además,  aplicar
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en este procedimiento, aún con reconocimiento de responsabilidad por parte del imputado,
una  pena  privativa  de  libertad  y,  por  último,   permitiría  la  preparación  del  juicio
simplificado.

No obstante lo anterior, hizo presente que en la modificación
que  se  introduce  al  artículo  390,  en  cuanto  a  que  el  fiscal  podría  substituir  por  un
requerimiento la formalización de la investigación que ya hubiere realizado, estimó que se
cometía un error por cuanto el fiscal al formalizar no puede saber que lo que va a tener, en
definitiva, es un hecho que merece una pena mayor o menor de 540 días. Señaló que el
requerimiento no es equivalente a la formalización sino que a la acusación. El espíritu de la
norma  sería  que  si  el  fiscal  ha  iniciado  un  procedimiento  como  ordinario  y  hubiere
formalizado una investigación,  no por ello  queda atado para después decidir  requerir  o
acusar. Por ello, en este caso, el requerimiento haría las veces de la acusación y no de la
formalización.

Asimismo,  respecto  a  los  términos  empleados  en  el  nuevo
inciso tercero que se propone, habría un error conceptual porque no es posible acusar si se
esta  pidiendo  una  pena  inferior  a  541  días.  En  tales  casos,  sólo  cabe  requerir  e  ir  al
procedimiento simplificado. Se trataría de una norma de competencia.

Por último, refiriéndose a la modificación que se introduce al
artículo 399, consistente en conceder en contra de las sentencias definitivas el recurso de
nulidad, el que sólo podrá ser conocido por la Corte de Apelaciones respectiva, cualquiera
sea la causal invocada, señaló que la sistematización del Código en este aspecto, es decir, la
nulidad, fue distribuir  la competencia en atención a la materia  y no a la importancia  o
cuantía del asunto. Así, de acuerdo al artículo 373, sólo existen dos causales básicas de
nulidad: la infracción substancial de derechos o garantías asegurados por la Constitución, y
la aplicación errónea del derecho que influyere substancialmente en lo dispositivo del fallo.
La primera materia es siempre de conocimiento de la Corte Suprema y la segunda de las
Cortes  de  Apelaciones,  en  la  que  se  incluyen  también  algunas  cuestiones  específicas
relacionadas con las garantías constitucionales señaladas en el artículo 374. Por tanto, lo
que se quiere es que sea la Corte Suprema el tribunal que fije la jurisprudencia en materia
de garantías constitucionales, por lo que al disponer la modificación que todos los recursos
de nulidad vayan a las Cortes de Apelaciones,  se está quebrando ese principio y habrá
jurisprudencia  de  ambas  Cortes,  lo  que lo  lleva  a  afirmar  que se estaría  cambiando  el
sistema.

b.- Discusión en general.

La Comisión compartió plenamente la necesidad de introducir
modificaciones a la legislación procesal penal y penal para obviar las falencias que se han
evidenciado durante la aplicación del nuevo sistema, motivo por el cual procedió a aprobar,
sin mayor debate,  la  idea de legislar,  por unanimidad.  ( participaron en la votación los
Diputados señora Soto y señores Araya, Ascencio, Bustos y Burgos).

c.- Discusión en particular.

Durante  el  debate  pormenorizado,  la  Comisión  llegó  a  los
siguientes acuerdos:

ARTÍCULO 1º

Introduce 58 modificaciones al Código Procesal Penal, todas
las que la Comisión acordó tratar separadamente:
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Número 1.- 

Substituye el inciso tercero del artículo 9º, disposición que se
refiere a la autorización judicial previa para la realización de actuaciones que privaren al
imputado  o  a  un  tercero  de  derechos  que  la  Constitución  asegura  o  restringieren  su
ejercicio, señalando que tratándose de casos urgentes, en que la inmediata autorización u
orden judicial fuere indispensable para el éxito de la diligencia, ésta podrá ser solicitada y
otorgada por cualquier medio idóneo al efecto, tales como teléfono, fax, correo electrónico
u otro, sin perjuicio de la constancia posterior.

                                                El Senado precisa esta norma señalando que la constancia
posterior  deberá  incluirse  en  el   registro  correspondiente  y  agrega  que  no  obstante  lo
anterior,  en caso de una detención se deberá entregar por el  funcionario policial  que la
practique una constancia de aquella, con indicación del tribunal que la expidió y la hora en
que se la emitió.

Los representantes  del  Ejecutivo  señalaron que el  agregado
que efectuaba el Senado obedecería a una sugerencia de la Defensoría, en cuanto a que la
orden verbal de detención pueda quedar sujeta a un mínimo de registro.

El  Diputado  señor  Bustos  fue  partidario  de  suprimir  el
agregado efectuado por el Senado, sosteniendo que ello implicaba exigir un trámite más
que  perjudicaría  el  objetivo  perseguido  por  la  norma,  bastando,  a  su  parecer,  con  la
constancia en el registro correspondiente, formulando al efecto una indicación que resultó
rechazada por mayoría de votos.

Finalmente,  el  Diputado  señor  Burgos  propuso  aprobar  el
texto senatorial,  pero agregando entre la palabra “expidió” y la conjunción “ y” que la
sigue,  la  frase  “  el  hecho  que  la  fundamenta”  por  considerar  que  lo  esencial  para  la
calificación de la legalidad de una orden es, precisamente, su fundamento.

La Comisión procedió a aprobar el texto del Senado con la
proposición  del  Diputado  señor  Burgos,  por  mayoría  de  votos  (  4  votos  a  favor  y  1
abstención).

El texto de este número quedó como sigue:

1)  Substitúyese  el  inciso  tercero  del  artículo  9º  por  el
siguiente:

 “Tratándose  de  casos  urgentes,  en  que  la  inmediata
autorización u orden judicial fuere indispensable para el éxito de la diligencia, podrá ser
solicitada y otorgada por cualquier medio idóneo al efecto, tales como teléfono, fax, correo
electrónico u otro, sin perjuicio de la constancia posterior, en el registro correspondiente.
No obstante lo anterior, en caso de una detención se deberá entregar por el funcionario
policial  que  la  practique  una  constancia  de  aquella,  con indicación  del  tribunal  que  la
expidió, del hecho que la fundamenta y de la hora en que se la emitió.

Número nuevo.- ( pasó a ser 2)

A sugerencia  de  la  Defensoría  Penal  Pública,  la  Comisión
procedió a tratar una modificación al artículo 10, disposición que trata de la cautela de
garantía,  señalando que en cualquier momento en que el juez de garantía estime que el
imputado  no  está  en  condiciones  de  ejercer  los  derechos  que  le  otorgan  las  garantías

24



judiciales consagradas en la Constitución,  en las leyes o en los tratados internacionales,
deberá adoptar, de oficio o a petición de parte, las medidas necesarias para permitir dicho
ejercicio. Su inciso segundo agrega que si dichas medidas no fueren suficientes para evitar
una afectación substancial de los derechos del imputado, deberá suspender el procedimiento
y citar a las partes a una audiencia, con el mérito de la cual resolverá la continuación del
procedimiento o sobreseerá temporalmente.

La  modificación  sugerida  consistió  en  susbstituir  las
expresiones “ juez de garantía “ y “ juez” que figuran en ambos incisos, por “tribunal”.

La Comisión, acogió por unanimidad la explicación dada por
los representantes el Ejecutivo, en cuanto a que dicha sugerencia se justificaba por cuanto a
que, si bien el rol de cautela de garantías sería la principal actividad del juez de garantía en
las etapas de investigación y preparatoria del juicio oral, dicho rol también correspondía al
tribunal de juicio oral. De ahí la conveniencia de emplear, en este caso, términos genéricos
y no específicos.

El texto de este número quedó como sigue:

“2) Reemplázanse en el artículo 10 las expresiones “juez de
garantía” y “juez” por “tribunal”.

Números 2 y 3.y número nuevo- ( pasaron a ser 3, 4 y 5).

Estos números modifican el inciso tercero del artículo 39 y
substituyen el  inciso primero del  artículo  40,  textos  que la  Comisión trató en conjunto
debido a la relación que existe entre ellos.

En  efecto,  el  artículo  39  dispone  que  de  las  actuaciones
realizadas por o ante el juez de garantía y el tribunal de juicio oral, se levantará un registro
en la forma que señala el párrafo. Su inciso segundo agrega que las sentencias y demás
resoluciones del tribunal se registrarán en su integridad y, su inciso tercero agrega que el
registro se efectuará por cualquier medio apto para producir fe, que permita garantizar la
conservación y reproducción de su contenido.

El  Senado  modifica  el  inciso  tercero  de  este  artículo  para
agregar después de la palabra “efectuará”, la frase “ en forma íntegra”.

El  inciso  primero  del  artículo  40  se  refiere  al  registro  de
actuaciones ante el juez de garantía, disponiendo que el registro de actuaciones realizadas
por o ante el juez de garantía, contendrá una relación resumida de la actuación, de modo de
reflejar fielmente la parte esencial de lo actuado y describa las circunstancias en las cuales
la actuación se llevó a cabo.

                                                La modificación introducida por el Senado reemplaza dicho
inciso para establecer que las audiencias ante el juez se registrarán en forma íntegra, por
cualquier  medio  que  asegure  su  fidelidad,  debiendo  levantarse  acta  escrita  sólo  de  las
resoluciones dictadas en audiencia por el magistrado.

El  Diputado  señor  Burgos  se  mostró  contrario  a  estas
modificaciones toda vez que no sería efectivo que fuera necesario reproducir por escrito la
grabación íntegra de la audiencia ante el tribunal, sino sólo lo esencial.

La  Diputada  señora  Guzmán  se  manifestó  en  contra  de  la
modificación  que  se  introduce  al  artículo  39  porque  la  exigencia  de  integralidad  del
registro,  derivaría,  finalmente,  en  un  registro  formal  de  la  totalidad  de  la  audiencia,

25



redundando  todo  ello  en  lo  que  sucede  en  algunos  otros  países  que  han  tratado  de
implementar el sistema oral, en que se procede a dar lectura a los registros de lo que ha
sucedido en la etapa de investigación y en la audiencia ante el juez de garantía. Es decir, se
transformaría el juicio oral en un juicio leído.

Los  representantes  del  Ejecutivo  precisaron  que  el  sentido
buscado por las modificaciones, no sería la escrituración del procedimiento, sino el deseo
de  recoger  lo  que  señala  la  experiencia  práctica,  toda  vez  que  las  grabaciones  de  las
audiencias se efectúan por medio de un sistema de audio digital que comprende la totalidad
de las  actuaciones.  Por  ello,  al  hablar  de  la  integridad  del  registro,  debe  entenderse  la
concurrencia de esa circunstancia.

Se mostraron partidarios  de substituir  el  inciso primero del
artículo 39 para establecer la regla general en materia de registro de actuaciones, no ya sólo
ante  el  juez  de  garantía  y  el  tribunal  oral,  sino  que  ante  todos  los  tribunales  con
competencia  en  materia  penal,  es  decir,  además  de  los  mencionados,  las  Cortes  de
Apelaciones y la Corte Suprema; suprimir , en consecuencia, el artículo 40 y agregar un
número nuevo, con el objeto de substituir el artículo 41 para especificar la forma en que
debe efectuarse el registro de las actuaciones ante los tribunales mencionados.

La  Comisión  procedió  a  aprobar  por  unanimidad  la
proposición anterior, quedando los números 2 y 3 y el nuevo en los siguientes términos:

“3)  Substitúyese  el  inciso  primero  del  artículo  39  por  el
siguiente:

“Artículo 39.- Reglas generales. De las actuaciones realizadas
por  o  ante  el  juez  de  garantía,  el  tribunal  de  juicio  oral  en  lo  penal,  las  Cortes  de
Apelaciones y la Corte Suprema  se levantará un registro en la forma señalada en este
párrafo.”.

4) Derógase el artículo 40.

5) Substitúyese el artículo 41 por el siguiente:

“ Artículo 41.- Registro de actuaciones ante los tribunales
con competencia en materia penal. Las audiencias ante los jueces con competencia en
materia penal se registrarán en forma íntegra por cualquier medio que asegure su
fidelidad, tal como audio digital, video u otro soporte tecnológico equivalente.”.

Número 4.- ( pasó a ser 6).

Modifica  el  inciso primero del  artículo  48,  disposición  que
establece que cuando el imputado fuere absuelto o sobreseído definitivamente, el ministerio
público  será  condenado  en  costas,  salvo  que  hubiere  formulado  la  acusación  en
cumplimiento  de  la  orden judicial  a  que  se  refiere  el  inciso  segundo del  artículo  462.
(requerimiento de medidas de seguridad en el caso de tratarse de un imputado enajenado
mental y a falta de acusación deducida por el querellante particular).

La modificación del  Senado consiste en agregar al  final  de
este inciso, antes del punto, lo siguiente: “ o cuando el tribunal estime razonable eximirle
por razones fundadas”.

No se produjo debate, aprobándoselo en los mismos términos,
por unanimidad.
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Números nuevos.- (pasaron a ser 7 y 8)

                                                 A proposición de los Diputados señores Bustos y Burgos, la
Comisión  procedió  a  tratar  una  indicación  para  modificar  los  artículos  59  y  62,
disposiciones que señalan, la primera que la acción civil que tuviere por objeto únicamente
la restitución de la cosa, deberá interponerse siempre durante el respectivo procedimiento
penal,  de  conformidad  a  lo  previsto  en  el  artículo  189.  Su inciso  segundo agrega  que
durante  la  tramitación  del  procedimiento  penal,  la  víctima  podrá  deducir  respecto  del
imputado, con arreglo a las prescripciones de este Código todas las restantes acciones que
tuvieren perseguir las responsabilidades civiles derivadas del hecho punible, agregando que
podrá también ejercer esas acciones civiles ante el tribunal civil correspondiente, pero una
vez admitida la demanda en el procedimiento penal, no se podrá deducir nuevamente ante
un tribunal civil Su inciso tercero agrega que con la sola excepción de lo señalado en el
inciso primero, las otras acciones encaminadas a obtener la reparación civil derivadas del
hecho punible  que interpusieren  personas distintas  de la  víctima,  o  se  dirigieren  contra
personas diferentes del imputado, deberán plantearse ante el tribunal civil competente.

La  segunda,  refiriéndose  a  las  actuaciones  del  demandado,
señala  en  su  inciso  primero  .que  el  imputado  deberá  oponer  las  excepciones  que
corresponda y contestar  la  demanda civil  en la  oportunidad que indica  el  artículo  263.
Podrá,  asimismo,  señalar  los  vicios  formales  de  que  adoleciere  la  demanda  civil,
requiriendo su corrección.

La modificación propuesta  por los Diputados introduce dos
enmkiendas al artículo 59, consistentes en intercalar en el inciso segundo, entre la palabra
“·imputado” y la coma que la sigue, los términmos “ y el tercero civilmente responsable”; y
en el inciso tercero entre la palabra “imputado” y la coma que la sigue la frase “ o el tercero
civilmente responsable”.

En el artículo 62, substituye en el inciso primero la palabra
“imputado “ por demandado”. 

Fundaron los Diputados su indicación en que esto formaría
parte de un tema que se dejó fuera al tratarse la reforma procesal penal, tema que diría
relación con que al concederse la acción civil, ésta sólo queda para el imputado y no para el
tercero  civilmente  responsable.  A  su  entender,  el  hecho  de  que  respecto  de  una  gran
cantidad  delitos,  la  víctima  deba  recurrir  a  un  proceso  ordinario,  significa  una  gran
desprotección para ella. Recordaron que del hecho delictivo derivaban dos acciones: civil y
penal,  por lo que no permitir  el ejercicio de ambas en el  proceso penal,  derivaba en la
desprotección señalada.

Los  representantes  del  Ministerio  de  Justicia  no  obstante
conceder que la idea no era ajena a los principios que debieran recogerse en la materia, les
parecía que se trataba de un tema que requería una mayor discusión y una revisión de las
normas del Código, agregando que cuando se discutió la reforma procesal penal, se aceptó
la acción civil pero reducida a quienes intervienen en el proceso penal. A su parecer, si se
abría  la  posibilidad  de  intentar  la  acción  civil  en  el  proceso  penal  contra  el  tercero
civilmente responsable, se estaría introduciendo un interviniente más en dicho proceso, lo
que significaría revisar las normas del Código y la incorporación de nuevas modificaciones
que no se estaría en este momento en condiciones de determinar. Por ello , preferían tratar
este tema en otra ocasión..

La  Diputada  señora  Guzmán  estimó  que  si  se  aceptaba  la
inclusión del tercero civilmente responsable, se perdería accesibilidad a la justicia, porque
al  tenerse  la  posibilidad  de  intentar  la  acción  en  un  procedimiento  rápido,  se  daría
preferencia a éste y no al que correspondiera.

27



Cerrado el debate, la Comisión acordó acoger la indicación de
los Diputados señores Burgos y Bustos por mayoría  de votos ( 3 votos a favor y 1 en
contra).

El texto de estos nuevos números quedó como sigue:

7) Modifícase el artículo 59 en los siguientes términos:

                                                 a) Intercálase en el inciso segundo, entre la palabra
“imputado” y la coma (,) que la sigue, la frase: “ y del tercero civilmente responsable” 

                                                 b) Intercálase  en el inciso tercero, entre la palabra
“imputado”y la coma (,) que la sigue, la frase “ o del tercero civilmente responsable”

8) Substitúyese en el inciso primero del artículo 62, la palabra
“imputado” por la siguiente: “demandado”.

Número 5.- ( pasó a ser 9) 

 Modifica  el  artículo  70 en su inciso segundo y agrega un
inciso tercero.

Esta disposición señala en su inciso primero que el juez de
garantía llamado por la ley a conocer las gestiones a que de lugar el procedimiento, deberá
pronunciarse sobre las autorizaciones judiciales previas que solicitare el Ministerio Público
para la realización de actuaciones que privaren, restringieren o perturbaren el ejercicio de
derechos asegurados por la Constitución.

Su inciso segundo agrega que cuando estas actuaciones deban
efectuarse  fuera  del  territorio  jurisdiccional  del  juzgado  de  garantía  y  se  tratare  de
diligencias urgentes, el Ministerio podrá pedir la autorización directamente al juzgado de
garantía del lugar, caso en el cual, una vez realizada la diligencia, el Ministerio deberá dar
cuenta de ella, a la brevedad, al juez de garantía del procedimiento.

El Senado propuso modificar el inciso segundo para agregar
en el primer párrafo, después de la palabra “diligencias” los términos “ u órdenes” y, en el
segundo, después de la palabra “ diligencia”, la frase “ o cumplida la orden”, como también
agregar el siguiente inciso tercero:

“ Lo dispuesto en el inciso precedente también tendrá lugar en
los  casos  en  que  haya  de  realizarse  el  control  de  la  detención  fuera  del  territorio
jurisdiccional del tribunal del que haya emanado la orden respectiva.”.

Los  representantes  del  Ejecutivo  propusieron  substituir  el
inciso tercero que se agrega por el siguiente:

“Lo dispuesto en el inciso precedente también tendrá lugar en
los  casos  en  que  deba  realizarse  la  primera  audiencia  judicial  del  detenido  fuera  del
territorio jurisdiccional del tribunal del que haya emanado la orden respectiva.”.
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Fundamentaron su proposición en la necesidad de solucionar
un problema práctico, derivado de la situación que se produce al efectuarse la detención de
una persona fuera del territorio jurisdiccional del juzgado de que emana la orden. Si como
lo propone el texto del Senado, se habla sólo de control de la detención, querría decir que el
juez solamente deberá pronunciarse sobre si dejar en libertad al detenido o mantener la
detención, ampliándola hasta por el máximo legal para que éste sea puesto a disposición del
juez del procedimiento, situación que resulta económicamente inviable para el Estado, toda
vez que los recursos presupuestarios no alcanzan para financiar los pasajes del detenido y
de un par de gendarmes, cada vez que se presente una situación similar.

Ante  una  observación  del  Diputado  señor  Burgos,  en  el
sentido  de  agregar  a  la  proposición  del  Senado  los  términos  “  pudiendo  formalizar  la
investigación  por  el  Fiscal  ante  ese  tribunal  y  requerir  el  otorgamiento  de las  medidas
cautelares  personales  que considere pertinentes.”,  el  Diputado señor Bustos precisó que
esos mismo objetivos se consiguen con la proposición del Ejecutivo, de acuerdo a lo que
establece  el  artículo  132,  norma  que señala  lo  que  debe  hacer  el  fiscal  en  la  primera
audiencia judicial del detenido.

La  Diputada  señora  Guzmán  objetó  la  proposición  del
Ejecutivo  toda  vez  que  la  primera  audiencia  judicial,  en  la  que  se  formaliza  la
investigación, debe realizarse ante el tribunal sede del juicio. La fundamentación dada por
los representantes del Ejecutivo no le pareció convincente, toda vez que antes o después de
la formalización de cargos, el detenido debe ser trasladado ante ese tribunal y lo lógico
sería que el traslado se produjera antes de dicha formalización, por cuanto la investigación
deberá llevarse no en el lugar donde la persona está o fue detenida, sino, principalmente, en
el lugar de comisión de los hechos que se pesquisan.

El Diputado señor Bustos recordó que una situación similar se
daba con el antiguo procedimiento, en que aplicando principios de economía procesal, el
juez, llegado el momento, podía someter a proceso y, luego, si tenía todos los antecedentes,
remitirlos al juez competente.

Cerrado  el  debate,  la  Comisión  procedió  a  aprobar  por
unanimidad la modificación al inciso segundo y por mayoría de votos la proposición del
Ejecutivo  para el nuevo inciso tercero ( 4 votos a favor y 1 abstención).

El texto de este número quedó como sigue:

“9) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo
70:

a) Modifícase el inciso segundo en la forma que se indica:

                                                 i. Intercálase en el primer párrafo, a continuación de la
palabra “diligencias”, los vocablos “u órdenes”, e

                                                 ii. En el segundo párrafo, intercálase, a continuación de la
palabra “diligencia”, la frase “ o cumplida la orden”.

b) Incorpórase el siguiente inciso tercero, nuevo: 

“En los casos a que se refiere el inciso anterior,  la primera
audiencia judicial del detenido también podrá efectuarse, a petición del ministerio público,
ante el juez de garantía del lugar en que se efectuaron las actuaciones, sin perjuicio de la
posterior remisión de lo obrado al juez del procedimiento.”.
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Número 6.- ( pasó a ser 10).

Modifica  el  artículo  87,  disposición  que  establece  que  sin
perjuicio  de  las  instrucciones  particulares  que  el  fiscal  impartiere  en  cada  caso,  el
Ministerio Público regulará mediante instrucciones  generales  la forma en que la policía
cumplirá las funciones previstas en los artículos 83 y 85 ( actuaciones de las policías sin
orden previa y control de identidad), así como la forma de proceder frente a hechos de los
que tomare conocimiento y respecto de los cuales los datos obtenidos fueren insuficientes
para estimar si constituyen delito.

La proposición del Senado agrega, a continuación del punto
final, que pasa a ser seguido, la siguiente oración:

“ Asimismo, podrá impartir instrucciones generales relativas a
la  realización  de  diligencias  inmediatas  para  la  investigación  de  delitos  de  común
ocurrencia.”.

Los  representantes  del  Ejecutivo  explicaron  que  a  este
respecto el Ministerio Público entiende que no tiene facultades para dictar instrucciones de
carácter general, aún cuando siempre se ha entendido que existe una categoría de delitos
considerados de común ocurrencia y que son aquellos respecto de los cuales la policía sabe
qué hacer y no tiene necesidad de consultar nada al fiscal. Se trataría de una medida de
racionalización, pero quedando siempre la actividad policial sujeta a la responsabilidad del
Ministerio Público. Serían las primeras diligencias, correspondiendo al fiscal determinar,
dentro de su política criminal, cuáles serían esas diligencias inmediatas y cuáles los delitos
de común ocurrencia.

La  Diputada  señora  Guzmán  quiso  saber  cuáles  serían  los
delitos  de  común  ocurrencia:  los  de  mayor  connotación  social  o  los  más  frecuentes.
Consideró excesivamente discrecional la facultad y, además, innecesaria, lo que la llevó a
proponer suprimir este número.

El  Diputado  señor  Burgos  estuvo  de  acuerdo  con  la
proposición,  pero  con  dos  modificaciones:  la  primera  suprimir  las  expresiones
“inmediatas”, toda vez que da la impresión de algo que debe realizarse en un tiempo muy
próximo, siendo que lo importante es que la diligencia se realice en la oportunidad que
indique el fiscal,  lo que no tiene por qué ser inmediato.  Asimismo, creyó más correcto
hablar  de delitos  determinados  que de delitos  de normal  ocurrencia,  toda  vez  que este
último es un concepto relativo, sujeto a interpretaciones.

La Comisión acogió, por mayoría de votos, ( 4 votos a favor y
1 en contra) la proposición del Senado con la referencia a delitos determinados sugerida por
el Diputado señor Burgos, quedando, en definitiva, este número, como sigue:

“10) En el artículo 87, incorpórase, a continuación del punto
final (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “ Asimismo, podrá impartir
instrucciones  generales  relativas  a  la  realización  de  diligencias  inmediatas  para  la
investigación de determinados delitos.”.

Número 11.- ( pasó a ser 9).

Reemplaza el inciso tercero del artículo 111, disposición que
señala quienes pueden presentar querella, indicando en su inciso primero, que ésta podrá
ser interpuesta por la víctima, su representante legal o su heredero testamentario. Su inciso
segundo habilita, igualmente, a cualquier persona capaz de parecer en juicio, domiciliada
en  la  provincia,  respecto  de  hechos  cometidos  en  la  misma,  que  constituyan  delitos
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terroristas o cometidos por funcionarios públicos que afecten derechos garantidos por la
Constitución.  Su inciso tercero, finalmente,  agrega que podrá deducir querella cualquier
persona capaz de parecer en juicio, domiciliada en la región, respecto de delitos cometidos
en la misma que afecten intereses sociales relevantes o de la colectividad en su conjunto.

El  Senado  propone  reemplazar  este  inciso  final  por  el
siguiente:

“  Los  órganos  y  servicios  públicos  sólo  podrán  interponer
querella cuando sus respectivas leyes orgánicas le otorguen expresamente las potestades
correspondientes.”.

La Comisión, siguiendo el parecer del Diputado señor Bustos,
estimó, por unanimidad, necesario conservar el actual inciso tercero del artículo, agregando
el que se propone como cuarto, posición que también sostuvieron los representantes del
Ejecutivo sin otra variación que el orden acordado para los dos incisos finales.

El texto de este número quedó como sigue:

11) Agrégase el siguiente inciso cuarto en el artículo 111:

“  Los  órganos  y  servicios  públicos  sólo  podrán  interponer
querella cuando sus respectivas leyes orgánicas les otorguen expresamente las potestades
correspondientes.”.

                     Número 8.- ( pasó a ser 12).

Modifica  el  artículo  129,  disposición  que  establece  que
cualquier persona podrá detener a quien sorprendiere en delito flagrante, debiendo entregar
de inmediato al aprehendido a la policía, al Ministerio Público o a la autoridad judicial más
próxima. Su inciso segundo agrega que los agentes policiales estarán obligados a detener a
quien sorprendieren en la comisión flagrante de un delito. Su inciso tercero señala que no
obstará  a  la  detención  la  circunstancia  de  que  la  persecución  penal  requiera  instancia
particular previa y, su inciso cuarto, previene que la policía deberá, asimismo, detener al
sentenciado a penas privativas de libertad que hubiere quebrantado su condena y al que se
fugare estando detenido o en prisión preventiva.

La proposición del Senado substituye el inciso cuarto o final
por el siguiente:

“ La policía deberá, asimismo, detener al sentenciado a penas
privativas  de  libertad  que  hubiere  quebrantado  su  condena,  al  que  se  fugare  estando
detenido,  al  que  tuviere  orden  de  detención  pendiente,  a  quien  fuere  sorprendido  en
violación flagrante de las medidas cautelares personales que le hubieren sido impuestas y al
que  violare  la  condición  del  artículo  238,  letra  b),  a  la  que  estuviere  sometido  para
protección de otras personas.”.

El Diputado señor Burgos estimó necesario incluir la mención
de la totalidad de las letras del artículo 238, por cuanto ellas  no sólo están establecidas para
la protección de personas determinadas sino que de toda la sociedad.

Ante la observación del Diputado señor Bustos en el sentido
de que la frase final del  texto propuesto por el  Senado, resultaba un tanto confusa por
cuanto parecía comprender las dos situaciones que prevé la letra b) del artículo 238, es
decir, la frecuentación de determinados lugares o personas, la Comisión, por unanimidad,
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se inclinó por el parecer de la Diputada señora Guzmán quien propuso substituir la frase “ a
la que estuviere sometido” por la siguiente: “ que le hubiere sido impuesta”.

De acuerdo a lo anterior y de conformidad a lo aprobado al
tratar el número 21 del texto propuesto por el Senado,  este número quedó como sigue:

“12) Substitúyese el inciso final del artículo 129 por los dos
siguientes: 

                                                 “ La policía deberá, asimismo, detener al sentenciado a penas
privativas  de  libertad  que  hubiere  quebrantado  su  condena,  al  que  se  fugare  estando
detenido,  al  que  tuviere  orden  de  detención  pendiente,  a  quien  fuere  sorprendido  en
violación flagrante de las medidas cautelares personales que se le hubieren aplicado y al
que violare la  condición del  artículo  238, letra  b),  que le hubiere sido impuesta para
protección de otras personas.”.

                                                 “Asimismo, tratándose de crímenes y simples delitos, la
policía podrá ingresar a un lugar cerrado, mueble o inmueble, cuando se encuentre en actual
persecución  del  individuo  a  quien  debiere  detener,  para  el  sólo  efecto  de  practicar  la
respectiva detención y siempre que exista riesgo cierto de verse frustrada la diligencia.”.

Número 9.- ( pasó a ser 13).

Substituye la letra e) del artículo 130, disposición que señala
los casos en que una persona se encuentra en situación de flagrancia.

Su letra e) señala que se encuentra en tal situación aquel que
las  personas  asaltadas,  heridas  o  víctimas  de  un  robo  o  hurto  que  reclamaren  auxilio,
señalaren como autor o cómplice de un delito que acabare de cometerse.

El Senado propone substituir esta letra por la siguiente:

“ e) El que personas asaltadas, heridas o víctimas de un delito,
que reclamaren auxilio, o testigos, señalaren como autor o cómplice de un delito que se
hubiere cometido en un tiempo inmediato.”.

Los representantes del Ejecutivo explicaron que los términos
empleados en esta proposición, obedecían a nomenclaturas utilizadas en la  modificación
que introdujo esta  letra  al  artículo  130, agregando que lo  que se quería  era  ampliar  la
hipótesis  de  la  situación  de  flagrancia,  algo  muy  debatido  y  difícil  de  determinar.
Recordaron que algunos tratadistas distinguían entre situación de flagrancia real y ficticia.
La  modificación  que  se  propone,  al  emplear  los  términos  “  tiempo  inmediato”  se
diferenciaba  del  “delito  que  acabare  de  cometerse”  del  texto  vigente,  en  cuanto  a  que
implica la inexistencia de continuidad entre la comisión del ilícito y la persecución penal,
es decir, se trataría de una situación ficticia.

Como  una  forma  de  acotar  o  precisar  la  situación  de
flagrancia, conjuntamente con la Defensoría, propusieron agregar en el texto propuesto por
el Senado, después de la palabra “ testigos “ la expresión “presenciales”.

El Diputado señor Bustos coincidió con esta sugerencia, aun
cuando  estimó  necesario  precisar  la  clase  de  delitos  comprendidos  en  esta  situación,
remitiéndose, por la vía de la correspondiente indicación, a los delitos de robo con violencia
e intimidación y a la violación, estupro y otros delitos sexuales. Asimismo, consideró poco
apropiado el término “asaltadas”, prefiriendo la expresión “víctimas” ya que ella engloba
tanto a las personas asaltadas como a las heridas que emplea la proposición. 
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Finalmente,  ante  la  observación  de  la  Diputada  señora
Guzmán acerca de que el  problema que se presentaba a las policías  para determinar  la
situación de flagrancia,  era  la  pérdida de continuidad visual respecto de la persona del
infractor, lo que implicaba que éste ya no se encontrara en dicha situación, el Diputado
señor Burgos propuso analizar la posibilidad de agregar un inciso para precisar el concepto
de “tiempo inmediato”.

Por último,  la Comisión acordó,  por unanimidad,  acoger la
proposición  de  los  representantes  del  Ejecutivo  y  de  la  Defensoría,  con  la  corrección
propuesta  por  el  Diputado  señor  Bustos  para  suprimir  las  palabras  “asaltadas,
heridas”quedando el texto de este número como sigue:

“131)  Reemplázase  la  letra  e)  del  artículo  130  por  la
siguiente:

“e) El que las víctimas de un delito que reclamaren auxilio, o
testigos  presenciales,  señalaren  como  autor  o  cómplice  de  un  delito  que  se  hubiere
cometido en un tiempo inmediato.”.

Número 10.- ( pasó a ser 14).

Modifica el artículo 131, disposición que señala los plazos de
la detención, estableciendo que cuando la detención se practique en cumplimiento de una
orden judicial, los agentes policiales que la hubieren practicado o el encargado del recinto
de  detención,  conducirán  de  inmediato  al  detenido  a  presencia  del  juez  que  hubiere
expedido la orden. Si ello no fuere posible,  el detenido podrá permanecer en el  recinto
policial o de detención hasta el momento de la primera audiencia judicial, por un período
que no podrá exceder de las 24 horas. Su inciso segundo agrega que cuando la detención se
practicare  en  los  casos  de  flagrancia,  el  agente  policial  que  la  hubiere  realizado  o  el
encargado del recinto de detención, deberán informar al Ministerio Público dentro de un
máximo de 12 horas. El fiscal podrá dejar sin efecto la detención u ordenar que el detenido
sea puesto a  disposición  del  juez dentro  de un máximo de 24 horas  a  contar  desde la
práctica  de  la  detención.  Si  el  fiscal  nada  manifestare,  la  policía  deberá  presentar  al
detenido ante la autoridad judicial en el plazo indicado.

El Senado propone agregar dos nuevos incisos a este artículo
del siguiente tenor:

“ Cuando por orden del fiscal el detenido deba ser puesto a
disposición  del  juez,  aquél  deberá  comunicar  por  cualquier  medio  esta  situación  a  su
abogado de confianza o a la Defensoría Penal Pública. Si dicha situación se motivare en la
falta de pronunciamiento del fiscal, la obligación recaerá en la policía.

Para los efectos de poner a disposición del juez al detenido,
las policías cumplirán con su obligación legal dejándolo bajo la custodia del personal de
Gendarmería del respectivo tribunal.”.

Los representantes del Ejecutivo explicaron los fundamentos
del nuevo inciso tercero señalando que buscaba, especialmente, asegurar el conocimiento
previo por parte del defensor del imputado, del hecho de que se va a realizar una audiencia
de control de la detención. Con ello, se trataba de salir al paso de una práctica que se da en
algunas localidades, traducida en avisar a último momento al defensor y, por lo mismo,
dando lugar a una brevísima entrevista con el imputado. En todo caso, no se trataba de
imponer esta obligación a las policías, sino que únicamente aplicar esta regla cuando el
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fiscal no tomaba decisión alguna y el plazo de 24 horas para poner al detenido a disposición
del juez, se encontraba por cumplirse.

Agregaron,  conjuntamente  con  los  representantes  de  la
Defensoría, que el otro inciso propuesto por el Senado planteaba una solución de carácter
práctico a la  obligación de las policías  de poner  al  detenido a  disposición del  tribunal,
dándola por cumplida por medio de la entrega al personal de Gendarmería, solución que
resultaría  especialmente  necesaria  en  Santiago,  toda  vez  que  sería  imposible  que
Carabineros pusiera a cada detenido a disposición de cada una de las salas.

Los  Diputados  señora  Guzmán  y  señor  Bustos  estimaron
confusa la redacción del nuevo inciso tercero por lo que presentaron sendas indicaciones
destinadas  a  suprimir  la  obligación  policial  de  aviso  a  la  Defensoría,  por  considerarla
improcedente ya que las policías serían auxiliares de la fiscalía y, al respecto, la Defensoría
representaría a la contraparte, encomendando la primera directamente al fiscal la obligación
de pedir un defensor al juez.

Finalmente, la Comisión, por unanimidad,  acordó acoger la
proposición  del  Senado,  dividiendo  en  dos  el  nuevo  inciso  tercero,  con  la  corrección
sugerida por los Diputados señora Guzmán y señor Bustos en cuanto a eximir a las policías
de la obligación de poner en conocimiento de la Defensoría la realización de la audiencia.

El texto de este número quedó como sigue:

“  Número  14.-   Agréganse  al  artículo  131,  los  siguientes
incisos tercero, cuarto y quinto, nuevos:

                                                 Cuando el fiscal ordenare poner al detenido a disposición del
juez,  deberá,  en  el  mismo  acto,  dar  conocimiento  de  esta  situación  a  su  abogado  de
confianza o a la Defensoría Penal Pública.

       Si el fiscal no se pronunciare al respecto, la policía deberá
poner al detenido a disposición del juez dentro del mismo plazo de veinticuatro horas que
señala el inciso segundo.”. 

        Para los efectos  de poner a  disposición del  juez al
detenido,  las  policías  cumplirán  con su obligación legal  dejándolo  bajo la  custodia  del
personal de Gendarmería del respectivo tribunal.”.

Número 11.- ( se suprime).

Modifica  el  artículo  132,  disposición  que  regla  la
comparecencia judicial, señalando que a la primera audiencia del detenido deberá concurrir
el fiscal. La ausencia de éste dará lugar a la liberación del detenido. Su inciso segundo
agrega que en la audiencia, el fiscal procederá a formalizar la investigación y a solicitar las
medidas cautelares que procedieren, siempre que contare con los antecedentes necesarios y
se  encontrare  presente  el  defensor  del  imputado.  Si  no  se  pudiere  proceder  del  modo
indicado, el fiscal podrá pedir una ampliación del plazo de detención hasta por tres días, a
fin  de  preparar  su  presentación.  El  juez  accederá  a  la  ampliación  si  estimare  que  los
antecedentes justifican la medida.

El Senado propone: 

                                                a) substituir el inciso primero por el siguiente:

“ A la primera audiencia judicial deberá concurrir el fiscal o el
abogado asistente del fiscal. La ausencia de éstos dará lugar a la liberación del detenido.”.
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b) agregar un nuevo inciso tercero o final:

                                                 “Si el juez declarare ilegal la detención el fiscal podrá apelar
de tal resolución.”.

              Tanto  los  representantes  del  Ejecutivo  como de  la
Defensoría fueron partidarios  de suprimir este número, sosteniendo los segundos que la
aprobación  de  esta  norma  ocasionaría  un  gran  perjuicio  a  la  reforma  procesal  penal,
básicamente por el desequilibrio que generaría entre las partes, especialmente en el caso de
la audiencia de control de la detención en que no es obligatoria la presencia del defensor.

               En lo que se refiere a la apelación que se concede a la
fiscalía en el caso de declarar el juez la ilegalidad de la detención, remarcaron el efecto
discriminatoria que envolvía el hecho de conceder el recuso  sólo al Ministerio Público, sin
perjuicio, además, de la dilación que significaría para el momento más importante de la
investigación.  A  este  mismo  respecto,  los  representantes  del  Ejecutivo  recordaron  la
estructura  restrictiva  de  la  apelación  y  el  hecho  de  que  la  ilegalidad  de  la  detención
solamente podría acarrear perjuicios para la fiscalía, en el caso de fundarse en la exclusión
de prueba en  la  audiencia  de  preparación,  resolución  que  si  era  apelable.  Esa  sería  la
oportunidad del Ministerio Público para apelar y no la que se propone.

    La Diputada señora Guzmán y el Diputado señor Bustos
propusieron,  mediante  una  indicación,  suprimir  la  modificación  al  inciso  primero,
sosteniendo  la  primera  que  tanto  la  Constitución  Política  como  la  Ley  Orgánica  del
Ministerio Público, no contemplaban la participación de asistentes del fiscal, por lo que esta
proposición sería inconstitucional.

    Finalmente, la Comisión acordó, por unanimidad, suprimir
este número.

Número 12.- (pasó a ser 15).

             Modifica el artículo 139, disposición que se refiere a la
procedencia de la prisión preventiva, señalando que toda persona tiene derecho a la libertad
personal y a la seguridad individual. Su inciso segundo agrega que la prisión preventiva
sólo procederá cuando las demás medidas cautelares personales fueren insuficientes para
asegurar las finalidades del procedimiento.

  El  Senado  propone  reemplazar  el  inciso  segundo  por  el
siguiente:

                                     “ La prisión preventiva procederá cuando las demás medidas
cautelares  personales  fueren estimadas  por  el  juez como insuficientes  para asegurar  las
finalidades del procedimiento, la seguridad del ofendido o de la sociedad.”.

Los  representantes  del  Ejecutivo  fueron  partidarios  de
suprimir este número por cuanto la prisión preventiva sería una medida cautelar personal
que se decreta no en atención a la peligrosidad social del delincuente, sino como una forma
de asegurar que la persona comparezca a los actos del procedimiento y no perjudique la
investigación.  Con  los  términos  que  emplea  la  norma  vigente  incorporaría  todas  las
finalidades del procedimiento, no siendo necesario introducir la modificación propuesta.

El  Diputado  señor  Burgos,  haciendo  un  parangón  con  el
artículo  140,  que  se  refiere  a  los  requisitos  para  ordenar  la  prisión  preventiva,  estimó
acertada la proposición del Senado toda vez que la norma citada contenía una larga lista de
situaciones que permitían al juez considerar la libertad del imputado como un peligro para
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la sociedad, por lo que el texto propuesto por el Senado abarcaba más completamente el
contenido de esta última norma.

Los Diputados señora Guzmán y señor Bustos estimaron que
los  términos  “seguridad  de  la  sociedad  “  resultaban  demasiado  amplios,  por  lo  que
propusieron suprimirlos.

Cerrado  finalmente  el  debate,  la  Comisión  aprobó,  por
mayoría de votos ( 3 votos a favor y 2 en contra) la proposición del Senado.

Número 13.- ( se suprime)

Modifica  el  artículo  140,  norma  que  señala  que  una  vez
formalizada la investigación, el tribunal, a petición del ministerio público o del querellante,
podrá decretar la prisión preventiva del imputado siempre que el solicitante acreditare que
se  cumplen  los  requisitos  que  señala.  Su  inciso  segundo  señala  que  esta  medida  es
indispensable para el éxito de la investigación cuando existiere sospecha grave y fundada
de  que  el  imputado  pudiere  obstaculizar  la  investigación  mediante  la  destrucción,
ocultación  o  falsificación  de  elementos  de  prueba,  o  cuando  pudiere  inducir  a  los
coimputados, testigos, peritos o terceros para que informen falsamente o se comporten de
manera desleal o reticente. Su inciso cuarto agrega que se entenderá que la seguridad del
ofendido  se  encuentra  en  peligro  por  la  libertad  del  imputado,  cuando  existieren
antecedentes calificados que permitieren presumir que éste realizará atentados graves en
contra de aquél, o en contra de su familia o de sus bienes.

El Senado propone intercalar en el inciso segundo, después de
la palabra “entenderá” la expresión “especialmente” y,  en el  inciso cuarto,  suprimir  los
vocablos “calificados” y “graves”.

Respecto  de  este  número,  los  representantes  del  Ejecutivo
fueron  partidarios  de  suprimirlo  por  cuanto  ya  existe  un  sistema  cautelar  y  el  mismo
artículo 155 contempla diversas medidas destinadas a proteger al ofendido.

En  lo  que  se  refiere  a  la  letra  a),  que  modifica  el  inciso
segundo para  intercalar  la  palabra  “especialmente”,  la  Comisión  acogió  la  opinión  del
abogado señor Boffil, quien sostuvo que el inciso segundo exigía la concurrencia de una
serie de antecedentes  que presuponían conductas activas  del  imputado en el  sentido de
obstruir la investigación, dando al efecto una definición. Tal definición, al incorporarse la
palabra “especialmente”, trocaría su naturaleza en un ejemplo, lo que daría como resultado
que los jueces pudieran fundar la prisión preventiva en otras conductas que pudieran afectar
la investigación y que no estarían definidas en la ley.

Respecto de la letra b), que suprime en el inciso cuarto los
vocablos “calificados” y “graves”, los Diputados señora Guzmán y señor Bustos fueron
partidarios de suprimirla por cuanto si se eliminaban tales adjetivos, cualquier conducta por
simple que fuera, como lanzar piedras a los vidrios de una casa, podría autorizar para privar
de libertad a una persona.

El  Diputado  señor  Burgos  sostuvo  que  la  supresión  se
explicaba porque podría haber habido actitudes judiciales muy laxas respecto a la concesión
de  esta  medida  cautelar  frente  a  hechos  específicos  que,  sin  ser  calificados,  pudieran
constituir un riesgo para el ofendido.

Finalmente,  el Diputado señor Bustos recordó que el nuevo
proceso contenía  una serie  de otras  medidas  cautelares  dirigidas  a  la  protección de las
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víctimas, de tal manera que el hecho de quedar en libertad el imputado no significaba que el
juez no pudiera adoptar otras medidas para la protección del ofendido.

Cerrado finalmente el debate, se rechazó la modificación de la
letra a) por unanimidad, y la de la letra b) por mayoría de votos. ( 5 votos en contra y 2
abstenciones).

Número 14.- (pasó a ser 16)

Modifica el artículo 141, disposición que  señala los casos en
que no procede la prisión preventiva. En su primer inciso, señala que no se podrá ordenar la
prisión preventiva  cuando ésta aparezca desproporcionada en relación con la gravedad del
delito, las circunstancias de su comisión y la sanción probable.

Su  inciso  segundo,  indica  que  no  procederá  esta  medida,
cuando:

a)  el  delito  imputado  estuviere  sancionado únicamente  con
penas  pecuniarias  o  privativas  de  derechos,  o  con  una  pena  privativa  o  restrictiva  de
libertad de duración no superior a la de presidio o reclusión menores en su grado mínimo.
(61 a 540 días).

                                               b) se tratare de un delito de acción privada, y

c) el tribunal considerare que en caso de ser condenado, el
imputado pudiere ser objeto de alguna de las medidas alternativas a la privación de libertad
contempladas en la ley y éste acreditare tener vínculos permanentes con la comunidad, que
den cuenta de su arraigo familiar o social.

                                                Su inciso tercero agrega que sin perjuicio de lo anterior, el
imputado deberá permanecer en el lugar del juicio hasta su término, presentarse a los actos
del procedimiento y a la ejecución de la sentencia, inmediatamente que fuere requerido o
citado en conformidad a los artículo 33 y 123.

Su inciso cuarto añade que en todo caso podrá decretarse la
prisión preventiva en los eventos previstos en el inciso segundo cuando el imputado hubiere
incumplido alguna de las medidas cautelares previstas en el párrafo 6º de este Título o
cuando el tribunal considere que el imputado pudiere incumplir lo establecido en el inciso
precedente. Se decretará también la prisión preventiva del imputado que no hubiere asistido
a la audiencia del juicio oral, resolución que se dictará en la misma audiencia a petición del
fiscal o del querellante.

Su inciso quinto añade que la prisión preventiva no procederá
respecto del imputado que se encontrare cumpliendo  efectivamente una pena privativa de
libertad.. Si por cualquier motivo fuere a cesar su cumplimiento efectivo y el fiscal o el
querellante estimaren procedente esta medida cautelar, o alguna de las medidas previstas en
el párrafo siguiente, podrán recabarla anticipadamente de conformidad a las disposiciones
de este Párrafo, a fin de que, si el tribunal acogiere la solicitud, la medida se aplique al
imputado en cuanto cese el cumplimiento efectivo de la pena, sin solución de continuidad.

El Senado propuso substituir este artículo por el siguiente:

“ Improcedencia de la prisión preventiva. No se podrá ordenar
la prisión preventiva:
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a) cuando el delito imputado estuviere sancionado únicamente
con penas pecuniarias o privativas de derechos;

                                               b) cuando se tratare de delitos de acción privada, y

                                               c) cuando el imputado se encontrare cumpliendo
efectivamente  una  pena  privativa  de  libertad.  Si  por  cualquier  motivo  fuere  a  cesar  el
cumplimiento efectivo de la pena y el fiscal o el querellante estimaren necesaria la prisión
preventiva  o  alguna  de  las  medidas  previstas  en  el  párrafo  6º,  podrá  solicitarlas
anticipadamente  de conformidad a  las disposiciones  de este  Párrafo a  fin de que,  si  el
tribunal  acogiere  la  solicitud,  la  medida  se  aplique  al  imputado  en  cuanto  cese  el
cumplimiento efectivo de la pena, sin solución de continuidad.

Podrá  en  todo  caso  decretarse  la  prisión  preventiva  en  los
eventos previstos en el inciso anterior, cuando el imputado hubiere incumplido alguna de
las  medidas  cautelares  previstas  en  el  Párrafo  6º  de  este  Título  o  cuando  el  tribunal
considere que el imputado pudiere incumplir con su obligación de permanecer en el lugar
del juicio hasta su término y presentarse a los actos del procedimiento como a la ejecución
de la sentencia, inmediatamente que fuere requerido o citado de conformidad a los artículos
33 y 123. Se decretará también la prisión preventiva del imputado que no hubiere asistido a
la audiencia del juicio oral, resolución que se dictará en la misma audiencia a petición del
fiscal o del querellante.

Los  representantes  del  Ejecutivo  propusieron  la  siguiente
redacción para este artículo:

“Improcedencia de la prisión preventiva. No se podrá ordenar
la prisión preventiva  cuando ésta aparezca desproporcionada en relación con la gravedad
del delito, las circunstancias de su comisión y la sanción probable.

Tampoco procederá la prisión preventiva:

a) cuando el delito imputado estuviere sancionado únicamente
con penas pecuniarias o privativas de derechos. 

                                               b) cuando se tratare de un delito de acción privada.

Si  el  delito  imputado  estuviere  sancionado  con  una  pena
privativa o restrictiva de libertad, de duración no superior a la de presidio o reclusión menor
en  su  grado mínimo,  o  bien,  cuando  el  imputado  pudiere  ser  objeto  de  alguna  de  las
medidas  alternativas  a  la  privación  o  restricción  de  libertad  contempladas  en  la  ley  y
existiere  una  necesidad  cautelar  especialmente  relevante,  el  tribunal  impondrá
preferentemente, alguna de las medidas cautelares contempladas en el artículo 155, a menos
que estimare  que,  en  el  caso  concreto,  la  prisión  preventiva  resulta  indispensable  para
satisfacer la necesidad cautelar.

Podrá  en  todo  caso  decretarse  la  prisión  preventiva  en  los
eventos previstos en el inciso segundo cuando el imputado hubiere incumplido alguna de
las  medidas  cautelares  previstas  en  el  párrafo  6º  de  este  Título  o  cuando  el  tribunal
considere que el  imputado pudiere incumplir  lo establecido  en el  inciso precedente.  Se
decretará también la prisión preventiva del imputado que no hubiere asistido a la audiencia
del juicio oral, resolución que se dictará en la misma audiencia a petición del fiscal o del
querellante.

  La prisión preventiva no procederá respecto del imputado
que  se  encontrare  cumpliendo   efectivamente  una  pena  privativa  de  libertad..  Si  por
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cualquier  motivo  fuere  a  cesar  su  cumplimiento  efectivo  y  el  fiscal  o  el  querellante
estimaren procedente esta medida cautelar, o alguna de las medidas previstas en el párrafo
siguiente,  podrán recabarla  anticipadamente  de conformidad a  las  disposiciones  de este
Párrafo, a fin de que, si el tribunal acogiere la solicitud, la medida se aplique al imputado en
cuanto cese el cumplimiento efectivo de la pena, sin solución de continuidad.”.

Fundaron su proposición en que el texto del Senado altera de
un modo importante la regulación de la prisión preventiva, suprimiendo, en primer lugar, el
principio  de  proporcionalidad;  en  segundo  lugar  no  considera  como  causal  de
improcedencia  un  amplio  ámbito  de delitos  que,  en  términos  efectivos,  no  significarán
penas privativas de libertad sino que sólo de medidas alternativas a dichas penas. 

Explicaron,  en  seguida,  la  estructura  del  artículo  que
proponen, señalando que las letras a) y b) del inciso segundo, son idénticas a la proposición
senatorial, pero la hipótesis que figura en la segunda parte de la letra a) del texto vigente, es
recogida por la proposición en el nuevo inciso tercero, conjuntamente con la que desarrolla
la letra c) original y que el Senado suprime. Esto último obedecería a evitar la aplicación
casi automática por parte de los jueces de estas causales de improcedencia,  sin atender
mayormente  al  caso  concreto  de  que  se  tratare.  De  ahí  entonces  la  nueva  redacción,
destinada a guiar el criterio judicial.

Ante una consulta del Diputado señor Burgos, partidario en
principio de la redacción propuesta por el Ejecutivo, en cuanto a qué relación guardaba el
principio de proporcionalidad consagrado en el inciso primero, con la disposición final del
inciso cuarto que daba lugar a la prisión preventiva respecto del imputado que no asistiera a
la audiencia del juicio oral, hicieron presente que ese inciso consagraba las excepciones a
dicho principio, dando lugar a esa medida cautelar cuando se estaba frente a alguna de las
situaciones que ese mismo inciso regulaba.

Ante una nueva observación formulada por el abogado señor
Boffil,  quien  estimó  que  los  términos  “Tampoco  procederá  la  prisión  preventiva”  que
encabezan el inciso segundo, constituirían un error de técnica porque parecería un agregado
al principio del inciso primero, siendo que resultaba evidente que la prisión preventiva no
guarda  proporcionalidad  alguna  con  delitos  que  sólo  merecen  penas  pecuniarias  o
privativas  de  derechos,  se  avinieron  a  mantener  la  redacción  del  artículo  original  del
Código en dicho punto. 

Finalmente,  haciéndose  cargo  de  otra  observación  del
abogado señor Boffil, acerca de una posible contradicción entre la redacción que se da al
inciso tercero y la aplicación preferente de las medidas cautelares distintas  a la  prisión
preventiva  que establece  el  artículo  139,  inciso  segundo,  sostuvieron que  no habría  tal
contradicción por cuanto la norma reafirma la regla general del artículo 139 y sólo se limita
a otorgar un ámbito de mayor discrecionalidad al juez, en lo referente a casos concretos que
justificarían la aplicación excepcional de la prisión preventiva.

Cerrado  el  debate,  la  Comisión,  pronunciándose  sobre  la
proposición  del  Ejecutivo,  acordó  dividir  la  votación  por  incisos,  aprobando  por
unanimidad  y  en  iguales  términos  los  incisos  primero,  cuarto  y  quinto;  aprobó  el
encabezamiento del inciso segundo por mayoría de votos ( 4 votos a favor y 2 en contra)
sin más cambios que substituir la palabra “Tampoco” por los términos “En consecuencia,
no” y las  letras  a)  y b),  por mayoría  de votos (  6 votos  a  favor y 1 en contra)  y  por
unanimidad, respectivamente, y, el inciso tercero ...

El texto de este número  quedó  como sigue:

16) Substitúyese el artículo 141 por el siguiente:
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                                                “Improcedencia de la prisión preventiva. No se podrá ordenar
la prisión preventiva cuando ésta aparezca desproporcionada en relación con la gravedad
del delito, las circunstancias de su comisión y la sanción probable.

                                                  En consecuencia, no procederá la prisión preventiva:

                                                  a) Cuando el delito imputado estuviere sancionado
únicamente con penas pecuniarias o privativas de derechos.

b) Cuando se tratare de delitos de acción privada.

                                                   Si el delito imputado estuviere sancionado con una pena
privativa o restrictiva de libertad, de duración no superior a la de presidio o reclusión menor
en  su  grado mínimo,  o  bien,  cuando  el  imputado  pudiere  ser  objeto  de  alguna  de  las
medidas  alternativas  a  la  privación  o  restricción  de  libertad  contempladas  en  la  ley  y
existiere  una  necesidad  cautelar  especialmente  relevante,  el  tribunal  impondrá
preferentemente, alguna de las medidas cautelares contempladas en el artículo 155, a menos
que estimare  que,  en  el  caso  concreto,  la  prisión  preventiva  resulta  indispensable  para
satisfacer la necesidad cautelar.”. 

  Podrá en todo caso decretarse la prisión preventiva en los
eventos previstos en el inciso segundo cuando el imputado hubiere incumplido alguna de
las  medidas  cautelares  previstas  en  el  Párrafo  6º  de  este  Título  o  cuando  el  tribunal
considere que el imputado pudiere incumplir su obligación de permanecer en el lugar del
juicio hasta su término y presentarse a los actos del procedimiento y a la ejecución de la
sentencia, inmediatamente que fuere requerido o citado de conformidad a los artículos 33 y
123. Se decretará también la prisión preventiva del imputado que no hubiere asistido a la
audiencia del juicio oral, resolución que se dictará en la misma audiencia a petición del
fiscal o del querellante.

   La prisión preventiva no procederá respecto del imputado
que  se  encontrare  cumpliendo  efectivamente  una  pena  privativa  de  libertad.  Si  por
cualquier  motivo  fuere  a  cesar  su  cumplimiento  efectivo  y  el  fiscal  o  el  querellante
estimaren procedente esta medida cautelar, o alguna de las medidas previstas en el párrafo
siguiente,  podrán recabarla  anticipadamente  de conformidad a  las  disposiciones  de este
párrafo, a fin de que, si el tribunal acogiere la solicitud, la medida se aplique al imputado en
cuanto cese el cumplimiento efectivo de la pena, sin solución de continuidad.”.

 Número 15.- ( se suprime)

Modifica el artículo 149, norma que dispone que la resolución
que  ordenare,  mantuviere,  negare  lugar  o  revocare  la  prisión  preventiva  será  apelable
cuando hubiere sido dictada en una audiencia. En los demás casos no será susceptible de
recurso alguno.

El  Senado  propuso  intercalar  después  de  la  palabra
“audiencia” la siguiente oración:

“ No obstará a la procedencia del recurso, la circunstancia de
haberse  decretado,  a  petición  de  alguno  de  los  intervinientes,  las  medidas  cautelares
señaladas en el artículo 155.”.

Los representantes de la Defensoría Penal Pública propusieron
suprimir este número por cuanto resultaría innecesario, ya que el problema que pretende
solucionar, habría  sido resuelto concediendo el recurso de apelación en los casos en que se
ha negado la prisión preventiva y, en cambio, se han concedido otras medidas cautelares.
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Los representantes  del Ministerio Público explicaron que la
proposición del Senado buscaba solucionar el problema que se plantea cuando se deniega la
prisión preventiva, pero se concede, en cambio, otra cautelar, por cuanto, en tales casos, se
cuestionaba  la  existencia  de  agravios  que  hicieren  procedente  la  interposición  de  una
apelación, explicación que reforzó el Diputado señor Bustos, señalando que dentro de la
estructura del Código, al concederse una cautelar distinta a la prisión preventiva, estarían
suficientemente resguardados los fines del procedimiento, razón por la que al negarse la
prisión preventiva, el agravio que podría justificar la apelación sería mínimo.

El  abogado señor  Boffil  señaló  que se  trataría  de  un tema
discutido en la jurisprudencia, sobre el cual habrían fallos diferentes. La proposición del
Senado buscaría establecer que efectivamente existirían agravios aunque se concediera una
cautelar distinta a la prisión preventiva solicitada por el recurrente.

Finalmente la Comisión, a proposición de los representantes
del Ministerio de Justicia, acordó, por mayoría de votos ( 5 votos a favor y   2 en contra),
acoger la proposición de la Defensoría para suprimir  el  número, dejando la solución al
criterio de los jueces, según el caso concreto.

Número 16.- (pasó a ser 17)

Agrega  un  inciso  segundo al  artículo  154,  disposición  que
establece los requisitos que debe cumplir una orden judicial, señalando que toda orden de
prisión preventiva o de detención, deberá ser expedida por escrito por el tribunal, debiendo
contener el nombre y apellidos de la persona que debe ser detenida o aprehendida o, en su
defecto, las circunstancias que la individualizaren o determinaren; el motivo de la detención
o prisión, y la indicación de ser conducido de inmediato ante el tribunal, al establecimiento
penitenciario o lugar público de detención o prisión que determinará, o de permanecer en su
residencia, según correspondiere.

La  proposición  del  Senado  agrega  un  inciso  segundo  del
siguiente tenor:

“ Lo dispuesto en este artículo se entenderá sin perjuicio de lo
previsto en el artículo 9º para los casos urgentes.”.

La Defensoría Penal Pública propuso agregar  a este nuevo
inciso, en punto seguido, la siguiente oración; “En esos casos, la orden deberá ser intimada
verbalmente, sin perjuicio de la entrega posterior de la orden escrita.”.

Respecto de esta última proposición, la Comisión acogió una
observación del abogado señor Boffil en el sentido de que el agregado parecía ambiguo
toda vez que el artículo 9º, según el texto aprobado por la Comisión, exige que quien lleve a
efecto  la  orden  de  detención  dada  verbalmente,  entregue  una  constancia  escrita  que
permitirá  al  afectado  enterarse  de lo  que  está  pasando.  Esto  último  sería  mejor  que  la
entrega posterior de una orden escrita.

Como consecuencia de lo anterior, se desechó la proposición
de la Defensoría, aprobándose, por unanimidad, en los mismos términos, el texto propuesto
por el Senado.

Número 17.- (pasó a ser 18).

Modifica el artículo 180, disposición que se refiere a la forma
en que los fiscales dirigirán la investigación, pudiendo realizar por sí mismos o encomendar
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a  las  policías,  todas  las  diligencias  de  investigación  que  estimaren  conducentes  al
esclarecimiento  de  los  hechos.  Su  inciso  segundo  agrega  que  dentro  de  las  24  horas
siguientes al  momento en que tomaren conocimiento de la  ocurrencia  de un hecho que
reviste caracteres de delito de acción penal pública, deberán proceder a la práctica de todas
aquellas diligencias  pertinentes  y útiles a la averiguación del  mismo, sus circunstancias
relevantes, los partícipes en los hechos y demás circunstancias que sirvieren para verificar
su responsabilidad.

Su inciso tercero los faculta para exigir información de toda
persona o funcionario público, los que no podrán excusarse de proporcionarla, salvo los
casos que la ley señala.

El Senado agrega al final de este inciso, la siguiente oración:

“ Los notarios, archiveros y conservadores de bienes raíces, y
demás organismos, autoridades y funcionarios públicos, deberán realizar las actuaciones y
diligencias y otorgar los informes, antecedentes y copias de instrumentos que los fiscales
les soliciten, en forma gratuita y exentos de toda clase de derechos e impuestos.”.

Se  aprobó  sin  debate,  por  unanimidad,  en  los  mismos
términos.

Número 18.- ( pasó a ser 19)

Modifica el artículo 182, disposición que establece el secreto
de las actuaciones de la investigación, señalando que las actuaciones de esta naturaleza
realizadas por el Ministerio Público y la policía, serán secretas para los terceros ajenos al
procedimiento. Su inciso segundo agrega que el imputado y los demás intervinientes en el
procedimiento, podrán examinar los registros y los documentos de la investigación fiscal y
policial.

El  Senado  propuso  agregar  al  inciso  segundo,  en  punto
seguido, la siguiente oración:

El imputado y su defensor podrán, además, obtener copia de
los registros y documentos de investigación fiscal que estuvieren a su alcance.”.

Los  representantes  del  Ejecutivo  propusieron  substituir
totalmente el inciso segundo por el siguiente:

“ El imputado y los demás intervinientes en el procedimiento
podrán  examinar  y  obtener  copias,  a  su  cargo,  de  los  registros  y  documentos  de  la
investigación fiscal y policial, salvo las excepciones legales.”.

Justificaron  su  proposición,  señalando que la  propuesta  del
Senado restringía la posibilidad de acceder a las copias sólo al imputado y a su defensor y,
además, que la redacción actual de este inciso, se había interpretado como que el acceso a
dichas  copias  tendría  que  ser  a  costa  del  solicitante,  interpretación  esta  última  no
compartida por todas las fiscalías, con las consiguientes dificultades. De ahí, entonces, la
necesidad de precisar dicha circunstancia.

Ante una consulta de la Diputada señora Guzmán acerca de la
situación de quienes gocen de privilegio de pobreza, el Diputado señor Bustos precisó que
la  situación  era  ahora  diferente  y  los  costos  de  estas  copias  deberían  cargarse  a  la
Defensoría,  situación  que  resaltó  el  abogado  señor  Boffil,  señalando  que  ello  podría
adquirir cierta relevancia por el hecho de existir hoy el procedimiento de licitación de las
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actuaciones de la defensa, lo que se traduce en que las oficinas de profesionales que ganan
la licitación, reciben del Fisco una cantidad determinada de dinero, pudiendo convertirse el
costo de  estas copias en un  ítem importante dentro de su presupuesto.

Finalmente, la Comisión acogiendo a medias una sugerencia
del Diputado señor Burgos, para modificar la frase final de la proposición del Ejecutivo,
procedió a aprobar, por unanimidad, la siguiente redacción para este número:

“19) Substitúyese  el  inciso segundo del artículo  182 por el
siguiente:

“ El imputado y los demás intervinientes en el procedimiento
podrán  examinar  y  obtener  copias,  a  su  cargo,  de  los  registros  y  documentos  de  la
investigación fiscal y policial que no revistieren el carácter de secretos.”.

Número 19.- (se suprime).

Modifica el artículo 190, disposición que señala que durante
la etapa de la investigación, los testigos citados por el fiscal estarán obligados a comparecer
a su presencia y prestar declaración ante el mismo, salvo los que estuvieren exceptuados de
comparecer  a  que  se  refiere  el  artículo  300  (Presidente  de  la  República.  Ministros,
Parlamentarios, etc). Agrega la norma que el fiscal no podrá exigir del testigo el juramento
o promesa previsto en el artículo 306.

Su  inciso  segundo  añade  que  si  el  testigo  citado  no
compareciere sin justa causa, o, compareciendo, se negare injustificadamente a declaran, se
le impondrán, respectivamente, las medidas de apremio previstas en el inciso primero y las
sanciones contempladas en el inciso segundo del artículo 299. (forzamiento a asistir por
medio de la fuerza pública, pago de las costas, arrestos, multas  y posibles sanciones y para
el que se niega a declarar una pena privativa de libertad ascendente a reclusión menor en
sus grados medio a máximo –( 541 días a 5 años-).

Su  inciso  tercero  regla  la  situación  de  testigos  que  sean
empleados  públicos  o  de  una  empresa  del  Estado,  señalando  que  corresponderá  al
organismo o empresa adoptar las medidas correspondientes para facilitar la comparecencia
del testigo.

El Senado planteó dos modificaciones a este artículo:

 a) Reemplaza el inciso segundo por el siguiente:

“  Si  el  testigo  citado  no  compareciere  sin  justa  causa  o,
compareciendo,  se  negare  injustificadamente  a  declarar,  se  le  impondrán  las
correspondientes  medidas  de  apremio  previstas  en  el  artículo  299,  sin  perjuicio  de  la
responsabilidad penal que pudiere caberle.”.

b) Agrega el siguiente inciso final:

“ Antes de prestarse la declaración, se informará al testigo de
los derechos que se le reconocen en virtud de lo dispuesto en el artículo 305 de este Código,
de su obligación de ser veraz y de la responsabilidad penal en que incurriría si, a sabiendas,
faltare a la verdad en su declaración.”.

La Comisión acordó suprimir, por unanimidad, este número
en atención a lo resuelto respecto del artículo 2º de este proyecto.
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Número 20.- ( se suprime),

Modifica  el  artículo  197,  norma que establece  que si  fuera
necesario para constatar circunstancias relevantes para la investigación, podrá efectuarse
exámenes corporales del imputado o del ofendido por el hecho punible, tales como pruebas
de carácter biológico, extracciones de sangre u otros análogos, siempre que no fuere de
temer menoscabo para la salud o dignidad del interesado.

Su  inciso  segundo  agrega  que  si  la  persona  que  debe  ser
sometida  a  exámenes,  apercibida  de sus  derechos,  consintiere  en hacerlo,  el  fiscal  o  la
policía  ordenará que se practique  sin más trámite.  En caso de negativa,  se solicitara  la
correspondiente autorización judicial, exponiéndose al juez las razones del rechazo.

Su inciso tercero añade que el juez de garantía autorizará la
práctica de la diligencia siempre que se cumplieren las condiciones señaladas en el inciso
primero.

El Senado propuso agregar un inciso final a este artículo del
siguiente tenor:

“Los  exámenes  establecidos  en  este  artículo  serán  también
procedentes  cuando,  en  una  diligencia  de  control  de  identidad,  aparezcan  fundadas
sospechas de que la persona cuya identidad se controla porta dentro de su cuerpo, para
efectos de transporte, drogas o substancias estupefacientes o psicotrópicas ilegales. En este
caso, se procederá de la forma dispuesta en los dos incisos anteriores.”.

Los representantes  del  Ejecutivo  y de la  Defensoría  fueron
partidarios de suprimir este número por cuanto consideraron excesivo que en un control de
identidad  se  pudiera  examinar  corporalmente  al  controlado.  Estimaron  que  si  hubiera
antecedentes que justificaran la sospecha, podría procederse a la detención, opinión con la
que  coincidió  el  Diputado  señor   Bustos  quien  hizo  ver  que  tal  medida  cambiaba  la
naturaleza del control de identidad.

Se rechazó la proposición del Senado por unanimidad.

Número  21.-  (se  suprime  pasando  la  modificación  que
propone a incorporarse al artículo 129  - número 12 del texto aprobado- ) 

Modifica  el  artículo  206,  disposición  que  establece  que  la
policía podrá entrar en un lugar cerrado y registrarlo, sin el consentimiento expreso de su
propietario o encargado ni autorización judicial previa, cuando las llamadas de auxilio de
personas que se encontraren en el interior u otros signos evidentes, indicaren que en el
recinto se está cometiendo un delito.

La modificación  consiste  en agregar  un inciso segundo del
siguiente tenor:

“Asimismo,  la  policía  podrá  ingresar  a  un  lugar  cerrado
cuando se encuentre en actual persecución del individuo a quien debiere detener, para el
solo efecto de practicar la respectiva detención.”.

a) Respecto de esta proposición, el Ministerio Público sugirió
una redacción alternativa atendiendo a si se trataba de una situación de flagrancia o no, para
lo cual propuso lo siguiente: 
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“Asimismo,  la  policía  podrá  ingresar  a  un  lugar  cerrado,
mueble  o  inmueble,  cuando  se  encuentre  en  actual  persecución  del  individuo  a  quien
debiere  detener  para  los  efectos  de  practicar  la  respectiva  detención  o  del  registro  y
detención en caso de flagrancia.” 

La  segunda  proposición  del  Ministerio,  ligada  a  una
modificación  al  artículo  134  para  tratar  por  separado  el  problema  de  la  flagrancia,
reemplaza la oración que sigue a la preposición “ para” por la siguiente: “ el solo efecto de
practicar la respectiva detención”.

En lo que se refiere a la inclusión de los términos “mueble o
inmueble”, señalaron que ello obedecía a que la experiencia práctica había constatado la
existencia de dificultades para el ingreso de las policías a naves y aeronaves, por cuanto las
normas que se refieren a la flagrancia mencionan únicamente vehículos y, de acuerdo a la
definición que de este concepto entrega la Ley de Tránsito, parece difícil incluir en él a los
buques y aviones.

Respecto de esta proposición la Comisión,  por unanimidad,
acordó incluir los términos “ mueble e inmuebles”.

b) Los representantes del Ministerio de Justicia propusieron, a
su vez, agregar al final del texto propuesto por el Senado, la siguiente frase: “ y exista
riesgo cierto de verse frustrada la diligencia.”.

El  Diputado  señor  Bustos  estimó  atendible  efectuar  este
agregado como una forma de precisar mejor esta situación de carácter excepcional.

La Comisión, por mayoría de votos ( 3 votos a favor y 2 en
contra) acordó incluir tal frase en el texto que finalmente se aprobara.

c) Finalmente,  la Comisión debatió sobre la procedencia de
incluir en esta nueva norma la situación de flagrancia, señalando el abogado señor Boffil
que, de acuerdo al texto propuesto por el Senado, se trataría del individuo al que se debe
detener  sin  exigir  flagrancia.  La  disyuntiva  estaría  en  determinar  si  esta  nueva  norma
comprende cualquier caso en que se pueda detener, sea porque se está ante una situación de
flagrancia o porque existe una orden escrita emanada de un juez.

Hizo  presente  que  el  origen  de  la  norma  que  se  propone,
arranca  de  un  problema  práctico  planteado  por  la  policía  y  que  se  le  presenta  en  la
persecución en situación de flagrancia, no cuando el asunto ya pasó por el juez y existe una
orden de detención que le permite ingresar en el recinto y registrar. Lo que se trataría,
entonces, sería resolver ese problema.

El  Diputado  señor  Ceroni  estimó  que  la  situación  que  se
quería reglar se refería a la de persecución de una persona, existiendo una orden judicial
previa. No en el caso de flagrancia.

Ante  la  observación  de  la  Diputada  señora  Guzmán  en  el
sentido de que si se tratara de la situación de flagrancia,  la norma estaría mal ubicada,
correspondiendo, en realidad, agregar un nuevo artículo 134 bis, los representantes de la
Defensoría hicieron presente que lo que se establecía era una excepción más al principio de
que no se puede ingresar a un lugar cerrado sin orden judicial o autorización del dueño,
incluyendo la situación de flagrancia y señalando algunas reglas para hacerla procedente.
De ahí,  entonces,  su inclusión  en este  artículo.  Asimismo,  en  la  proposición  que ellos
hacían,  se establecía  que para que procediera el ingreso, debería tratarse de crímenes o
simples delitos, dejando fuera las faltas, a fin de que existiera cierta proporcionalidad entre
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la garantía constitucional de la inviolabilidad del domicilio y las figuras que justificarían la
excepción.

Los representantes del Ejecutivo reconocieron que la situación
más frecuente  que  se daba en estos  casos  era  la  de flagrancia,  pero ello  no excluía  la
posibilidad del problema no obstante existir una orden judicial previa. Al efecto, citaron los
casos de personas respecto de las que se ha librado la correspondiente orden de detención y
registro con facultades para ingresar a un determinado domicilio, pero en el momento de
efectuarse  la  diligencia  el  perseguido  ingresa  a  otra  propiedad.  En  tal  caso,  debería
solicitarse una nueva orden, razón por la que estimaban que la nueva disposición propuesta
por  el  Senado,  comprendía  todas  las  hipótesis  en  que  la  policía  tiene  facultades  para
detener,  incluida  la  situación  de  flagrancia.  Ante  una  observación  del  Diputado  señor
Burgos,  señalaron que la  excepción se estaría  estableciendo respecto  a la  necesidad de
contar con una orden judicial previa para ingresar a un lugar cerrado y no para practicar una
detención en caso de flagrancia. Por ello, entonces, correspondía incluir la modificación en
el artículo 206, según se proponía.

El  abogado  señor  Boffil  recordó,  al  efecto,  la  norma  del
artículo 213, que establece las medidas de vigilancia que puede adoptar la policía cuando
sabe que la persona que se debe detener se encuentra en un determinado lugar cerrado.
Tales  medidas  le  permitirían  evitar  la  evasión  del  perseguido,  mientras  se  obtiene  la
correspondiente orden de ingreso. De lo anterior, resulta que no sería necesario regular la
hipótesis de entrada y registro en un lugar cerrado, fuera de los casos de flagrancia.

Finalmente  la  Comisión rechazó,  por mayoría  de votos  (  3
votos  en  contra  y  1  abstención)  una  indicación  de  la  Diputada  señora  Guzmán  para
establecer el derecho del dueño del bien afectado por la acción de la policía, para reclamar
por  los  perjuicios  que  ésta  hubiere  ocasionado  en  su  propiedad,  por  entender  que  la
responsabilidad  policial  recaería  en el  Estado y no en el  Ministerio Público y que ello
significaría recargar el proceso penal con alegaciones pecuniarias de terceros que no son
propias  de  dicho  proceso,  sin  perjuicio,  además,  de  las  acciones  civiles  que  podrían
corresponder al perjudicado.

De conformidad  a las conclusiones a que se llegara durante el
debate, la Comisión acordó ubicar esta nueva disposición como inciso quinto del artículo
129, de acuerdo al siguiente texto:

“  Asimismo,  tratándose  de  crímenes  y  simples  delitos,  la
policía podrá ingresar a un lugar cerrado, mueble o inmueble, cuando se encuentre en actual
persecución  del  individuo  a  quien  debiere  detener,  para  el  sólo  efecto  de  practicar  la
respectiva detención y siempre que exista riesgo cierto de verse frustrada la diligencia.”.

Número 22.- ( pasó a ser 20).

Modifica  el  artículo  222,  disposición   que  establece  que
cuando existieren sospechas fundadas, basadas en hechos determinados, de que una persona
ha cometido o participado en la comisión o prepara la comisión o participación en un hecho
punible que merece pena de crimen, y la investigación lo hiciere imprescindible, el juez de
garantía, a petición del Ministerio Público, podrá ordenar la interceptación y grabación de
sus comunicaciones telefónicas o de otras formas de telecomunicaciones.

Su inciso quinto agrega, en su frase inicial, que las empresas
telefónicas o de telecomunicaciones, deberán otorgar a los funcionarios encargados de la
diligencia, las facilidades necesarias para llevarla a cabo, en el menor plazo posible.
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El Senado propuso substituir esta frase inicial, hasta la palabra
“cabo”, inclusive, por la siguiente:

“Las empresas telefónicas y de telecomunicaciones, deberán
dar  cumplimiento  a  esta  medida,  proporcionando  a  los  funcionarios  encargados  de  la
diligencia los medios necesarios para que se lleve a cabo con la oportunidad con que se
requiera.”.

Los  representantes  del  Ejecutivo  señalaron  que  la
modificación abordaba un tema planteado por la policía y que radicaba, básicamente, en la
reticencia de las empresas telefónicas para cumplir con las interceptaciones, aduciendo que
carecían de los medios tecnológicos para ello. Creían que la situación estaba bien tratada en
el  Código  puesto  que  se  impone  a  las  empresas  la  obligación  de  dar  las  facilidades
necesarias para la interceptación y si éstas entorpecen o niegan la práctica de la medida o la
grabación, estarían incurriendo en el delito de desacato.

Los representantes  del  Ministerio  Público precisaron que la
negativa de las empresas, se basaba en la alegación de carecer de los  equipos tecnológicos
para realizar la interceptación, por lo que resultaba muy dificultoso, salvo que se supiera
que cuentan con tales medios, imputarles el desacato.

La  Diputada  señora  Guzmán  sostuvo  que  las  empresas
estarían  dejando  para  más  adelante  estas  diligencias  y  no  entregarían  los  elementos
necesarios para que se cumpla adecuadamente la orden judicial.

El Diputado señor Burgos  recordó que las compañías hoy día
son dueñas porque se han ganado determinados sectores de la banda mediante licitaciones
públicas, las que al serles adjudicadas, les han significado la imposición de determinadas
cargas.  En consecuencia,  la  nueva carga  que  se quiere  con esta  norma imponerles,  no
estaría comprendida en la concesión, por lo que cree que podrían intentar en contra de ella
un recurso de inconstitucionalidad.

Finalmente, el Diputado señor Bustos sugirió substituir, en el
texto propuesto por el Senado, los términos “ los medios necesarios” por “ las facilidades
necesarias”, expresiones que darían más fuerza a la actual disposición,  pero evitarían el
problema de los mayores costos.

De acuerdo a lo anterior, la Comisión procedió a aprobar, por
mayoría de votos, ( 3 votos a favor y 1 abstención) el siguiente texto para este número:

“Número 20.- Reemplázase la oración inicial del inciso quinto
del artículo 222, por la siguiente:

“ Las empresas telefónicas y de telecomunicaciones deberán
dar  cumplimiento  a  esta  medida  ,  proporcionando  a  los  funcionarios  encargados  de  la
diligencia las facilidades necesarias para que se lleve a cabo con la oportunidad con que se
requiera.”.

Número 23.- ( pasó a ser 21) 

Modifica  el  artículo  230,  disposición  que  se  refiere  a  la
oportunidad  de  la  formalización  de  la  investigación,  señalando  que  el  fiscal  podrá
formalizar  la  investigación  cuando  considere  oportuno  formalizar  el  procedimiento  por
medio de la intervención judicial. Su inciso segundo agrega que cuando el fiscal debiere
requerir  la  intervención  judicial  para  la  práctica  de  determinadas  diligencias  de
investigación, la recepción anticipada de prueba o la resolución sobre medidas cautelares,
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estará  obligado  a  formalizar  la  investigación,  a  menos  que  lo  hubiere  realizado
previamente. Exceptúanse los casos expresamente señalados en la ley.

El Senado propuso intercalar un inciso segundo del siguiente
tenor:

“  El  fiscal  podrá  ampliar,  complementar  o  modificar  la
formalización de la investigación que hubiere realizado de acuerdo a lo dispuesto en el
artículo anterior, cuando durante el curso de la investigación surgieren nuevos antecedentes
que lo hicieren necesario.”.

Respecto de esta proposición se presentaron dos indicaciones:
la primera del Diputado señor Bustos para substituir el inciso por el siguiente:

“  El  fiscal  o  querellante  podrá  ampliar,  modificar  o
complementar la formalización de la investigación que hubiere realizado de acuerdo a lo
dispuesto en el  artículo  anterior,  cuando durante  el  curso de la  investigación surgieren
nuevos antecedentes que lo hicieren necesario. En tales casos los efectos previstos en el
artículo 233 se entenderán a partir de la referida ampliación, complemento o modificación
de la formalización:”.

La de la Defensoría Penal Pública substituía el nuevo inciso
propuesto por el Senado, por el siguiente:

“ El fiscal podrá, por una sola vez, ampliar o complementar la
formalización de la investigación que hubiere realizado de acuerdo a lo dispuesto en el
artículo  anterior,  cuando  surgieren  nuevos  antecedentes  que  lo  hicieren  necesario  y
mientras dure la investigación. La defensa podrá solicitar la prórroga del plazo de cierre de
la investigación para hacer valer los derechos que correspondan a su defendido ante los
nuevos antecedentes.”.

Los representantes del Ministerio Público coincidieron con la
indicación del Diputado señor Bustos, en lo relativo a la posibilidad de que también el
querellante pudiera pedir la ampliación o complementación de la formalización, pero les
inquietó los efectos de la parte final, en lo referente al artículo 233, ya que el primer efecto
que  éste  señala,  se  refiere  a  la  suspensión  de  la  prescripción,  la  que  de  acuerdo  a  la
proposición señalada, debería empezar a correr desde la complementación. Quisieron saber,
entonces, qué pasaba con el tiempo intermedio por cuanto, de acuerdo al texto vigente, se
entendía la formalización como un acto único.

El abogado señor Boffil se mostró conforme con la idea de
permitir la reformalización cuando durante la investigación surgieran nuevos antecedentes
que lo justificaran, cuestión que, por lo demás, los jueces estarían aceptando y que tiene
mucha importancia para el proceso, toda vez que de acuerdo al artículo 259, inciso final,
sólo es posible acusar respecto de hechos que ya han sido objeto de formalización.  No
obstante, estimaba dudosa la legalidad de la participación del querellante en cuanto a poder
también reformalizar, por cuanto de conformidad a las normas constitucionales, el órgano
encargado de la persecución penal es sólo el Ministerio Público.

Asimismo,  estimaba  que  la  reformalización,  es  decir,  la
ampliación, complementación o modificación de la formalización solamente podía referirse
a  un  mismo  hecho,  porque  si  fuera  otro  distinto,  debería  hablarse  de  una  nueva
formalización. Igualmente, creía que no era adecuado que los efectos de la formalización a
que se refiere el artículo 233, comenzaran a generarse a partir de la reformalización porque
ello permitiría eludir la existencia de un plazo máximo para investigar o mover la fecha en
que  se  produce  la  interrupción  de  la  prescripción,  eliminando  con  ello  los  efectos  de
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garantía  que conlleva  la  formalización  de  la  investigación.  Agregó que,  por  lo  mismo,
coincidía con la proposición de la Defensoría, la que puesta ante la situación creada por la
reformalización  efectuada  por  la  fiscalía  poco  antes  del  cierre  de  la  investigación,  no
contaría con el tiempo necesario para ejercer la defensa del imputado frente a los nuevos
elementos que se incorporaran a la formalización original. De ahí, entonces, su legítimo
interés en solicitar al juez de garantía un plazo adicional para hacer valer los derechos de su
defendido ante los nuevos antecedentes de la fiscalía.

Los representantes  del  Ministerio  de Justicia  señalaron que
siendo la formalización de la investigación el equivalente a la comunicación que hace el
fiscal  al  imputado,  ante  el  juez  de  garantía,  en  el  sentido  de  estar  realizando  una
investigación  en  su  contra,  no  parecía  lógico  que  el  querellante,  que  no  realiza  la
investigación, pudiera, sin embargo, ampliar o complementar la formalización. Igualmente,
les  pareció  que  sujetar  los  efectos  de  la  formalización  al  momento  incierto  de  su
complementación,  significaría  consagrar  una  situación  de  incertidumbre  muy  poco
apropiada,  como también que les parecía  que los verbos empleados,  es decir,  “ampliar,
complementar o modificar”, permitiría apuntar a muchas cosas, sin perjuicio, además, de
que  debiera  precisarse  el  número  de  veces  que  se  podrá  ampliar  o  complementar  la
formalización.

Finalmente,  la  Comisión  atendiendo  a  la  imposibilidad  de
exceder el plazo legal de dos años para el cierre de la investigación, teniendo presente lo
afirmado por los representantes del Ministerio Público, en el sentido que el plazo judicial
para investigar, es decir, el que el juez de garantía establece para efectuarla, usualmente no
excede de seis meses a contar de la formalización y, por último, la conveniencia de que
solamente se pueda complementar la formalización una vez, acordó, por unanimidad,  la
siguiente redacción para este número:

21) Agrégase el siguiente inciso segundo en el artículo 230,
pasando el actual a ser inciso tercero:

“El  fiscal  podrá,  por  una  sola  vez,  complementar  la
formalización de la investigación que hubiere realizado de acuerdo a lo dispuesto en el
inciso anterior, cuando durante el curso de la investigación surgieren nuevos antecedentes
que lo hicieren necesario. Si el defensor planteare la necesidad de la práctica de diligencias
precisas y determinadas como consecuencia de la complementación de la formalización, el
juez de garantía podrá fijar un nuevo plazo para la investigación, que en ningún caso podrá
exceder de seis meses.”.

Número 24.- ( pasó a ser 22).

Modifica el artículo 237, norma que establece que el fiscal,
con el acuerdo del imputado, podrá solicitar al juez de garantía la suspensión condicional
del procedimiento, pudiendo el juez requerir del ministerio público los antecedentes que
estimare necesarios para resolver.

Su inciso segundo agrega que la suspensión condicional podrá
decretarse en los siguientes casos:

a) Si la pena que pudiere imponerse al imputado, en caso de
dictarse sentencia condenatoria, no excediere de tres años de privación de libertad.

                                                b) Si el imputado no hubiere sido condenado anteriormente
por crimen o simple delito.
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Su inciso  tercero  señala  que  la  presencia  del  defensor  del
imputado en la audiencia  en que se ventilare  la solicitud de suspensión condicional del
procedimiento, constituirá un requisito de validez de la misma.

Su inciso  cuarto  agrega  que  si  el  querellante  asistiere  a  la
audiencia  en que se ventilare  la  solicitud  de suspensión condicional  del  procedimiento,
deberá ser oído por el tribunal.

Su  inciso  quinto  agrega  que  al  decretarse  la  suspensión
condicional,  el  juez  de  garantía  deberá  establecer  las  condiciones  a  las  que  deberá
someterse el imputado por el plazo que determine, el que no podrá ser inferior a un año ni
superior a tres. Durante dicho período no se reanudará el curso de la prescripción de la
acción penal y se suspenderá el plazo para declarar el cierre de la investigación.

Su  inciso  sexto  declara  apelable  la  resolución  que  se
pronuncie  sobre  la  suspensión condicional,  por  el  imputado,  el  ministerio  público  y el
querellante.

Su inciso séptimo añade que la citada suspensión condicional
 No impedirá  el  derecho a perse4guir  por la  vía civil  las  responsabilidades  pecuniarias
derivadas del mismo hecho.

El Senado propuso las siguientes enmiendas a este artículo:

a)  Traslada  la  segunda  oración  del  inciso  primero,  que
comienza con las expresiones “El juez podrá...”dejándola como nuevo inciso tercero.

b)Agrega un inciso segundo nuevo del siguiente tenor: 

                                                El fiscal concurrirá al acuerdo para otorgar la suspensión
condicional  del  procedimiento  cuando,  atendidas  las  características  del  hecho  y  las
circunstancias concretas del imputado, estimare que esta medida asegura razonablemente
que no volverá a delinquir.

                                               c) Sustituye su inciso cuarto, que pasa a ser sexto, por el
siguiente :

                                     Si el querellante o la víctima asistieren a la audiencia en que
se ventilare la solicitud de suspensión condicional del procedimiento, deberán ser oídos por
el tribunal. Con este fin el tribunal citará a la víctima por cualquier medio que asegure su
conocimiento. Si la víctima citada no compareciere se llevará adelante la audiencia sin su
participación.

                                                d) Intercala en el inciso sexto, que pasa a ser octavo, después
de la palabra “imputado”, la frase “ por la víctima”.

Sobre  la  proposición  del  Senado,  el  debate  se  centró,
especialmente,  en la participación que se acuerda a de la víctima,  tanto en lo que dice
relación con la necesidad de citarla a que se refiere la letra c) como a la titularidad del
recurso de apelación que se concede por la letra d), sosteniendo los representantes de la
Defensoría que la necesidad de citar podría ocasionar un grave retraso en las audiencias en
que se tratara la suspensión condicional, como también que la posibilidad de apelar que se
le otorga,  daría lugar a un conflicto en términos de comparecencia,  opinión con la que
coincidieron los representantes del Ministerio Público quienes agregaron que la víctima,
que no era a la vez querellante, no podría actuar por si sola en segunda instancia.
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                                                 Los representantes del Ministerio de Justicia consideraron
que entregar a la víctima la posibilidad de apelar era excesivo, por cuanto tenía amplias
posibilidades  de  participar  por  la  vía  de  querellarse  sin  demostrar  interés  en  hacerlo,
debiendo considerarse, además, que el Ministerio Público tiene el deber legal de protegerla.

                                               El Diputado señor Burgos y los representantes de la
Fundación Paz Ciudadana señalaron que no veían inconvenientes en el ejercicio de este
recurso por la víctima, toda vez que la suspensión condicional sería una salida alternativa
que pondría término al caso y que ello podía parangonarse con la aplicación del principio
de oportunidad por parte de la Fiscalía, ya que si ésta optaba por no iniciar la persecución
penal, la resolución respectiva debía ser puesta en conocimiento de todos los intervinientes
por el juez de garantía, en consecuencia, también de la víctima. Igualmente, en el caso de
dictarse  sobreseimiento  temporal  o  definitivo  o  sentencia  absolutoria,  la  víctima  podía
impugnar estas resoluciones aunque no hubiera intervenido en el procedimiento.

Los representantes del Ministerio de Justicia precisaron que la
suspensión condicional no era una sentencia ni ponía término al procedimiento, sino que
obedecía a una estrategia de la fiscalía destinada a llevar el caso a una salida alternativa.

La  Comisión  coincidió  mayoritariamente  con  esta  última
posición y acordó rechazar la letra d) propuesta por el Senado ( 3 votos en contra y 1 a
favor).

Asimismo, ante la aseveración del Diputado señor Bustos, en
cuanto  a  que  la  letra  b),  que  condiciona  la  participación  del  fiscal  en  el  acuerdo para
concurrir a la suspensión condicional, al hecho de que estime que la medida asegurará que
el imputado no volverá a delinquir, atentaría contra la presunción de inocencia, se inclinó,
por unanimidad, por rechazar dicha letra.

Finalmente, acogió la alegación de la Defensoría en cuanto a
que la necesidad de citar  a la víctima a la audiencia en que se ventilara la solicitud de
suspensión, ocasionaría un retraso,  terminó rechazado, también por unanimidad,  las dos
oraciones finales de la letra c).

El resto de la proposición se aprobó por unanimidad.

El texto e este número quedó como sigue:

22) Introdúcense las siguientes modificaciones  en el artículo
237:

 a) Trasládase, desde su inciso primero, la oración: “ El juez
podrá  requerir  del  Ministerio  Público  los  antecedentes  que  estimare  necesarios  para
resolver.”ubicándola como nuevo inciso segundo.

b) Substitúyese su actual inciso cuarto, que ha pasado a ser
quinto: por el siguiente: 

                                               “ Si el querellante o la víctima asistieren a la audiencia en que
se ventilare la solicitud de suspensión condicional del procedimiento, deberán ser oídos por
el tribunal.”.

Número 25.- ( pasó a ser 23).

Modifica  el  artículo  238,  disposición   que  señala  las
condiciones  que  el  juez  de  garantía  debe  imponer  al  imputado  durante  el  período  de
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suspensión  temporal  del  procedimiento.  Al  respecto  podrá  imponer  una  o  más  de  las
siguientes:

a) Residir o no residir en un lugar determinado.
b) Abstenerse  de  frecuentar  determinados  lugares  o

personas.
c) Someterse a un tratamiento médico, psicológico o de otra

naturaleza.

                                                d)Tener un trabajo, profesión u oficio o empleo o asistir a
algún programa educacional o de capacitación.

                                                  e)Pagar o garantizar el pago a favor de la víctima
determinada suma a título de indemnización de perjuicios.

                           
                                                                               f)Acudir periódicamente ante el ministerio público y,

según el caso, acreditar el cumplimiento de las        demás condiciones impuestas, y

                                                      g)Fijar domicilio e informar al ministerio público de
cualquier cambio del mismo.

                                               Su inciso segundo agrega que durante el período de
suspensión, oyendo en una audiencia a todos los intervinientes que concurrieren, el juez
podrá modificar una o más de las condiciones impuestas..

El  Senado  propone  agregar  una  letra  final  para  agregar
cualquier otra condición que resulte adecuada en consideración con las circunstancias del
caso concreto de que se trate y sea propuesta, fundadamente, por el Ministerio Público.

Los representantes de la Defensoría consideraron innecesaria
esta modificación, toda vez que la aplicación de esta norma no había generado problema
alguno. 

Los  representantes  del  Ministerio  Público  se  mostraron
favorables a la proposición, toda vez que, en la práctica, se daban múltiples casos en que,
puestos de acuerdo fiscal y defensor y con la anuencia del juez, se establecían condiciones
que  no  estaban  previstas  en  la  enumeración  que  hace  este  artículo,  tales  como  pintar
escuelas o reparar de alguna forma el daño causado a la víctima.

Cerrado el debate, se aprobó la proposición, por unanimidad,
sin más cambio que una observación formal del Diputado señor Burgos, quedando el texto
de este número como sigue:

“23) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo
238:

                                                  a) Substitúyese la conjunción “y” que figura al final de la
letra f), por un punto y coma (;);

                                                  b) Substitúyese el punto final (,) de la letra g), por la
conjunción “y”, y

    c) Agrégase la siguiente letra h), nueva:
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                                                     “h) U otra condición que resulte adecuada en
consideración con las  circunstancias  del  caso concreto de que se trate  y sea propuesta,
fundadamente, por el ministerio público.”.

      Número 26.- (pasó a ser 24)

     Modifica el artículo 242, norma que señala que junto con
aprobar el acuerdo reparatorio, el tribunal dictará sobreseimiento definitivo, total o parcial,
en la causa, con lo que se extinguirá,  total  o parcialmente,  la responsabilidad penal del
imputado que lo hubiere celebrado.

 El  Senado  propone  substituir  la  frase  inicial  “  Junto  con
aprobar  el  acuerdo  reparatorio  propuesto”  por  la  siguiente:  “  Una  vez  cumplidas  las
obligaciones contraídas por el imputado o garantizadas a satisfacción de la víctima”.

Respecto  de  esta  modificación,  la  Comisión  se  mostró
partidaria,  unánimemente,   de aprobarla,  pero acordó, a proposición del Diputado señor
Burgos, modificar, además,  el inciso final del artículo 247 para establecer que el plazo de
dos años que esa norma establece  para el  cierre  de la  investigación,  deberá entenderse
suspendido entre la fecha en que se celebró el acuerdo reparatorio y la fecha en que se
cumplieren  las  condiciones  pactadas  o  se  otorgaren  las  correspondientes  garantías  a
satisfacción de la víctima.

En consecuencia, sin otra alteración que la sugerencia de la
Diputada señora Guzmán para intercalar la palabra” debidamente” antes de los términos “ a
satisfacción” , se aprobó este número por unanimidad, quedando su texto como sigue:

“24) Reemplázase, en el artículo 242, la oración “ Junto con
aprobar  el  acuerdo  reparatorio  propuesto”  por  la  siguiente:  “  Una  vez  cumplidas  las
obligaciones  contraídas  por  el  imputado  en  el  acuerdo  reparatorio  o  garantizadas
debidamente a satisfacción de la víctima”.

Número nuevo.- ( pasó a ser 25)

De acuerdo a lo acordado al debatirse el número anterior, la
Comisión acordó modificar el artículo 247, disposición que se refiere al plazo para declarar
el cierre de la investigación, el que es de dos años a contar de la fecha en que el fiscal
formalizó la investigación.

Su inciso final señala que este plazo se suspenderá cuando se
dispusiere  la  suspensión  condicional  del  procedimiento  o  se  decretare  sobreseimiento
temporal de conformidad a lo establecido en el artículo 252, es decir, cuando para proceder
criminalmente, deba resolverse previamente una cuestión civil; o cuando el imputado no
compareciere al procedimiento y fuere declarado rebelde, o cuando, luego de cometido el
delito, el imputado cayere en enajenación mental.

De conformidad a lo acordado, se substituyó el inciso final
por el siguiente, quedando el nuevo número en los términos que se indica:

“25)  Substitúyese  el  inciso  final  del  artículo  247  por  el
siguiente:

“ El plazo de dos años previsto en este artículo se suspenderá
en los casos siguientes:
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a)  cuando  se  dispusiere  la  suspensión  condicional  del
procedimiento;

                                               b) cuando se decretare sobreseimiento temporal de
conformidad a lo previsto en el artículo 252, y

                                               c) desde que se alcanzare un acuerdo reparatorio hasta el
cumplimiento de las obligaciones contraídas por el imputado a favor de la víctima o hasta
que  hubiere debidamente garantizado su cumplimiento a satisfacción de esta última. 

Números nuevos.- ( pasaron a ser  26 y 27)

A proposición de la Defensoría, la Comisión trató dos nuevas
modificaciones, referidas esta vez a los artículos 248 y 249:

El primero trata del cierre de la investigación y señala que una
vez practicadas  las  diligencias  necesarias  para la  averiguación  del  hecho punible  y sus
autores,  cómplices  o  encubridores,  el  fiscal  declarará  cerrada  la  investigación  y  podrá,
dentro de los diez días siguientes,  solicitar el sobreseimiento temporal o definitivo de la
causa;   formular  acusación  si  estimare  que  la  investigación  proporciona  fundamentos
suficientes para enjuiciar, o comunicar la decisión del Ministerio de no perseverar en el
procedimiento por no reunir la investigación los antecedentes suficientes.

El  inciso  segundo  de  esta  norma  señala  los  efectos  de  no
perseverar en el procedimiento, señalando que quedará sin efecto la formalización de la
investigación,  el  juez  revocará  las  medidas  cautelares  que  se  hubieren  decretado  y  la
prescripción  de  la  acción  penal  continuará  corriendo  como  si  nunca  se  hubiere
interrumpido.

El   artículo  249  señala  que  si  el  fiscal  decide  solicitar  el
sobreseimiento o comunicar su decisión  de no perseverar en el procedimiento, deberá para
ello requerir al juez de garantía, quien citará a todos los intervinientes a una audiencia.

                                                La proposición de la Defensoría planteó, en primer lugar,
substituir el encabezamiento del inciso primero del artículo 248 por el siguiente:

“Practicadas  las  diligencias  necesarias  para  la  averiguación
del hecho punible y sus autores, cómplices o encubridores, el fiscal declarará cerrada la
investigación,  lo  cual  comunicará  de  inmediato  al  juez  de  garantía,  quien  citará  a  un
audiencia no antes de cinco días ni después de diez días, contados desde la comunicación
practicada por el fiscal. En dicha audiencia el fiscal deberá poner en conocimiento de los
intervinientes su decisión de:

En segundo lugar, derogar el artículo 249.

Ante  la  objeción  formulada  por  los  representantes  del
Ministerio Público, .quienes no veían clara la necesidad de citar a una nueva audiencia, los
representantes de la Defensoría señalaron que la proposición obedecía al propósito de que
la audiencia a que se refiere el artículo 249, y que sólo tiene lugar en caso de pedir el fiscal
el  sobreseimiento  o  comunicar  su  decisión  de  no  perseverar  en  el  procedimiento,  se
ampliara contemplando todas las posibilidades que comprende el artículo 248 y no sólo las
indicadas.

Los representes  del  Ministerio  de Justicia  hicieron presente
que la proposición de la Defensoría buscaba hacer obligatoria siempre la comunicación de
la fiscalía de declarar cerrada la investigación, para que el juez de garantía, a su vez, cite a
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una audiencia.  Señalaron que actualmente,  cuando el fiscal decide acusar, notifica a los
intervinientes por correo electrónico, sin formalidad alguna, procediendo, normalmente, en
el mismo día a ingresar la acusación al juzgado de garantía. Cabía preguntarse, entonces, si
resultaba  o  no  conveniente  que  en  el  caso  de  decidir  acusar,  debiera  efectuarse  otra
audiencia para declarar el cierre de la investigación.

Cerrado, finalmente, el debate. la Comisión estimó atendible
la  exigencia  de  mayor  formalidad  implícita  en  la  proposición,  inclinándose,  por
unanimidad, por aprobar la proposición de la Defensoría.

Los dos nuevos números quedaron como sigue:

26)  Substitúyese  el  inciso  primero  del  artículo  248  por  el
siguiente:

“Artículo  248.-  Cierre  de  la  investigación.  Practicadas  las
diligencias necesarias para la averiguación del hecho punible y sus autores, cómplices o
encubridores, el fiscal declarará cerrada la investigación, lo cual comunicará de inmediato
al juez de garantía, quien citará a una audiencia para no antes de cinco días ni después de
diez contados desde la comunicación practicada por el fiscal. En dicha audiencia el fiscal
deberá poner en conocimiento de los intervinientes su decisión de: 

27) Derógase el artículo 249.

Número 27.- ( se suprime)

Modifica el artículo 252, norma que señala los casos en que el
juez de garantía decretará el sobreseimiento temporal es decir, como ya se señaló, cuando
para proceder criminalmente, deba resolverse previamente una cuestión civil; o cuando el
imputado no compareciere al procedimiento y fuere declarado rebelde, o cuando, luego de
cometido el delito, el imputado cayere en enajenación mental.

El Senado propone agregar un inciso segundo del siguiente
tenor:

El tribunal de juicio oral en lo penal dictará sobreseimiento
temporal cuando el acusado no haya comparecido a la audiencia del juicio oral y haya sido
declarado  rebelde  de  conformidad  a  lo  dispuesto  en  los  artículos  100  y  101  de  este
Código.”.

Los representantes  del  Ejecutivo  estimaron  innecesaria  esta
proposición, la que obedecería a dificultades de interpretación acerca de la posibilidad del
tribunal  de  juicio  oral  de  declarar  el  sobreseimiento  temporal  en  caso  de  rebeldía  del
imputado.  Estimaron que  dicha  facultad  constaba  explícitamente  en  el  artículo  101 del
Código, que permitía tal declaración tanto al juez de garantía como al tribunal de juicio
oral, además de que su aprobación afectaría la sistematicidad del Código, ya que el artículo
252 trataba de actuaciones ante el juez de garantía.

Cerrado  el  debate,  la  Comisión  procedió  a  rechazar  por
unanimidad la proposición del Senado.

Número nuevo.- ( pasó a ser 28)

                                               De acuerdo al debate producido al tratar la proposición de la
Defensoría  para  agregar  dos  nuevos  números  destinados  a  modificar  el  artículo  248 y
suprimir el 249 (números 26 y 27 de este capítulo) , y como consecuencia de su aprobación,
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a proposición de la misma Defensoría, la Comisión procedió a tratar una modificación al
artículo 257, norma que se refiere a la reapertura de la investigación, señalando en su inciso
primero, que hasta la realización de la audiencia a que se refiere el artículo 249 y durante la
misma,  los  intervinientes  podrán  reiterar  la  solicitud  de  diligencias  precisas  de
investigación  que  oportunamente  hubieren  formulado  durante  la  investigación  y  que  la
fiscalía hubiere rechazado.

La  proposición  de  la  Defensoría  consistía  en  substituir  la
mención del artículo 249 por otra al 248, como consecuencia de la supresión del primero, y
en agregar al final del inciso, la siguiente frase: “ o no se hubiere pronunciado sobre ellas.”.

                                               Dada la consecuencia lógica de la primera proposición y el
agregado de una nueva hipótesis, perfectamente atendible, referente a la posibilidad de no
pronunciarse  el  fiscal  sobre  las  solicitudes  de  investigación,  la  Comisión  procedió  a
aprobar, por unanimidad, este nuevo número.

Su texto quedó como sigue:

28)  Introdúcense  las  siguientes  modificaciones  en  el  inciso
primero del artículo 257:

a) Substitúyese el guarismo “249” por “248”.

                                                b) Agrégase a continuación de la expresión “rechazado” y
antes del punto final (.),  la oración “ o no se hubiere pronunciado sobre ellas”.

                                               Número 28.- ( pasó a ser 29).

Modifica el artículo 276, disposición que permite al juez de
garantía, luego de examinar las pruebas ofrecidas y escuchar a los intervinientes, excluir,
fundadamente  de  ser  rendidas  en  el  juicio  oarl,  pruebas  que  parezcan  manifiestamente
impertinentes o que tuvieren por objeto acreditar hechos públicos y notorios. 

Su  inciso  segundo  agrega  que  si  el  juez  estimare  que  los
términos  en  que  están  ofrecidas  las  pruebas  documental  y  testimonial  sólo  producirán
efectos  dilatorios  en el  juicio oral,  dispondrá la  reducción del número de testigos o de
documentos, si con ellos se busca acreditar unos mismos hechos o circunstancias que no
guardaren  pertinencia  substancial  con  la  materia  que  se  someterá  al  conocimiento  del
tribunal oral. .

                         El Senado propone modificar el inciso segundo para
intercalar entre la palabra “testimonial”y la conjunción “y” la palabra “pericial” y entyre el
vocablo “testigos” y la conjunción “o” la palabra “peritos”.

La  finalidad  de  la  proposición  de  incluir  dentro  de  la
posibilidad de la exclusión de prueba que pueda efectuar el juez de garantía, a los peritajes,
fue desechado, por unanimidad y sin mayor debate, por la Comisión, en atención a que la
materia aparece tratada en los artículos 314 y siguientes, pudiendo aplicarse al efecto la
exclusión de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 316.

No  obstante  el  rechazo  anterior,  la  Comisión  acogió  una
proposición del Diputado señor Bustos para modificar el inciso tercero de este artículo, el
que trata de la exclusión que deberá efectuar el juez de garantía respecto de pruebas que
provinieren de diligencias o actuaciones declaradas nulas o que hubieren sido obtenidas con
inobservancia de garantías fundamentales. La modificación consistió en agregar después de
la palabra “pruebas” los términos “de cargo” para precisar el origen de dicha probanza, es
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decir, la que ofrece el Ministerio Público, saliendo así al paso de diversas interpretaciones
de los tribunales .que han estimado que esta norma se aplica también a la prueba ofrecida
por la Defensa.

El texto de este número quedó como sigue:

29) Intercálase en el inciso tercero del artículo 276, entre las
palabras “ las pruebas” y la conjunción “que” los términos “ de cargo”.

Número 29.-.( pasó a ser 30).

                                                Modifica el artículo 277, norma que se refiere al auto de
apertura del juicio oral, indicando que al término de la audiencia, el juez de garantía dictará
el auto de apertura, en el que deberá indicar las menciones que señala el inciso primero.

Su inciso segundo agrega que dicho auto sólo será susceptible
del recurso de apelación cuando lo interpusiere el ministerio público por la exclusión de
pruebas que hubiere  efectuado el  juez de garantía,  recurso que se concederá  en ambos
efectos, agregando el inciso que lo anterior se entenderá sin perjuicio del recurso de nulidad
en contra de la sentencia definitiva que se dictare en el juicio oral.

El  Senado plantea  extender  el  recurso de apelación  de que
trata  este  inciso  a  la  defensa,  proponiendo agregar  después  de  las  palabras  “ministerio
público” los términos “ o la defensa”.

                                              A este respecto, los representantes del Ministerio Público
propusieron  substituir  este  número  para  agregar  un  inciso  tercero  a  este  artículo  del
siguiente tenor:

“En  el  evento  de  rechazarse  por  resolución  ejecutoriada
pruebas de cargo que el Ministerio Público considere fundamentales, el fiscal podrá adoptar
la decisión de no perseverar en el procedimiento, por no contar con antecedentes suficientes
para fundar su acusación en el juicio oral, decisión que deberá comunicar lo antes posible y,
en  todo  caso,  antes  de  la  realización  de  dicho  juicio,  en  audiencia  convocada  en  los
términos del artículo 249.”.

Fundamentaron  su  proposición,  señalando  que  les  parecía
improcedente la proposición del Senado en cuanto a conceder el recurso de apelación a la
Defensoría,  toda  vez  que  la  norma se  refería  a  la  exclusión  de  pruebas  de  cargo  por
ilegalidad en su obtención, lo que difícilmente podrá ocurrirle a la Defensoría.

Asimismo, señalaron  que la proposición de agregar un inciso
tercero al artículo, para permitir a la Fiscalía desistirse de perseverar en la investigación una
vez que se le rechacen pruebas por haberlas obtenido ilegalmente, guardaba relación con la
apelación  de  la  resolución  que  declara  ilegal  una  detención,  situación  en  que  se  da  al
Ministerio la posibilidad de no perseverar en la investigación.

Los representantes  de la  Defensoría  concedieron que no se
había dado a la defensa la posibilidad de apelar frente a la exclusión de prueba, porque la
misma norma en análisis le permite interponer el recurso de nulidad, pero, al respecto, la
Corte  Suprema  ha  entendido  que  este  último  recurso  solamente  dice  relación  con  la
vulneración de garantías en el juicio oral o en la sentencia y no en la etapa de investigación,
cuestión que estimaban podría salvarse introduciendo la modificación pertinente en la letra
a) del artículo 373.
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En lo que se refiere a la proposición del Ministerio Público,
estimaban que lo que correspondía era, al igual como lo establece el artículo 248, pedir el
sobreseimiento definitivo.

Los representantes del Ministerio de Justicia precisaron que el
recurso de apelación  se había concedido, desde el punto de vista doctrinario, al Ministerio
Público porque se entendía que la exclusión de prueba se refería a la de cargo, no obstante,
existían  diferentes  interpretaciones  que  la  extendían  también  a  la  probanza  de  la
Defensoría. Frente a la proposición de los representantes del Ministerio Público, creyeron
que era acertada,  por cuanto si el artículo 248 entrega a la fiscalía la posibilidad de no
perseverar por no haber reunido los elementos de prueba suficientes, parecía lógico que, en
este caso,  en que se creía tener la probanza necesaria,  pero que, a consecuencias  de la
exclusión efectuada por el juez de garantía, se perdían parte de esos antecedentes, parecía
más de acuerdo al sistema del Código, dar también la posibilidad de desistirse y no de pedir
el sobreseimiento.

Cerrado finalmente el debate, la Comisión, junto con rechazar
la proposición del Senado,  acogió, por unanimidad,  la del Ministerio Público, sin otra
corrección que la de reemplazar la referencia al artículo 249 por otra al 248.

El texto de este número quedó como ,sigue:

30) Agrégase el siguiente inciso tercero en el artículo 277:

                                                “ En el evento de rechazarse por resolución ejecutoriada
pruebas de cargo que el Ministerio Público considere fundamentales, el fiscal podrá adoptar
la decisión de no perseverar en el procedimiento, por no contar con antecedentes suficientes
para fundar su acusación en el juicio oral, decisión que deberá comunicar lo antes posible y,
en  todo  caso,  antes  de  la  realización  de  dicho  juicio,  en  audiencia  convocada  en  los
términos del artículo 248.”.

Número 30.- ( pasó a ser 31).

Modifica  el  artículo  280,  norma que señala  que  durante  la
audiencia  de  preparación  del  juicio  oral,  podrá  solicitarse  la  anticipación  de  la  prueba
testimonial, en los términos que señala el artículo 191.

Su inciso segundo permite solicitar en los mismos términos la
prueba pericial,  cuando pueda preverse que la persona  que debe prestar la declaración,
estará imposibilitada de concurrir al juicio oral.

El  Senado  propuso  substituir  en  el  inciso  segundo  la
referencia que se hace  al “Párrafo 3ºdel Título VIII del Libro Primero” por otra Párrafo 6º
del Título III del Libro Segundo” para corregir una cita mal efectuada, y agregar un inciso
tercero nuevo, para establecer que el juez de garantía, a fin de recibir la prueba anticipada,
deberá citar a una audiencia especial.

No  se  produjo  debate,  aprobándose  la  proposición,  en  los
mismos términos, por unanimidad.

Número 31.- ( pasó a ser 32).

Modifica  el  artículo  281, norma que,  en su inciso primero,
dispone que el juez de  garantía hará llegar el auto de apertura del juicio oral, al tribunal
competente, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a su notificación.
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El Senado propuso substituir la frase final de este inciso “ a su
notificación”por la siguiente: “ al momento en que quede firme”.

No se produjo debate, aprobándoselo en los mismos términos,
por unanimidad.

Número 32.- ( se suprime)

Modifica el  artículo 299, norma que dispone que el  testigo
legalmente citado, que se negare a comparecer sin justa causa, dará lugar a que se proceda
en su contra en los términos del artículo 33, es decir,  puede ser arrestado hasta por un
máximo de veinticuatro horas hasta la realización de la actuación y multado..

Su inciso segundo se refiere al testigo que se negare sin justa
causa a declarar, el cual podrá ser sancionado con  las penas que establece el artículo 240
del Código de Procedimiento Civil.

El Senado propone substituir  el  inciso segundo por los dos
que se señalan:

“  El  testigo  que  se  negare  sin  justa  a  declarar,  podrá  ser
mantenido en arresto hasta que preste su declaración. Con todo el arresto no podrá en caso
alguno extenderse por más de cinco días.

  Lo  previsto  en  los  incisos  precedentes  se  entiende  sin
perjuicio de la responsabilidad penal que pudiere afectar al testigo rebelde.

La  Comisión  procedió,  por  unanimidad,  a  rechazar  este
número como consecuencia de lo acirdado al tratar el artículo 2º de este proyecto. 

Número 33.- 

Modifica  el  artículo  314,  disposición  que  establece  en  su
inciso  primero  que  el  ministerio  público  y  los  demás  intervinientes,  podrán  presentar
informes elaborados por peritos de su confianza y solicitar que se les cite al juicio oral,
acompañando los comprobantes que acreditaren la idoneidad del perito.

 El Senado propone agregar, después de la palabra “solicitar,
lo siguiente: “ en la audiencia de preparación del juicio oral”.

Se  aprobó  sin  debate,  por  unanimidad,  en  los  mismos
términos.

Número 34.-

Agrega un inciso final al artículo 315, norma que señala que
sin perjuicio de que los peritos deben concurrir al tribunal a declarar acerca del contenido
de su informe, ´éste deberá entregarse por escrito y deberá contener la descripción de la
persona  o  cosa  que  fuere  objeto  del  peritaje;  la  relación  circunstanciada  de  todas  las
operaciones  practicadas  y su resultado,  y  las  conclusiones  que,  de acuerdo a  los  datos
consignados en el informe, formularen los peritos de acuerdo a los principios de su ciencia
o arte.

El Senado propone agregar un inciso final del siguiente tenor:
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                                               “ No obstante, de manera excepcional, las pericias
consistentes en análisis de alcoholemia, de ADN y aquellas que recaigan sobe sustancias
estupefacientes   o psicotrópicas,  así como cualquiera otra que, por su estandarización o
mecanización, ofrezca suficientes garantías de autenticidad en su producción y claridad en
sus resultados, podrán ser incorporadas al juicio oral en base al informe respectivo. Sin
embargo,  si  alguna  de  las  partes  planteara  una  línea  de  examen  concreta,  relevante  y
plausible,  la  comparecencia  del  perito  no podrá  ser  substituida  por  la  presentación  del
informe.” 

Los representantes de la Defensoría propusieron substituir la
proposición del Senado por la siguiente, la que agrega tres nuevos incisos al artículo 315:

“Excepcionalmente,  cuando  el  perito  citado  a  audiencia
manifestare la imposibilidad de asistir a ella por incapacidad física o por encontrarse en una
región  diversa  a  la  de  la  celebración  del  juicio,  el  interviniente  que  solicitare  su
comparecencia podrá requerir la utilización del sistema de videoconferencia para recibir la
declaración del perito.

Para  los  efectos  del  inciso  anterior  el  deponente  deberá
declarar desde la sede del tribunal de juicio oral más próximo al lugar donde se encuentre,
este tribunal deberá comprobar la identidad del deponente. El tribunal ante el cual se ventile
el juicio deberá tomar al perito el juramento de rigor, a continuación, prestará declaración.
Podrán  encontrarse  presentes  en  el  lugar  de  la  declaración,  representantes  de  los
intervinientes en el juicio.

Las  normas  establecidas  en  los  dos  incisos  precedentes  se
aplicarán, también, en los casos de juicio simplificado.”.

Los representantes de la Defensoría hicieron presente que la
proposición  del  Senado  envolvía  el  riesgo  de  convertir  el  juicio  en  una  lectura  de
documentos, afectando el principio de la oralidad  y la producción de prueba en el juicio
oral.  La  proposición  que  hacían  comprendía  la  posibilidad  de  rendir  la  prueba  sin  la
presencia  del  perito,  estimando  que  la  videoconferencia  que  proponían,  no  afectaba  el
principio de la inmediación. 

Los representantes del Ministerio de Justicia hicieron presente
que muchas de estas probanzas, especialmente las alcoholemias y las pruebas de ADN, no
consistían en otra cosa mas que en la anotación efectuada por el experto de los resultados
de una operación científica efectuada con un instrumental técnico, por lo que no parecía
necesaria la presencia misma del perito en el juicio. Lo que se buscaba con la  proposición
del  Senado,   era  permitir  que  los  juicios  se  llevaran  a   cabo  sin  dificultades  y  no  se
produjeran dilaciones en atención a la imposibilidad de llevar a los distintos lugares en que
se encontraren los tribunales, a los pocos peritos con que cuentan los institutos públicos que
operan al respecto.

La Diputada señora Guzmán y el Diputado señor Ceroni estimaron
que, normalmente, en las pericias existen márgenes de error que sólo pueden ser resueltas
mediante  la  contrainterrogación  personal  efectuada  al  especialista  por  parte  de  quien
impugna los resultados, sin perjuicio, además, que la proposición del Senado redundaría en
algo que no se quería en la reforma, es decir, la lectura de exámenes por muy mecanizada
que haya sido su elaboración.

Finalmente,  la  Comisión  acoger  la  proposición  del  Senado,
prescindiendo del carácter estandarizado o mecanizado de la elaboración de las pericias y
permitiendo  la  posibilidad  de  exigir  la  comparecencia  del  mismo  mediante  petición
fundada.
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El texto de este número quedó como sigue:

 34) Introdúcese, en el artículo 315, el siguiente inciso final:

   “ No obstante, de manera excepcional, las pericias consistentes en
análisis de alcoholemia, de ADN y aquellas que recaigan sobe sustancias estupefacientes  o
psicotrópicas,  podrán ser  incorporadas  al  juicio  oral  en base al  informe respectivo.  Sin
embargo, si alguna de las partes lo solicitara fundadamente, la comparecencia del perito no
podrá ser substituida por la presentación del informe.” 

 Número 35.- 

Modifica  el  artículo  316,  disposición  que  señala  que  el  tribunal
admitirá los informes y citará a los peritos cuando, además de los requisitos generales para
la  admisibilidad  de  la  probanza,  estime  que  los  peritos  otorgan  suficiente  garantía  de
seriedad y profesionalismo.

Su inciso segundo imputa los honorarios y gastos que ocasione la
probanza a quien presente a los peritos.

Su inciso tercero  permite  al  juez relevar  total  o  parcialmente  a  la
parte  del  pago  de  estas  remuneraciones  cuando  estime  que  no  cuenta  con  los  medios
suficientes para ello , o cuando tratándose del imputado, la no realización e la diligencia
pudiere redundar en una notaria situación de desequilibrio en sus posibilidades de defensa.

La proposición del Senado se limitó a substituir la palabra “tribunal”
las dos veces que figura en el inciso primero, por “juez de garantía”.

La Comisión estimó obvia esta modificación,  pero por las mismas
razones la extendió también al inciso tercero de esta norma, quedando su texto como sigue:

 35) Reemplázase en los incisos  primero y tercero del artículo
316, la palabra “ tribunal”, todas las veces que aparece, por la siguiente: “ juez de garantía”.

                                                  Número 36.- ( se suprime).

Modifica  el  artículo  319,  norma  que  dispone  que  la
declaración de los peritos en la audiencia del juicio oral se regirá por las normas del artículo
329 y supletoriamente por las establecidas para las declaraciones de testigos.

Su inciso segundo agrega que si el perito se negare a declarar,
se le aplicará lo dispuesto para los testigos en el artículo 299 inciso segundo.

El  Senado  propone  suprimir,  en  el  inciso  segundo,  las
expresiones “inciso segundo”.

La Comisión procedió a rechar, por unanimidad este número
como consecuencia de lo acordado respecto del artículo 2º de este proyecto. 
         

Número nuevo.- ( pasó a ser 36).

A proposición de los representantes del Ministerio de Justicia,
la Comisión trató una modificación al artículo 325, disposición que se refiere a la apertura
del juicio oral, la que en la parte pertinente a este número señala que el presidente de la
sala, luego de señalar las acusaciones que serán  materia del juicio, advertir al acusado de
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eatar atento y disponer el abandono de la sala de audiencia de peritos y testigos, procederá,
según lo señala su inciso tercero, a dar la palabra al fiscal para que exponga su acusación, y
luego al querellante para que la sostenga comom también la demanda civil si la hubiere
interpuesto.

Al debatirse las modificaciones al artículo 338, y de acuerdo a
lo que al respecto se aprobó, los representantes del Ministerio de Justicia hicieron presente
que si se admitía la participación del actor civil en los alegatos de clausura del juicio oral,
debería,  por  razones  de  concordancia,  admitírsele  también  en  los  alegatos  de  apertura,
opinión con la que coincidió la Comisión por unanimidad, quedando el texto de este nuevo
número como sigue:

  36) Substitúyese el  inciso  tercero del  artículo  325 por el
siguiente:

                                                   “ Seguidamente concederá la palabra al fiscal, para que
exponga su acusación, al querellante para que sostenga la acusación, así como la demanda
civil si la hubiere interpuesto, y al actor civil.

Número nuevo. ( pasó a ser 37)

                                    A proposición de los representantes del Ministerio de Justicia,
la Comisión procedió a tratar una modificación para incorporar un inciso final al artículo
329, norma que regla la participación de los testigos y peritos en la audiencia del juicio
oral.

La proposición señala lo siguiente:

“37) Agrégase un inciso final en el artículo 329 del siguiente
tenor:

   “ Los testigos y peritos que, por algún motivo grave y difícil
de superar no pudieren comparecer a declarar a la audiencia del juicio, podrán hacerlo a
través de videoconferencia  o a través de cualquier  otro medio tecnológico apto para su
examen y contraexamen. Para estos efectos, la parte que los presente justificará su petición
en una audiencia que será especialmente citada al efecto, debiendo comparecer los testigos
o peritos ante el tribunal con competencia en materia penal más cercano al lugar donde se
encuentren.”.

Los representantes del Ministerio  de Justicia señalaron que la
proposición  resolvía  la  situación  que  se  presentaba  a  testigos  y  peritos  que,  estando
dispuesto  a  declarar,  se  encontraban  imposibilitados  de  concurrir  al  lugar  en  que  se
encontrare el tribunal, agregando que se trataba de una práctica aceptada por los tribunales,
especialmente en el caso de los peritos.

No se produjo debate, aprobándosela en los mismos términos,
por unanimidad.

Número 37.-  (pasó a ser 38).

Modifica  el  artículo  331,  disposición  que  se  refiere  a  la
posibilidad  de  dar  lectura  a  los  registros  en  que  constaren  anteriores  declaraciones  de
testigos, peritos o imputados, señalando en su letra a) que ello podrá tener lugar cuando se
tratare de declaraciones de testigos o peritos que hubieren fallecido o caído en incapacidad
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física o mental, o estuvieren ausentes del país, o se ignorare su residencia o, por cualquier
motivo difícil de superar, no pudieren declarar, siempre que sus declaraciones hubieren sido
recibidas por el juez de garantía en una audiencia de prueba formal, conforme lo dispuesto
por los artículos 191 y 280 ( prueba anticipada ante el juez de garantía y el tribunal oral,
respectivamente).

La  proposición  del  Senado  consiste  en  substituir  en  el
encabezamiento,  en el  subtítulo,  la palabra “Lectura” por “Reproducción” y en el  texto
mismo,  agregar  después  de  las  palabras  “Podrá  darse  lectura”,  los  términos  “  o
reproducirse”.

En la letra a) propone agregar,  después de la mención  del
artículo 191, el artículo 192, norma que se refiere a la prueba anticipada en el extranjero.

Se aprobó sin debate, por unanimidad, en los mismos términos.

Número 38.- ( pasó a ser 39).

Modifica  el  artículo  338,  norma  que  se  refiere  al  alegato  final  y
clausura  de  la  audiencia  del  juicio  oral,  señalando  en  su  inciso  primero  que  una  vez
concluida la recepción de las pruebas, el juez presidente otorgará sucesivamente la palabra
al fiscal, al acusador particular y al defensor para que expongan sus conclusiones. Su inciso
segundo señala que luego, dará la palabra al fiscal y al defensor para que repliquen respecto
de las conclusiones planteadas por las demás partes.

La proposición del Senado incorpora en el  inciso primero al  actor
civil  entre quienes podrán hacer uso de la palabra,  y en el  inciso segundo, al  acusador
particular y al actor civil.

La Diputada señora Guzmán objetó la inclusión del actor civil en los
alegatos de clausura, toda vez que, a su juicio, se produciría una distorsión por cuanto se
estaría introduciendo el elemento civil en un juicio netamente criminal. Por otra parte, la
víctima coincidiría con el acusador particular. 

Los representantes del Ministerio Público hicieron presente que no
siempre se daba tal coincidencia, porque bien podía ser que la víctima no se querellara,
teniendo sólo el carácter de actor civil.

Finalmente,  la  Comisión  coincidió  con  la  opinión  del  Diputados
señor Bustos, quien estimó que negar la participación del actor civil equivalía a dejar en
nada la protección de la víctima, procediendo, en consecuencia, a aprobar el número, por
mayoría de votos ( 4 votos a favor y 2 en contra) en los mismos términos.

Número 39.- ( pasó a ser 40)

                                    Modifica el artículo 344, norma que se refiere al plazo para la
redacción de la  sentencia,  señalando en su inciso primero que al  pronunciarse sobre la
absolución  o  condena el  tribunal  podrá  diferir  la  redacción  del  fallo  y,  en  su  caso,  la
determinación de la pena, hasta por cinco días, fijando la fecha de la audiencia  en que
tendrá lugar la lectura de la sentencia. Agrega la norma que el transcurso del plazo sin que
hubiere tenido lugar la audiencia de lectura, constituirá falta grave que deberá sancionarse
disciplinariamente.  Sin perjuicio de lo anterior,  deberá citarse a una nueva audiencia de
lectura  de  la  sentencia,  la  que  no  podrá  tener  lugar  luego  del  séptimo  día  de  la
comunicación de la decisión sobre absolución o condena. Transcurrido este nuevo plazo sin
que se diere lectura a la sentencia, se producirá la nulidad del juicio, salvo que la decisión
hubiere sido la de absolución del acusado. Añade el inciso que si fueren varios los acusados
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y se hubiere absuelto a alguno, la repetición del juicio sólo comprenderá a los que hubieren
sido condenados.

Su inciso segundo agrega que el vencimiento del plazo adicional, sea
que se produzca o no la nulidad del juicio, constituirá respecto de los jueces una nueva
infracción que deberá sancionarse disciplinariamente.

La modificación propuesta por el Senado agrega un inciso tercero a
este artículo del siguiente tenor:

“Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos precedentes, si el juicio
hubiere durado más de cinco días, el tribunal tendrá un día extra para dar lectura a su fallo
por cada dos nuevos días de audiencia. Si a su vencimiento no se hubiere dado lectura a la
sentencia,  se  aplicarán  las  sanciones  a  que se refieren  los  incisos  anteriores,  con estos
nuevos plazos.”.

Respecto de esta modificación, la Comisión se hizo eco de la opinión
del profesor señor Boffil,  quien sostuvo que si lo que se buscaba era extender el plazo
concedido a los jueces para redactar la sentencia, cuando el procedimiento había tenido una
duración más prolongada,  lo lógico era incluir  ese mayor plazo en el  inciso primero,  a
continuación  de la regla general, sin perjuicio, además, de observar el incorrecto uso de
algunos términos de acuerdo a la técnica legislativa.

De conformidad a lo anterior, la Comisión procedió, por unanimidad,
a dar la siguiente redacción a este número:

     40)  Substitúyese  el  inciso  primero  del  artículo  344  por  el
siguiente:

“Artículo 344.- Plazo para redacción de la sentencia.  Al
pronunciarse sobre la absolución o condena, el tribunal podrá diferir la redacción del fallo
y, en su caso, la determinación de la pena hasta por un plazo de cinco días, fijando la fecha
de la audiencia en que tendrá lugar su lectura. No obstante, si el juicio hubiere durado más
de cinco días, el tribunal dispondrá, para la fijación de la fecha de la audiencia de lectura,
de un día adicional por cada dos de exceso de duración del juicio.  El transcurso de estos
plazos sin que hubiere tenido lugar la audiencia citada, constituirá falta grave que deberá
ser  sancionada  disciplinariamente.  Sin  perjuicio  de  ello,  se  deberá  citar  a  una  nueva
audiencia de lectura de la sentencia, la que en caso alguno podrá tener lugar después del
séptimo día a contar desde la fecha fijada para la primera. Transcurrido este plazo adicional
sin que se diere lectura a la sentencia se producirá la nulidad del juicio, a menos que la
decisión  hubiere  sido  la  de  absolución  del  acusado.  Si,  siendo varios  los  acusados,  se
hubiere absuelto a  alguno de ellos,  la  repetición del  juicio sólo comprenderá  a quienes
hubieren sido condenados. 

Número nuevo.- ( pasó a ser 41).

A  proposición  de  los  representantes  de  la  Defensoría,  la
Comisión trató una modificación para substituir el artículo 345, norma que se refiere a la
determinación de la pena, señalando que una vez pronunciada la decisión de condena, el
tribunal podrá, si lo considera necesario, citar a una audiencia con el fin de abrir debate
sobre los factores relevantes para la determinación y cumplimiento de la pena que señalará.
En todo caso, la celebración de esta audiencia no alterará los plazos señalados en el artículo
anterior.

La Defensoría propuso substituir este artículo por el siguiente:
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 “Artículo 345.- Determinación de la pena. Pronunciada la
decisión de condena, el tribunal citará a una audiencia, con el fin de abrir debate sobre los
factores relevantes para la determinación y cumplimiento de la pena, salvo que todos los
intervinientes manifestaren su voluntad de prescindir de ella. A esta audiencia las partes
podrán concurrir  con los medios de prueba  en que funden sus alegaciones. En todo caso,
la realización de esta audiencia no alterará los plazos previstos en el artículo anterior.”.

Los  representantes  del  Ministerio  Público  manifestaron  su
disconformidad con las expresiones “medios de prueba” , las que estimaron contradictorias
porque la única probanza que se puede tener como base, es la rendida en el juicio oral.
Tampoco  concordaron  con  el  carácter  imperativo  de  la  norma,  porque  la  redacción
facultativa dada al actual artículo 345 resultaba coherente con otras disposiciones como la
contenida en el artículo 343, disposición que debería modificarse de aceptarse esta nueva
redacción.

Los representantes del Ministerio de Justicia hicieron presente
que  de  acuerdo  al  inciso  final  del  artículo  343,  el  hecho  punible  debe  encontrarse
determinado  en  el  juicio  oral,  como  también  las  circunstancias  modificatorias  de
responsabilidad penal conectadas a ese hecho, por lo que lo único que podría considerarse
en esta  audiencia,  serían las circunstancias  modificatorias  ajenas  a  ese hecho, a que se
refiere el citado inciso del artículo 343. Agregaron que parecía lógico que en el debate de
determinación  de  la  pena,  pudieran  acompañarse  antecedentes  relacionados  con  tales
circunstancias..

Conforme a lo anterior, la Comisión procedió a acoger, por
unanimidad, la proposición de la Defensoría sin más cambios que la substitución de los
términos “ medios de prueba” por “antecedentes”.

Este número quedó como sigue:

“41) Substitúyese el artículo 345 por el siguiente:

                                                     “Artículo 345.- Determinación de la pena.  Pronunciada
la decisión de condena, el tribunal citará a una audiencia, con el fin de abrir debate sobre
los factores relevantes para la determinación y cumplimiento de la pena, salvo que todos los
intervinientes manifestaren su voluntad de prescindir de ella. A esta audiencia las partes
podrán concurrir  con los antecedentes  en que funden sus alegaciones. En todo caso, la
realización de esta audiencia no alterará los plazos previstos en el artículo anterior.”.

Número 40.- ( pasó a ser 42)

Modifica  el  artículo  346,  disposición  que  se  refiere  a  la
audiencia de lectura de la sentencia, señalando que una vez redactada ésta, se procederá a
darla  a  conocer  en  la  audiencia  fijada   al  efecto,  oportunidad  a  contar  de  la  cual  se
entenderá notificada a todas las partes, aun cuando no asistieren a la misma.

                                                El Senado propone substituir, en el subtítulo, la palabra
“lectura” por “comunicación”.

Se  aprobó  sin  debate,  por  unanimidad,  sólo  con
modificaciones formales, de acuerdo al siguiente texto:

“42) Substitúyese, en el artículo 346, los términos “ lectura de
” por los siguientes; “comunicación de la”.
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Número 41.- (pasó a ser 43).

Modifica el artículo 347, disposición que señala que una vez
comunicadas a las partes la decisión absolutoria, el tribunal dispondrá, en forma inmediata,
el alzamiento de las medidas cautelares personales que se hubieren decretado en contra del
acusado y ordenará se tome nota del alzamiento en todo índice o registro público o policial
en que figuraren. Agrega que también deberán cancelarse las garantías de comparecencia
que se hubieren otorgado.

El  Senado  propone  substituir  en  el  subtítulo  las  palabras
“Sentencia absolutoria” por “Decisión absolutoria”.

No  siendo  la  modificación  más  que  una  corrección  de  un
error, se aprobó sin debate, por unanimidad, en los mismos términos.

Número 42.- ( pasó a ser 44).

Modifica el artículo 348, norma que establece que la sentencia
condenatoria fijará las penas y se pronunciará sobre la eventual aplicación de alguna de las
medidas cautelares alternativas a la privación o restricción de la libertad previstas en la ley.

Su inciso segundo agrega que la sentencia que condenate a
una pena temporal deberá expresar con toda precisión el día desde el cual empezará ésta a
contarse y fijará el tiempo de detención o prisión preventiva que deberá servir de abono
para su complemento.

                                               Su inciso tercero añade que dicha sentencia dispondrá también
el comiso de los instrumentos o efectos del delito o su restitución, cuando fuere procedente.

Su inciso cuarto previene  que cuando se hubiere  declarado
falso,  en todo o en parte,  un instrumento público,  el  tribunal,  junto con su devolución,
ordenará que se le reconstituya, cancele o modifique de acuerdo con la sentencia.

El Senado propone:

1º  intercalar  en  el  inciso  segundo,  después  de  la  palabra
“detención”, los términos “ privación de libertad, total o parcial”.

2º agregar un inciso final del siguiente tenor:

“Cuando se pronunciare la decisión de condena,  el  tribunal
podrá,  asimismo.  Disponer  de  oficio  la  revisión  de  las  medidas  cautelares  personales,
atendiendo al tiempo transcurrido y a la pena probable.”.

Los  representantes  del  Ministerio  de  Justicia  propusieron
intercalar, luego de la forma verbal “fijará” que figura en el inciso segundo, la expresión “
proporcionalmente”,  por  cuanto  para  los  efectos  del  abono  de  tiempo,  deja  al  juez  la
posibilidad de apreciar en forma discrecional el lapso concreto que la persona ha estado
privada de libertad. Así, en el caso del arresto domiciliario, que puede ser total o parcial,
quedaría al criterio del magistrado, en el caso de ser total, considerar cada día como uno
entero o sólo como medio día.

La Comisión, sin mayor debate, concordó por unanimidad con
la proposición del Ministerio de Justicia  para el  inciso segundo, y aprobó, también por
unanimidad, en iguales términos, el inciso final propuesto por el Senado.
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El texto de este número quedó como sigue:

“44) Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 348:

                                                     a) Substitúyese, en el inciso segundo, la frase “el tiempo
de detención” por lo siguiente: “proporcionalmente el tiempo de detención, privación de
libertad total o parcial “.

                                                     b) Agrégase el siguiente inciso final:

                                                       “ Cuando se pronunciare la decisión de condena, el
tribunal  podrá,  asimismo,  disponer  de  oficio  la  revisión  de  las  medidas  cautelares
personales, atendiendo al tiempo transcurrido y a la pena probable.”.

                                                     Número nuevo.- ( pasó a ser 45).

                   A proposición de la Defensoría, la Comisión procedió a
analizar una modificación a la letra a) del artículo 373, disposición que señala los casos en
que procede la declaración de nulidad del juicio oral y e la sentencia, señalando, en su letra
a),  que ello  ocurre cuando,  en la  tramitación  del  juicio  o en el  pronunciamiento  de la
sentencia, se hubieren infringido substancialmente derechos o garantías asegurados por la
Constitución  o por  los  tratados internacionales  ratificados  por Chile,  que se encuentren
vigentes.

La  Defensoría  propuso  substituir  en  dicha  letra  los
términos “ tramitación del juicio” por la frase “cualquier etapa del procedimiento”.

Fundó su proposición en que tratándose del recurso de
nulidad,  la  Corte  Suprema  ha  interpretado  que  para  que  sea  procedente  el  recurso,  la
vulneración de garantías debe darse sólo en la tramitación del juicio o en la dictación de la
sentencia, pero no durante la etapa de investigación, lo que tiene relación con la norma del
artículo 277 que sólo permite a la Fiscalía apelar de la exclusión de pruebas hechas por el
juez de garantía, pensando, en lo que se refiere a la defensa, en un posterior recurso de
nulidad.

Los representantes del Ministerio Público sostuvieron
que la interpretación de la Corte era correcta por cuanto la proposición de la Defensoría iría
en contra de una serie de normas legales, sin perjuicio, además, de que las disposiciones
que  permiten  alegar  la  nulidad  en  la  etapa  de  la  investigación,  se  encontraban  en  los
artículos  159 y siguiente  del  Código.  Más aún, el  artículo 160 presumía de derecho la
existencia de perjuicios cuando la infracción impedía el ejercicio de derechos amparados
por la Constitución o las leyes. Añadieron a lo anterior, que acoger la proposición de la
Defensoría  redundaría  en  una  considerable  ampliación  de   la  competencia  de  la  Corte
Suprema.

Los  representantes  del  Ministerio  de  Justicia
recordaron que era requisito para la procedencia del recurso de nulidad, su preparación. En
consecuencia,  si  la  defensa  no  hizo  valer  en  su  momento  el  incidente  de  nulidad,  se
entiende que  no se preparó el recurso y, por lo mismo, sería inadmisible. A su juicio, la
proposición de la Defensoría, salvaba un vació de la legislación.

La Comisión, por unanimidad, aprobó la proposición
de la Defensoría.

El texto de este número quedó como sigue:
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      45) Substitúyese en la letra a) del artículo 373 la frase
“tramitación del juicio” por la siguiente: “ cualquier etapa del procedimiento”.

                                                   Numero 43.- (pasó a ser 46)

Modifica  el  artículo  384,  norma que dispone que  la  Corte
deberá  fallar  el  recurso dentro  de los  veinte  días  siguientes  a  la  fecha  en que  hubiere
terminado de conocer de él.

Su  inciso  segundo  agrega  que  en  la  sentencia  deberán
exponerse  los  fundamentos  que sirvieren  de base  a  la  decisión;  pronunciarse  sobre  las
cuestiones controvertidas, salvo que se asociare el recurso, caso en el cual se limitará a las
causales que le hubieren sido suficientes,  y declarar  si  es o no nulo el  juicio  oral  y la
sentencia definitiva reclamadas o si solamente es nula la sentencia.

El Senado propone agregar un inciso final del siguiente tenor:

“El  fallo  del  recurso  se  dará  a  conocer  con  la  audiencia
indicada al efecto, con la lectura de su parte resolutiva o de una breve síntesis de la misma.”

Se  aprobó  sin  debate,  por  unanimidad,  en  los  mismos
términos.

                                                Número 44.- (pasó a ser 47).

                                    Introduce dos modificaciones al artículo 385, disposición que
establece que la Corte podrá invalidar sólo la sentencia y dictar, sin nueva audiencia pero
separadamente, la sentencia de reemplazo que se conforman a la ley, si la causal de nulidad
no se refiere a formalidades del juicio ni a los hechos y circunstancias que se hubieren dado
por probados, sino que se debiere a que el fallo calificó de delito un hecho que la ley no
considerare como tal,  o aplicado una pena cuando no procediere aplicar pena alguna,  o
hubiere impuesto una pena superior a la que legalmente correspondiere.

El Senado propone las siguientes modificaciones:

a) intercalar, después de la palabra “superior” los términos “o
inferior”, y

b) agregar un inciso segundo del siguiente tenor:
“La sentencia de reemplazo reproducirá las consideraciones

de hecho, los fundamentos de derecho y las decisiones de la resolución anulada, que no se
refieran a los puntos que hubieren sido objeto del recurso o que fueran incompatibles con la
resolución recaída en él, tal como se han dado por establecidos en el fallo recurrido.”.

Los  representantes  del  Ministerio  de  Justicia  propusieron
suprimir la letra a) de esta modificación, argumentando que el texto actual del artículo 385
plantea  la  situación  de  haberse  aplicado  en  la  sentencia  un  a  pena  mayor  a  la  que
legalmente correspondiera,  circunstancia que justificaría  la nulidad de la sentencia y la
dictación de una de reemplazo porque favorecería al acusado.  A la........ de acuerdo a la
propuesta del Senado, la nulidad de la sentencia y su posterior reemplazo, también debiera
tener lugar por haberse aplicado una pena inferior a la que correspondería, pero , en este
caso, no obstante no alterar los hechos establecidos en la sentencia, se estaría frente a una
primera sentencia que, por ser de reemplazo, no sería recurrible, situación que al decir del
profesor señor Boffil, constituiría una afectación inadmisible al derecho al recurso, según lo
señala la Convención Interamericana de Derechos Humanos.
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Los  representantes  del  Ministerio  Público  argumentaron  a
favor de la propuesta del Senado  porque no afectaba los hechos y circunstancias probadas
en el  juicio,  sino,  simplemente,  la  aplicación  de una pena inferior  a  la  que legalmente
correspondiera.  Recordaron que en el caso de acogerse la nulidad del juicio, la sentencia
que se dictara en el nuevo tampoco era recurrible y, sin embargo, no se afectaba el derecho
al recurso.

Los representantes de la Defensoría, mediante una indicación
alternativa, complementaron la proposición senatorial, limitándola al hecho de que la pena
inferior aplicada, fuera la consecuencia de una errada aplicación de las reglas del Código
Penal para la determinación de la pena.

Finalmente, la Comisión, atendiendo el parecer del Diputado
señor Bustos quien señaló que apoyaría la proposición sin el Código Penal fuera de una
precisión matemáticas para la determinación de la pena, cosa que no ocurría, acordó, por
unanimidad,  acoger  la  proposición  de  los  representantes  del  Ministerio  de  Justicia  y
rechazar, por unanimidad la letra propuesta por el Senado.

La letra b) se aprobó, sin debate, por unanimidad.

El texto de este número quedó como sigue:

47 ) Agrégase, en el artículo 385, el siguiente inciso segundo:

“La sentencia  de reemplazo reproducirá  las consideraciones
de hecho, los fundamentos de derecho y las decisiones de la resolución anulada, que no se
refieran a los puntos que hubieren sido objeto del recurso o que fueran incompatibles con la
resolución recaída en él, tal como se hubieren dado por establecidos en el fallo recurrido.”.

                                                 Número 45.- (pasó a ser 48)

Modifica el artículo 390, norma que señala fue recibida por el
fiscal la denuncia de un hecho constitutivo de alguno de los delitos a que se refiere el
artículo 388 (faltas y simples delitos con pena no superior a presidio o reclusión menores en
su grado mínimo),  solicitará del juez de garantía la inmediata citación a juicio, a menos
que  fueren  insuficientes  los  antecedentes  aportados,  se  encontrare  extinguida  la
responsabilidad penal del imputado o el fiscal decidiere aplicar la facultad que le concede el
artículo 170 (no iniciar la persecución penal o abandonar la ya iniciada por aplicación del
principio de oportunidad).

Su  inciso  segundo  agrega  que  tratándose  de  las  faltas
señaladas en los artículo 494, Nº 5 y 496, Nº 11, del Código Penal, sólo podrán efectuar el
requerimiento precedente las  a  quienes correspondiere la titularizad de la acción conforme
a lo dispuesto en los artículos 54 y 55.

El  Senado  propone  intercalar  dos  nuevos  incisos  a
continuación del primero, del siguiente tenor:

"El  fiscal  podrá  sustituir  por  un  requerimiento  la
formalización de la investigación que ya hubiere realizado, en cuyo caso el juez deberá
ordenar la prosecución del proceso conforme a las reglas de este Título.

Asimismo,  si  habiendo  presentado  acusación,  la  pena
requerida no excede de presidio o reclusión menores en su grado mínimo y no es posible
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llevar el caso al procedimiento abreviado, la acusación se tendrá como requerimiento y la
audiencia  de  preparación  del  juicio  oral  se  conformará  a  lo  previsto  en  este  Título,
citándose al término de la misma al juicio simplificado correspondiente.”.

Respecto  a  esta  norma,  el  profesor  Boffia  señaló  que  la
ampliación del ámbito del procedimiento simplificado, destinado en un principio nada más
que a las faltas, a ciertos simples delitos, se habría hecho sin una adecuada adaptación de
las normas del Título I del Libro Cuarto del Código.  Por ello, la proposición senatorial para
sustituir  una  formalización  de  la  investigación  ya  efectuada,  por  un  requerimiento,
incurriría  en  un  error  conceptual,  toda  vez  que  el  requerimiento  del  procedimiento
simplificado no equivale a la formalización del procedimiento ordinario, sino que, en todo
caso, a la acusación del fiscal una vez cancelada la investigación, prueba de ello es que
inciso primero de este artículo indica que el fiscal solicitará al juez de garantía la citación
inmediata a juicio.

Por otra parte, el verdadero sentido  de lo que se pretende en este
inciso,  no  sería  sustituir  una  actuación  por  otra,  sino  permitir  que  una   investigación
iniciada conforme a las normas del procedimiento ordinario, pueda continuarse de acuerdo
a las reglas del procedimiento simplificado, proposición que le parecía innecesaria porque
nada impediría tal cambio. 

Igualmente, el nuevo inciso tercero que se propone partiría de la
base que la fiscalía presentara una acusación, requiriendo una pena que no excediera de
presidio o reclusión menores en su grado mínimo, cuestión que no sería posible porque
tales  requerimientos  están  sometidos  al  procedimiento  simplificado,  el  que  es  de
competencia del juez de garantía.

No  obstante  estas  observaciones,  la  Comisión  acogió  la
exposición de los representantes del Ministerio de Justicia en cuanto a que el proyecto no
había recogido ninguna cuestión relacionada con las materias de carácter orgánico, entre
otras  razones,  por  las  distintas  posiciones  que se dan al  respecto  en el  seno del  Poder
Judicial.

En atención a lo anterior, procedió a tratar una indicación de la
Diputada Guzmán para sustituir en el inciso primero la palabra “juicio” por “audiencia” y
para agregar un inciso segundo del siguiente tenor:

“De igual manera, cuando los antecedentes lo ameriten y hasta
la  deducción  de  la  acusación,  el  fiscal  podrá  dejar  sin  efecto  la  formalización  de  la
investigación que ya hubiere realizado de acuerdo con lo previsto en el  artículo 230, y
proceder conforme a las reglas de este título.”.

Explicó la Diputada su indicación, señalando que ella obedecía
al propósito de agilizar el procedimiento y evitar en el caso de, existir antecedentes que lo
justifiquen, tener que continuar con el procedimiento ordinario.

La  Comisión  aprobó  por  unanimidad  ambas  proposiciones,
acordando agregar la segunda como párrafo final del inciso primero, y acogiendo, por igual
quórum, el nuevo inciso tercero propuesto por el Senado, el que quedó, en definitiva como
segundo.

El texto de este número quedó como sigue:
48) Modifícase el artículo 390 en los siguientes términos:

a)  Substitúyese  en  el  inciso  primero  la  palabra  “juicio”  por
“audiencia” y agrégase el siguiente párrafo final:

“De igual manera, cuando los antecedentes lo ameriten y hasta
la  deducción  de  la  acusación,  el  fiscal  podrá  dejar  sin  efecto  la  formalización  de  la
investigación que ya hubiere realizado de acuerdo con lo previsto en el  artículo 229, y
proceder conforme a las reglas de este título.”.
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b) Agrégase el siguiente inciso segundo, pasando el actual a ser
tercero:

“Asimismo, si habiendo presentado acusación, la pena requerida
no excede de presidio o reclusión menores en su grado mínimo y no es posible llevar el
caso al procedimiento abreviado, la acusación se tendrá como requerimiento y la audiencia
de  preparación  del  juicio  oral  se  conformará  a  lo  previsto  en  este  Título,  citándose  al
término de la misma al juicio simplificado correspondiente.”.

Número 46 (pasó a ser 49)
Modifica  el  artículo  391,  el  que  trata  del  contenido  del

requerimiento,  señalando  que  debe  indicarse  la  individualización  del  imputado;  una
relación  sucinta  del  hecho  que  se  le  atribuye,  con  indicación  del  tiempo  y  lugar  de
comisión;  la cita de la disposición legal  infringida;  la exposición de los antecedentes  o
elementos que fundan la imputación, y la individualización y la firma del requirente.

El Senado propuso agregar una nueva mención intercalando la
siguiente letra e):

“e) La pena solicitada por el requirente, y”.
Se aprobó sin debate, por unanimidad, en iguales términos.

Número 47 (pasó a ser 50)
Modifica  el  artículo  393,  norma  que  en  su  inciso  primero,

dispone  que  una  vez  recibido  el  requerimiento,  el  tribunal  ordenará  su  notificación  al
imputado y citará a todos los intervinientes al juicio, el que no podrá tener lugar antes de
veinte ni después de cuarenta días contados desde la fecha de la resolución. Agrega la
norma que el imputado deberá ser citado con, a lo menos, diez días de anticipación a la
fecha de la audiencia. La citación del imputado se hará bajo el apercibimiento señalado en
el artículo 33 y a la misma se acompañarán copias del requerimiento y las de querellas en
su caso.

El Senado propone reemplazar el subtítulo de este artículo por el
siguiente :”Citación a audiencia” y sustituir  la frase “citará a todos los intervinientes al
juicio” por “ citará a todos los intervinientes a la audiencia a que se refiere el artículo 395
bis”.

Se aprobó sin debate, por haberse retirado la única indicación
presentada, por unanimidad, solo con adecuaciones de forma.

Número 48 (pasó a ser 51)
Modifica el artículo 394, disposición que establece que al inicio

de la audiencia el tribunal efectuará una breve relación del requerimiento y de la querella,
en su caso. Cuando se encontrare presente la víctima, el juez instruirá a ésta y al imputado
sobre la posibilidad de poner término al procedimiento de conformidad a lo previsto en el
artículo 241 (acuerdos reparatorios),  si  ello  procediere atendida la  naturaleza del  hecho
punible materia del requerimiento.

El Senado propuso agregar un párrafo final a este artículo del
siguiente tenor:

                                                          “Asimismo,  el  fiscal
podrá proponer la suspensión condicional del procedimiento, si se cumplieren los requisitos
del artículo 237.”.

Se aprobó sin debate, por unanimidad, en iguales términos.

Número 49 (pasó a ser 52)

Modifica el artículo 395, norma que en su inciso primero señala
que vez efectuado lo prescrito en el artículo anterior, el tribunal preguntará al imputado si
admitiere  responsabilidad  en  los  hechos  contenidos  en  el  requerimiento  o  si,  por  el
contrario, solicitare la realización del juicio.
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Su  inciso  segundo  agrega  que  si  el   imputado  admitiere  su
responsabilidad  en el  hecho y no fueren necesarias  otras diligencias,  el  tribunal  dictará
sentencia  inmediatamente.  En estos casos el  juez aplicará  únicamente  pena de multa,  a
menos que concurrieren antecedentes calificados que justificaren la imposición de una pena
de prisión, los cuales se harán constar en la sentencia. Con todo, la imposición de la pena de
prisión no procederá si, al dirigirle la pregunta a que se refiere el inciso primero, el juez no
le hubiere advertido acerca de esta posibilidad.

El Senado propone sustituir al inciso segundo por el siguiente:
“Si  el  imputado  admitiere  su  responsabilidad  en  el  hecho,  el

tribunal dictará sentencia inmediatamente. En estos casos, el juez no podrá imponer una
pena  superior  a  la  solicitada  en  el  requerimiento,  permitiéndose  la  incorporación  de
antecedentes  que  sirvan  al  efecto  de  acreditar  circunstancias  modificatorias  de
responsabilidad penal, para la determinación de la pena a aplicar.”.

Los representantes del Ministerio de Justicia plantearon agregar
un párrafo final al inciso segundo propuesto por el Senado, del siguiente tenor:

“Para los efectos de lo dispuesto en el presente inciso, el fiscal
podrá  modificar  la  pena  requerida  con  la  finalidad  de  que  el  imputado  admita  su
responsabilidad.”.

Al  respecto  surgió  un  debate  con  los  representantes  de  la
Defensoría,  partidarios  de  suprimir  la  idea  de  admitir  responsabilidad  en  el  hecho,
limitándolo  a  un  reconocimiento  de  los  hechos  del  requerimiento,  agregando  que  la
admisión de responsabilidad en los mismos constituiría una atenuante muy calificada.

Sobre este punto,  los representantes del Ministerio de Justicia
sostuvieron que tal  idea pretendía aplicar al procedimiento simplificado, las normas del
procedimiento abreviado, cuestión diferente.

Añadieron que lo que se buscaba con la proposición que hacían,
era  incentivar  al  imputado  a  admitir  su  responsabilidad  en  los  hechos,  mediante  la
posibilidad de que el fiscal modificare la pena requerida. Se trataba, en otras palabras de
una negociación en que se pedía al imputado admitir responsabilidades a cambio de una
rebaja  de  la  pena.  Añadieron  que  el  texto  propuesto  por  el  Senado  redundaría  en  un
desinterés  del  imputado  en  reconocer  responsabilidad  porque  ello  no  le  significaría
beneficio alguno.

Finalmente  el  Diputado  Bustos  propuso  agregar  al  párrafo
sugerido  por  los  representantes  del  Ministerio  de  Justicia  al  final  del  inciso  primero,
proposición que la Comisión acogió por unanimidad, como asimismo, una indicación del la
Diputada Guzmán para sustituir en el mismo inciso la expresión “juicio” por “audiencia”

El nuevo inciso segundo propuesto por el Senado se aprobó en
los mismos términos, por unanimidad.

El texto de este número quedó como sigue:

“52) Modifícase el artículo 395 en los siguientes términos:

a)  Introdúcense  las  siguientes  modificaciones  en  el  inciso
primero:

1.- Substitúyese la expresión “del juicio” por “de la audiencia”

2.- Agrégase  al final del inciso, substituyendo el punto final por
un punto seguido, lo siguiente: “Para los efectos de lo dispuesto en el presente inciso, el
fiscal podrá modificar la pena requerida con la finalidad de que el imputado admita su
responsabilidad.”.

b)Substitúyese el inciso segundo por el siguiente:
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“Si  el  imputado  admitiere  su  responsabilidad  en  el  hecho,  el
tribunal dictará sentencia inmediatamente. En estos casos, el juez no podrá imponer una
pena  superior  a  la  solicitada  en  el  requerimiento,  permitiéndose  la  incorporación  de
antecedentes  que  sirvan  al  efecto  de  acreditar  circunstancias  modificatorias  de
responsabilidad penal, para la determinación de la pena a aplicar.”.

Número 50 (pasó a ser 53)
El Senado propone incorporar un nuevo artículo con el número

395 bis, con la siguiente redacción:
"Artículo  395  bis.  Preparación  del  juicio  simplificado.  Si  el

imputado  no admitiere  responsabilidad,  el  juez  procederá,  en  la  misma audiencia,  a  la
preparación  del  juicio  simplificado,  el  cual  tendrá  lugar  inmediatamente,  si  ello  fuere
posible, o a más tardar dentro de quinto día.

Será  especialmente  materia  de  preparación  del  juicio
simplificado, la autorización por parte del juez para admitir  la presentación de informes
periciales escritos y eximir la comparecencia del perito, cuando dichos informes, por su
estandarización  o  mecanización,  ofrezcan  suficientes  garantías  de  autenticidad  en  su
producción y claridad en sus resultados. Sin embargo, si alguna de las partes planteara una
línea de examen concreta, relevante y plausible, la comparecencia del perito no podrá ser
sustituida por la presentación de su informe.".

El Diputado Bustos fue partidario de dar al inciso segundo una
redacción similar a lo acordado para el artículo 315 en lo relativo a la probanza pericial, a
fin de evitar contradicciones.

Los representantes del Ministerio de Justicia hicieron presente
que dada la naturaleza de este juicio, lo que se quería era que durara lo menos posible, por
ello pensaban que se podría tener un poco más de laxitud que en el caso del procedimiento
ordinario, opinión con la que no concordaron los representantes de la Defensoría, toda vez
que con este procedimiento también podrían perseguirse delitos con una penalidad bastante
alta.

Cerrado el  debate,  se acordó, por unanimidad,  aprobar en los
mismos términos el inciso primero y dar una redacción similar a la acordada para el artículo
315 al segundo.

El texto de este número es del siguiente tenor:
53) Agrégase el siguiente artículo 395 bis:
“Artículo  395  bis.-  Preparación  del  juicio  simplificado.  Si  el

imputado  no admitiere  responsabilidad,  el  juez  procederá,  en  la  misma audiencia,  a  la
preparación  del  juicio  simplificado,  el  cual  tendrá  lugar  inmediatamente,  si  ello  fuere
posible, o a más tardar dentro de quinto día.

Será  especialmente  materia  de  preparación  del  juicio
simplificado,  la autorización por parte del juez para que, excepcionalmente,  las pericias
consistentes en análisis de alcoholemia, de ADN  y aquellas que recaigan sobre sustancias
estupefacientes  o  psicotrópicas,  puedan  ser  incorporadas  al  juicio  en  base  al  informe
respectivo.  Sin  embargo,  si  alguna  de  las  partes  lo  solicitara  fundadamente,  la
comparecencia del perito no podrá ser substituida por la presentación del informe.”.

Número 51 (pasó a ser 54)
Modifica el inciso primero del  artículo 396, que establece que

cuando el imputado solicitare la realización del juicio, éste se llevará a cabo de inmediato,
dándose lectura al requerimiento del fiscal y a la querella, si la hubiere. En seguida se oirá a
los comparecientes y se recibirá la prueba, tras lo cual se preguntará al imputado si tuviere
algo que agregar. Con su nueva declaración o sin ella, el juez pronunciará su decisión de
absolución o condena, y fijará una nueva audiencia, para dentro de los cinco días próximos,
para dar a conocer el texto escrito de la sentencia.

El Senado propone sustituir  la frase inicial  del inciso primero
"Cuando  el  imputado  solicitare  la  realización  del  juicio,  éste  se  llevará  a  cabo  de
inmediato," por "El juicio simplificado comenzará".
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Se aprobó sin debate, por unanimidad, en los mismos términos.
Número 52 (se suprime)
Modifica el inciso primero del artículo 398, el que establece que

cuando  resultare  mérito  para  condenar  por  el  hecho  imputado,  pero  concurrieren
antecedentes favorables que no hicieren aconsejable la imposición de la pena al imputado,
el juez podrá dictar la sentencia y disponer en ella la suspensión de la pena y sus efectos por
un plazo de seis meses. 

El Senado propone sustituir el inciso primero para agregar en el
subtítulo, al final, “por Falta” y para reemplazar en el texto los términos “el hecho “ por “la
falta”.

No obstante  que  los  representantes  del  Ministerio  de  Justicia
estimaron razonable la proposición del Senado, la Comisión se inclinó por la proposición
del  Diputado Bustos  y de los  representantes  de la  Defensoría,  quienes  sostuvieron que
aplicándose el procedimiento simplificado no sólo a las faltas, sino también a los simples
delitos, parecería ilógico aprobar la proposición del Senado.

En consecuencia, se rechazó el número por unanimidad.

Número 53.- ( se suprime)

Modifica el  artículo 399, disposición que señala que
contra la sentencia definitiva sólo podrá interponerse el recuso de nulidad previsto en el
Título IV del Libro III. El fiscal requirente y el querellante, en su caso, sólo podrán recurrir
si hubieren concurrido al juicio.

El  Senado  propone  intercalar  a  continuación  de  la
palabra “Tercero”, la oración “ En estos casos conocerá siempre, cualquiera sea la causal de
nulidad invocada, la Corte de Apelaciones respectiva.”.

Los  representantes  del  Ministerio  de  Justicia  fueron
partidarios de suprimir este número por cuanto al establecer que de él debería conocer la
Corte Suprema, cualquiera fuera la causal de nulidad invocada, se estaría contrariando el
diseña  sistemático  establecido  en  el  Código  para  el  recurso  de  nulidad.  En  efecto,  de
acuerdo a tal diseño, a la Corte Suprema corresponde conocer de los recursos de nulidad
que inciden en infracciones a las garantías constitucionales por corresponder a ella la última
palabra en materia de derecho, tal como lo explicita la letra a) del artículo 373. Asimismo,
corresponde  a  ella,  ante  las  distintas  interpretaciones  de  las  Cortes  de  Apelaciones,
dilucidar las diferencias a fin de uniformar el derecho y señalar la correcta doctrina acerca
del punto en debate.

La proposición de la Defensoría, en cuanto permitiría a
las  Cortes  de  Apelaciones  conocer  de  estos  recursos,  daría  lugar  a  una  jurisprudencia
diversa  en  materias  relacionadas  con las  garantías  constitucionales,  sin  que  quedara  la
posibilidad de que la Corte Suprema pudiera unificar la correcta doctrina.

La Comisión, por unanimidad, acogió la opinión de los
representantes del Ministerio de Justicia y procedió a suprimir este número.

Número 54.- ( pasó a ser 55)

Modifica el artículo 406 , disposición  que señala en su
inciso  primero  que  se  aplicará  el  procedimiento  abreviado para  conocer  y  fallar,  en  la
audiencia del juicio oral, los hechos respecto de los cuales el fiscal requiriere la imposición
de una pena privativa de libertad no superior a cinco años de presidio o reclusión menores
en su grado máximo,  o bien, cualesquiera otras penas de distinta naturaleza,  cualquiera
fuere su entidad o monto,, ya fueren ellas únicas, conjuntas o alternativas.
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Su inciso  segundo agrega  que  para  lo  anterior,  será
necesario que el imputado, en conocimiento de los hechos materia de la acusación, y de los
antecedentes de la investigación que la fundaren, los acepte expresamente y manifieste su
conformidad con la aplicación de este procedimiento.

Su  inciso  tercero  añade  que  la  existencia  de  varios
acusados o la atribución de varios delitos a un mismo acusado, no impedirá la aplicación de
las reglas del procedimiento abreviado a aquellos acusados o delitos respecto de los cuales
concurrieren los presupuestos señalados en este artículo.

El Senado propone suprimir en este inciso la frase “ en
la audiencia de preparación del juicio oral”.

La Diputada señora Guzmán presentó una indicación
para, junto con cambiar la redacción de la norma, substituir el término “acusación “ del
inciso  segundo  por  “requerimiento”  y  para  configurar  la  atenuante  de  responsabilidad
establecida en el artículo 11 Nº 8 del Código Penal, en el caso de darse el presupuesto de
aceptación de los hechos por parte del imputado.

                                                           Fundamentó su proposición en la necesidad de hacer
aplicable y útil el sistema, estableciendo un incentivo para que el imputado reconozca los
hechos y, cumpliendo los requisitos de carácter copulativo que establece la norma, pueda
configurarse una atenuante de responsabilidad.

Los representantes del Ministerio de Justicia hicieron
presente que los objetivos señalados por la Diputada, eran los mismos que se perseguían
con  el  texto  senatorial,  con  la  diferencia  que  no  se  había  querido  rearmar  todo  el
procedimiento abreviado, sino que introducir determinadas modificaciones que llevaran en
la misma dirección. Por ello, en esta norma, se flexibilizaba la posibilidad de aplicar el
procedimiento abreviado, no solamente en la audiencia de preparación del juicio oral sino
que desde el inicio del procedimiento hasta la audiencia señalada. En el artículo siguiente,
es decir, en el 407 se establecía el incentivo, pero no como el producto de una calificación
efectuada  por  la  ley  ante  el  hecho  de   aceptarse  los  hechos  y  los  antecedentes  de  la
investigación, sino como una posible circunstancia atenuante que el fiscal  puede reconocer.

Cerrado  el  debate,  la  Comisión  procedió,  por
unanimidad, a aprobar el texto `propuesto por el Senado, en los mismos términos.

 Número 55.- ( pasó a ser 56).

Substituye  el  artículo  407,  norma que señala  que  la
solicitud  del  fiscal  para  proceder  de  acuerdo  al  procedimiento  abreviado  podrá  ser
planteada al juez de garantía por escrito, en la oportunidad que señala el artículo 248 o,
verbalmente, en la misma audiencia de preparación del juicio oral. En este último caso, el
fiscal y el acusador particular, si lo hubiere, podrán modificar su acusación así como la
pena requerida, a fin de permitir la tramitación del procedimiento conforme a las normas de
este Título.

El  Senado  propone  substituir  este  artículo  por  el
siguiente:

“Artículo  407.-  Oportunidad  para  solicitar  el
procedimiento abreviado. Una vez formalizada la investigación, la tramitación de la causa
conforme a las reglas del procedimiento abreviado podrá ser acordada en cualquier etapa
del procedimiento, hasta la audiencia de preparación del juicio oral.
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Si no se hubiere deducido aún acusación, el fiscal y el
querellante,  en  su  caso,  las  formularán  verbalmente  en  la  audiencia  que  el  tribunal
convoque para resolver la solicitud de procedimiento abreviado,  a la que deberá citar  a
todos los intervinientes. Deducidas verbalmente las acusaciones, se procederá en lo demás
en conformidad a las reglas de este Título.

Si  se  hubiere  deducido  acusación,  el  fiscal  y  el
acusador  particular  podrán  modificarla  según  las  reglas  generales,  así  como  la  pena
requerida, con el fin de permitir la tramitación del caso conforme a las reglas de este Título.
Para estos efectos, la aceptación de los hechos a que se refiere el inciso segundo del artículo
406  podrá  ser  considerada  por  el  fiscal  como  suficiente  para  estimar  que  concurre  la
circunstancia atenuante de colaboración substancial para el esclarecimiento de los hechos,
sin perjuicio de las demás reglas que sean aplicables para la determinación de la pena-

Si el procedimiento abreviado no fuere admitido por el
juez de garantía, se tendrán por no formuladas las acusaciones verbales realizadas por el
fiscal y el querellante, lo mismo que las modificaciones que, en su caso, éstos hubieren
realizado a sus respectivos libelos, y se continuará de acuerdo a las disposiciones del Libro
Segundo de este Código.”.

El Diputado señor Burgos hizo presente que parecía
más apropiado hacer referencia en el inciso tercero a la atenuante del artículo 11 N1 9 del
Código Penal, en lugar de la atenuante de colaboración substancial.

Cerrado el debate, se acogió por unanimidad el texto
propuesto por el Senado, con la observación formulada por el Diputado señor Burgos.

El texto de este número quedó como sigue:

56) Substitúyese el artículo 407 por el siguiente:

        “Artículo  407.-  Oportunidad  para  solicitar  el
procedimiento abreviado. Una vez formalizada la investigación, la tramitación de la causa
conforme a las reglas del procedimiento abreviado podrá ser acordada en cualquier etapa
del procedimiento, hasta la audiencia de preparación del juicio oral.

Si no se hubiere deducido aún acusación, el fiscal y el
querellante,  en  su  caso,  las  formularán  verbalmente  en  la  audiencia  que  el  tribunal
convoque para resolver la solicitud de procedimiento abreviado,  a la que deberá citar  a
todos los intervinientes. Deducidas verbalmente las acusaciones, se procederá en lo demás
en conformidad a las reglas de este Título.

Si  se  hubiere  deducido  acusación,  el  fiscal  y  el
acusador  particular  podrán  modificarla  según  las  reglas  generales,  así  como  la  pena
requerida, con el fin de permitir la tramitación del caso conforme a las reglas de este Título.
Para estos efectos, la aceptación de los hechos a que se refiere el inciso segundo del artículo
406  podrá  ser  considerada  por  el  fiscal  como  suficiente  para  estimar  que  concurre  la
circunstancia atenuante del artículo 11 Nº 9 del Código Penal, sin perjuicio de las demás
reglas que sean aplicables para la determinación de la pena-

Si el procedimiento abreviado no fuere admitido por el
juez de garantía, se tendrán por no formuladas las acusaciones verbales realizadas por el
fiscal y el querellante, lo mismo que las modificaciones que, en su caso, éstos hubieren
realizado a sus respectivos libelos, y se continuará de acuerdo a las disposiciones del Libro
Segundo de este Código.”.
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Número 56.-( pasó a ser 57).

Substituye  el artículo 447, norma que dispone que en
cualquier estado del procedimiento se podrá conceder la libertad provisional del imputado
de acuerdo a las reglas generales, pero el Ministro de la Corte Suprema tomará las medidas
que estimare necesarias para evitar la fuga del imputado.

El  Senado  propone  substituir  este  artículo  por  el
siguiente:

“Artículo  447.-  De  la  modificación,  revocación  o
sustitución de las medidas cautelares personales. En cualquier estado del procedimiento se
podrán modificar, revocar o substituir las medidas cautelares personales que se hubieren
decretado, de acuerdo a las reglas generales, pero el Ministro de la Corte Suprema tomará
las medidas que estimare necesarias para evitar la fuga del imputado.”.

Se aprobó sin debate, por unanimidad, en los mismos
términos.

Número 57.- ( pasó a ser 58)

Modifica el artículo 470, norma que dispone que una
vez  transcurridos  seis  meses  desde  la  fecha  de  la  resolución  firme  que  hubiere  puesto
término  al  juicio,  sin  que  hubieren  sido  reclamadas  por  su  legítimo  titular  las  cosas
corporales  muebles  retenidas  y  no  decomisadas  que  se  encontraren  a  disposición  del
tribunal, deberá procederse de acuerdo a lo dispuesto en los incisos siguientes:

Si se tratare de especies, el administrador del tribunal,
previo acuerdo del  comité  de jueces,  las  venderá  en pública  subasta.  Los mremates  se
podrán efectuar dos veces al año.

El  producto  de  los  remates,  así  como los  dineros  o
valores  retenidos  y no decomisados,  se  destinarán  a  la  Corporación Administrativa  del
Poder Judicial.

Si se hubiere decretado el sobreseimiento temporal o
la suspensión condicional del procedimiento, el plazo señalado en el inciso primero será de
un año.

El  Senado  propone  agregar  los  siguientes  incisos
quinto y sexto a este artículo:

“  El  procedimiento  señalado  en  los  incisos
precedentes,  será  aplicable  también   respecto  de  los  bienes  que  se  encuentren  bajo  la
custodia o a disposición del ministerio público, transcurridos, a lo menos, seis meses desde
la fecha de las resoluciones a que se refieren los artículos 167, 168, 170 y 248 letra c) de
este Código. Para estos efectos, el fiscal podrá las especies a disposición del tribunal.

Lo  dispuesto  en  los  incisos  anteriores  no  tendrá
aplicación tratándose de especies de carácter ilícito. En tales casos, el fiscal solicitará al
juez de garantía que autorice y proceda a su destrucción.”.

Los  representantes  del  Ministerio  de  Justicia
propusieron substituir el nuevo inciso quinto propuesto por el Senado, por el siguiente:
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“ Las especies que se encuentren bajo la custodia o a
disposición del ministerio público, transcurridos a lo menos seis meses desde la fecha en
que se dicte alguna de las resoluciones a que se refieren los artículos 167, 168, 170 y 248
letra c) de este Código, serán remitidas a la Dirección General del Crédito Prendario, para
que proceda de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo anterior.”.

La  Comisión  procedió  a  aprobar  por  unanimidad  la
proposición de los representantes del Ministerio de Justicia, agregando luego de la palabra
“resoluciones” las expresiones “ o decisiones” para evitar posibles interpretaciones en el
sentido  de  que  las  decisiones  administrativas  como  la  de  archivo  provisional,  sean
consideradas como no comprendidas en el concepto de resolución..

El texto de este número quedó como sigue:

58)  Agréganse,  en  el  artículo  470,  los  siguientes
incisos quinto y sexto:

“Las especies que se encuentren bajo la custodia o a
disposición del ministerio público, transcurridos a lo menos seis meses desde la fecha en
que se dicte alguna de las resoluciones o decisiones a que se refieren los artículos 167, 168,
170 y 248, letra  c) de este  Código, serán remitidas  a la  Dirección General  del Crédito
Prendario, para que proceda de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo
anterior.

Lo  dispuesto  en  los  incisos  anteriores  no  tendrá
aplicación tratándose de especies de carácter ilícito. En tales casos, el fiscal solicitará al
juez que autorice proceder a su destrucción.”.

ARTÍCULO 2º.- 

Introduce  en  cuatro  números  un  total  de  nueve
modificaciones  al  Código  Penal,  todas  las  que  se  trataron  con  juntamente,  optándose
finalmente por modificar los artículos 269 bis y ter sobre la base de una proposición de los
representantes del Ministerio de Justicia y de la Diputada señora Guzmán.

Las modificaciones propuestas por el Senado son las
siguientes::

Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones
al Código Penal:

1) Reemplázase el epígrafe del Párrafo 7º, del Título IV, del
Libro II, por el siguiente:

“§ 7. De las falsedades vertidas en el proceso y del perjurio”.

2) Sustitúyense los artículos 206, 207, 208, 209 y 210, por los
siguientes:

“Artículo  206.  El  testigo,  perito  o  intérprete  que  ante  un
tribunal faltare a la verdad en su declaración, informe o traducción, será castigado con la
pena de presidio menor en sus grados mínimo a medio y multa de seis a veinte unidades
tributarias mensuales, si se tratare de proceso civil o por falta, y con presidio menor en su
grado medio a máximo y multa de veinte a treinta unidades tributarias mensuales, si se
tratare de proceso penal por crimen o simple delito. 
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Tratándose de peritos e intérpretes, sufrirán además la pena de
suspensión de profesión titular durante el tiempo de la condena.

Si la conducta se realizare contra el imputado o acusado en
proceso por crimen o simple delito, la pena se impondrá en el grado máximo.

Artículo 207. El que a sabiendas presentare ante un tribunal a
los testigos, peritos o intérpretes a que se refiere el artículo precedente u otros medios de
prueba falsos o adulterados,  será castigado con la  pena de presidio menor en su grado
mínimo a medio y multa de seis a veinte unidades tributarias mensuales, si se tratare de
proceso civil o por falta, y con presidio menor en su grado medio a máximo y multa de
veinte a treinta unidades tributarias mensuales, si se tratare de proceso penal por crimen o
simple delito. 

Los abogados que incurrieren en la conducta descrita, sufrirán
además la pena de suspensión de profesión titular durante el tiempo de la condena.

Tratándose de un fiscal del ministerio público, la pena será de
presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo. 

En todo caso, si la conducta se realizare contra el imputado o
acusado en proceso por crimen o simple delito, la pena se impondrá en el grado máximo.

Artículo 208. El testigo que a sabiendas faltare a la verdad en
su declaración ante un fiscal del ministerio público, será castigado con la pena de presidio
menor en su grado mínimo y multa de dos a doce unidades tributarias mensuales, siempre
que con ello se hubiere provocado un perjuicio para la investigación.

El perito o intérprete que ante un fiscal del ministerio público
faltare a la verdad en su informe o traducción, será castigado con la pena prevista en el
inciso  precedente,  además  de  suspensión  de  profesión  titular  durante  el  tiempo  de  la
condena, aún cuando no concurriere perjuicio para la investigación.

Constituirá  circunstancia  agravante  el  que  las  conductas  se
realizaren contra el imputado en proceso por crimen o simple delito.

Artículo 208 bis. Para los efectos consignados en el artículo
precedente,  se  entiende  que  perjudica  la  investigación  la  información  que  impide  u
obstaculiza el esclarecimiento de los hechos o la determinación de sus responsables y la que
conduce a que se soliciten medidas cautelares improcedentes o se deduzcan acusaciones
infundadas.

Artículo 209. El que a sabiendas presentare ante un fiscal del
ministerio público a los testigos, peritos o intérpretes a que se refiere el artículo 208 u otros
medios de prueba falsos o adulterados, será castigado con la pena de presidio menor en su
grado mínimo y multa de dos a doce unidades tributarias mensuales.

Los abogados que incurrieren en la conducta descrita, sufrirán
además la pena de suspensión de profesión titular durante el tiempo de la condena.

Constituirá  circunstancia  agravante  el  que  la  conducta  se
realizare contra el imputado en proceso por crimen o simple delito.

Artículo  210.  La  retractación  oportuna  de  quien  hubiere
incurrido  en  alguna  de  las  conductas  previstas  en  los  artículos  206  a  209  constituirá
circunstancia atenuante muy calificada, en los términos del artículo 68 bis de este Código.
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Retractación oportuna es aquélla que tiene lugar, ante el juez
o el fiscal, en su caso, en condiciones de tiempo y forma adecuados para ser considerada
por el tribunal que debe resolver la causa.

En  todo  caso,  la  retractación  oportuna  eximirá  de
responsabilidad penal en casos calificados, cuando su importancia para el esclarecimiento
de los hechos y la gravedad de los potenciales efectos de su omisión, así lo justificaren.”.

3) Sustitúyese el artículo 212, por el siguiente:

“Artículo  212.  El  que  fuera  de  los  casos  previstos  en  los
artículos precedentes, faltare a la verdad en declaración prestada bajo juramento o promesa
exigida por ley, será castigado con la pena de prisión en cualquiera de sus grados o multa
de una a cuatro unidades tributarias mensuales.”.

4)  Agrégase,  a  continuación  del  artículo  212,  el  siguiente
artículo 212 bis, nuevo:

“Artículo 212 bis. Están exentos de responsabilidad penal por
la conducta sancionada en los artículos 206 y 208 de este Código, quienes se encontraren
amparados por cualquiera  de los  supuestos  a  que se refiere  el  artículo  305 del  Código
Procesal Penal.”.

La Comisión en atención a lo relacionado del tema tratado en
todas estas disposiciones, las que dicen relación con la declaración de peritos y testigos ante
el ministerio público, acordó tratarlos en conjunto, recibiendo al  respecto una proposición
de los representantes del Ministerio de Justicia para tratar la materia en un nuevo artículo
que propusieron introducir al Código Penal.

Al efecto propusieron lo siguiente:

“Para substituir  el  artículo 269 bis del Código Penal por el
siguiente:

“  Artículo  269  bis.-  El  que  a  sabiendas  perjudique  la
investigación  de  un  hecho  punible  aportando  de  cualquier  forma  informaciones  o
antecedentes falsos al ministerio público o a las policías, será castigado con las pena de
presidio en su grado mínimo y multa de dos a doce unidades tributarias mensuales.

Constituirá circunstancia agravante el que las informaciones o
antecedentes  falsos  permitan  fundar  la  imputación  del  hecho  punible  a  persona
determinada.

Los abogados que incurrieren en la conducta descrita sufrirán,
además, la pena de suspensión de profesión titular durante el tiempo de la condena.

Para los efectos de este artículo se entiende que perjudica la
investigación la información o antecedente que impide u obstaculiza el esclarecimiento de
los hechos o la  determinación de sus responsables  y la que conduce a que se soliciten
diligencias  de  la  investigación  o  medidas  cautelares  improcedentes,  o  se  deduzcan
acusaciones infundadas.

Con  todo,  la  retracción  del  responsable  constituirá
circunstancia atenuante muy calificada, en los términos del artículo 68 bis de este Código, y
eximirá  de  responsabilidad  penal  en  casos  calificados,  cuando  su  importancia  para  el
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esclarecimiento de los hechos y la gravedad de los potenciales efectos de su omisión, así lo
justifiquen. Retracción oportuna es aquella  que tiene lugar ante el juez o el fiscal, en su
caso, en condiciones de tiempo y forma adecuados para ser considerada por el tribunal que
debe resolver la causa.

                                               Los representantes del Ministerio de Justicia sostuvieron que
la proposición que hacían guardaba similitudes  con la  planteada por el  profesor Boffil,
siendo de notar algunas diferencias como el hecho de que en la proposición ministerial
podía ser sujeto activo del delito cualquier persona, la conducta que se sanciona es aportar
información o antecedentes falsos, en cambio en el tipo penal vigente para el  delito de
obstrucción a la justicia dicha conducta es la de rehusar, es decir, exige un requerimiento
previo de los jueces, circunstancia que hace más difícil la comisión del delito en el caso que
se trata. Lo que se propone es una adaptación al nuevo sistema. Los sujetos pasivos serían,
además  del  ministerio  público,  las  policías  y  la  parte  subjetiva  estaría  cubierta  por  la
expresión “ a sabiendas.

                                              La Diputada señora Guzmán estimó muy amplia la redacción 
en cuanto consideraba como sujeto pasivo a las policías y establecía una agravante para el
caso que los  antecedentes  falsos permitieran fundar una imputación a  una persona,  en
circunstancias que tal imputación podía no tener resultado alguno.

Al  respecto  presentó  una  indicación  sobre  la  base  de  la
proposición del profesor señor Boffil, del siguiente tenor:

“Artículo 208.- El que mediante la aportación de antecedentes
falsos  indujera  a  sabiendas  al  ministerio  público  a  realizar  u  omitir  actuaciones,
obstaculizando  con  ello  gravemente  el  esclarecimiento  de  un  hecho  punible  o  la
determinación de sus responsables, será castigado con presidio menor en su grado mínimo
y multa de dos a doce unidades tributarias mensuales.

El que empleare los medios descritos en el inciso precedente
para inducir al ministerio público a solicitar medidas cautelares o a deducir acusaciones
infundadas, será castigado con presidio menor en sus grados mínimo a   medio y multa de
seis a veinte unidades tributarias mensuales.

El abogado que incurriere  en las conductas descritas en los
incisos precedentes será castigado, además,  con la pena de suspensión de profesión titular
durante el tiempo de la condena.

Artículo 209.- La  retractación de quien hubiere incurrido en
la  conducta  descrita  en  el  inciso  segundo  del  artículo  208  constituirá  circunstancia
atenuante muy calificada, en los términos del artículo 68 bis de este Código.

Retracción oportuna es aquella  que tuviere lugar durante la
permanencia de la medida cautelar y que condujere a su alzamiento o, en su caso, antes del
pronunciamiento  de  la  sentencia  o  de  la  decisión  de  absolución  o  condena,  según
correspondiere.”.

El Diputado señor Bustos estimó que la proposición del señor
Boffil, adoptada por la Diputada señora Guzmán, debería figurar en el artículo 269 bis y no
en el 208 como se la propone, como también que encontraba complicado, desde el punto de
vista práctico, el empleo del verbo inducir, porque ello podría dar lugar a un tema de prueba
sumamente  dificultoso.  Lo  fundamental  del  delito  de  obstrucción  a  la  justicia  sería  la
entrega  de  antecedentes  o  pruebas  falsas  al  fiscal  que  lo  lleven  a  formalizar  una
investigación. El verbo inducir, en cambio, dadas sus reminiscencias subjetivas,  exigiría
probar la intencionalidad.
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En  todo  caso,  creía  que  en  la  figura  propuesta  no  se
consignaba la posibilidad de que la ocultación de antecedentes fuera hecha por el propio
fiscal, cuestión que también debería sancionarse como obstrucción a la justicia.  Ante la
observación de los representantes .del Ministerio Público, en cuanto a que dicha situación
estaría sancionada en el artículo 269 ter, que sancionaba al fiscal que, a sabiendas, ocultare,
alterare  o  destruyere  cualquier  antecente,  hizo  presente  que,  en  todo  caso,  en  esa
disposición faltaba la situación inversa a la descrita, es decir, que la actitud del fiscal se
orientara a un ocultamiento o destrucción para evitar que se estableciera la existencia de un
delito.

La Diputada señora Guzmán estimó necesario agregar en el
inciso segundo de su indicación, las expresiones “ a sabiendas”proposición que la Comisión
acogió.

La  Diputada  señora  Soto  concordó  con  la  opinión  del
Diputado  señor  Bustos  en  lo  relativo  a  la  inconveniencia  del  verbo  inducir  y  mostró
preocupación por la inclusión de las policías, toda vez que ello podría llevar a injusticias
respecto del imputado.

El  profesor  señor  Boffil  coincidió  con  la  proposición  del
Diputado señor Bustos en cuanto a que la materia se tratara en el artículo 269 bis, que trata
del delito de obstrucción a la justicia. En cuanto al verbo inducir, estuvo de acuerdo en
buscar otra forma que expresara la idea de que los antecedentes aportados fueren de tal
entidad que el ministerio público, haciendo un juicio de mérito sobre ellos, conduzca o no
la investigación hacia determinado objetivo. 

En lo que se refiere a las policías, señaló que la descripción de
la figura que se propone torna inocuo quien sea el que reciba los antecedentes, porque no se
dice a quien tienen que entregarse. Perfectamente podría ser a las policías por cuanto si se
trata de antecedentes  falsos  y el  fiscal,  que es quien dirige la investigación,  toma una
determinación errada en base a la información, se habría cometido un delito.

Los representantes del Ministerio Público estimaron necesario
mantener en la nueva norma que finalmente se aprobara, la exención de la obligación de
declarar  que el actual artículo 269 bis establece en su inciso final, respecto de los parientes
y de determinadas personas que por su estado, profesión o función están exentas  de la
obligación de declarar y que figuran en los artículos 302 y 303 del Código Procesal Penal ,
opinión que rebatida  por  el  profesor Boffil  quien estimó que dichas  personas  tienen el
derecho a no prestar declaración.  En efecto, en el caso de los parientes señalados en el
artículo 302, la exención se justifica por el conflicto que la ley reconoce existir entre la
necesidad declarar bajo juramento o no declarar para no perjudicar al pariente. Por eso la
ley los exime de la obligación de declarar que afecta a la mayoría de las personas. Por ello,
le parece que si la ley les da el derecho a no declarar, no podría justificarse que lo hagan
voluntariamente faltando a la verdad. En tal caso, como todo testigo, estarían sometidos al
deber de verdad. 

El Diputado señor Bustos señaló comprender el planteamiento
del  señor  Boffil  pero  estimó  que en  este  aspecto  había  que  sujetarse  a  la  realidad   y
entender  que  no  sólo  podía  tratarse  de  declaraciones  sino  que  también  del  aporte  de
antecedentes. Agregó que el carácter desformalizado de la investigación justificaba aún más
la  existencia  de  una  excusa legal  absolutoria  respecto  de  los  parientes  señalados  en  el
artículo  302,  porque  parecía  perfectamente  atendible  que,  por  ejemplo,  un  padre,  no
obstante no estar obligado a declarar, contestara una consulta falseando la realidad para
ayudar a su hijo.
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Finalmente, la Comisión procedió a aprobar, por mayoría de
votos, ( 3 votos a favor y 1 abstención), a proposición de los representantes del Ministerio
de  Justicia,  el  siguiente  texto  para  los  artículos  269  bis  y  269  ter  del  Código  Penal,
substituyendo, en consecuencia, el artículo 2º del proyecto por el  que se indica: 

Artículo  2º.-  Introdúcense  las  siguientes
modificaciones en el Código Penal:

a)  Modifícase  el  artículo  269  bis  en  los  siguientes
términos:

                                                            1.- Substitúyese el inciso primero por los  cinco
siguientes:

“Artículo  269  bis.-  El  que,  a  sabiendas,  obstaculice
gravemente el esclarecimiento de un hecho punible o la determinación de sus responsables,
mediante  la  aportación  de  antecedentes  falsos  que  condujeren  al  Ministerio  Público  a
realizar u omitir actuaciones de la investigación, será sancionado con la pena de presidio
menor en su grado mínimo y multa de dos a doce unidades tributarias mensuales.

                                                             La pena prevista en el inciso precedente se aumentará
en  un  grado  si  los  antecedentes  falsos  aportados,  condujeren  al  Ministerio  Público  a
solicitar medidas cautelares o a deducir una acusación infundada.

                                                             El abogado que incurriere en las conductas descritas
en los incisos anteriores, será castigado, además, con la pena de suspensión de profesión
titular durante el tiempo de la condena.

                                                              La retractación de quien hubiere incurrido en las
conductas  de  que  trata  el  presente  artículo,  constituirá  circunstancia  atenuante  muy
calificada en los términos que previene el artículo 68 bis.

                                                               Se entiende por retractación oportuna aquella que se
produce en condiciones de tiempo y forma adecuados para ser considerada por el tribunal
que deba resolver y, en especial, aquella que tuviere lugar durante la vigencia de la medida
cautelar  decretada  en virtud de los antecedentes  falsos  aportados y que condujere  a  su
alzamiento o, en su caso, la que ocurriere antes del pronunciamiento de la sentencia o de la
decisión de absolución o condena, según correspondiere.”.

   2.- En el inciso segundo, substitúyese la frase que
sigue a la palabra “Código”por la siguiente: “ y el artículo 302 del Código Procesal Penal.”.

  b) Introdúcense las siguientes modificaciones en el
artículo 269 ter:

                                                              1.- Agrégase a continuación de la expresión
“existencia” los términos “ o inexistencia”, y

                                                              2.- Agrégase a continuación  de la frase
“`participación punible en él”suprimiendo la coma (,) que la sigue, lo siguiente: “ de alguna
persona o su inocencia,”.

Los  artículos  206  y  207  del  texto  original  fueron
rechazados por mayoría de votos ( 3 votos en contra y 1 abstención). Los artículos 208, 208
bis, 209, 210, 211, 212 y 212 bis fueron rechazados por unanimidad.

ARTÍCULO  3º.- 

83



Modifica el artículo 6º transitorio de la ley Nº 19.665,
que reforma el Código Orgánico de Tribunales.

El  artículo  mencionado  crea  la  Comisión  de
Coordinación de la Reforma Procesal Penal, la que tiene como función realizar los estudios
y proposiciones técnicas que faciliten la puesta en marcha del nuevo sistema procesal penal.

Su  inciso  segundo  indica  la  integración  de  esta
Comisión, la que será presidida por el Ministro de Justicia.

Su  inciso  tercero  señala  que  la  Comisión  deberá
sesionar, al menos, una vez al mes.

Su inciso cuarto dota a la Comisión de un Secretario
Ejecutivo, de su propia designación, con derecho a voz pero no a voto.

Su  inciso  quinto  permite  al  Secretario  Ejecutivo
contratar hasta cuatro profesionales que se integrarán a la Secretaría.

Su inciso sexto dispone que la Comisión se disolverá
un  año  después  de  la  entrada  en  vigencia  de  la  reforma  procesal  penal  en  la  región
Metropolitana.

Su  inciso  séptimo  encomienda  a  la  Comisión  la
dictación de un reglamento para su funcionamiento.

El Senado propone las siguientes modificaciones a este
artículo:

Artículo 3º.- Introdúcense las siguientes enmiendas en
el  artículo  6º  transitorio  de  la  ley  Nº  19.665,  que  reforma  el  Código  Orgánico  de
Tribunales:

                                                           a) Reemplázase  en su inciso sexto, la expresión “ un
año” por “ cinco años”, y 

                                                            b) Agréganse dos incisos finales, nuevos, del
siguiente tenor:

                                                              “ Créanse Comisiones Regionales de Coordinación
de la Reforma Procesal Penal en cada una de las regiones del país  en cada una de las
Regiones del paísen que el nuevo proceso penal se encuentre vigente. Estas comisiones
serán  presididas  por  el  Intendente  Regional  respectivo  e  integradas  por  el  Secretario
Regional Ministerial de Justicia, que actuará como secretario ejecutivo, por el Presidente de
la Corte de Apelaciones, por el Fiscal Regional del Ministerio Público, por el Defensor
Penal  Regional,  por  el  Presidente  Regional  del  Capítulo   respectivo  de  la  Asociación
Chilena de Municipalidades, por el Presidente del Colegio de Abogados con mayor número
de afiliados en la región respectiva, por los representantes zonales de Carabineros de Chile
y de la Policía de Investigaciones de Chile, por el Director Regional de Gendarmería de
Chile y por el Director Regional del Servicio Médico Legal.

 Dichas  Comisiones  tendrán  a  su  cargo  labores  de
coordinación,  seguimiento  y  evaluación  de  la  reforma  procesal  penal  en  la  región
respectiva. Además, podrán sugerir propuestas tendientes a corregir el funcionamiento de la
misma. Dependerán de la Comisión de Coordinación a que se refiere el inciso primero de
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este  artículo,  a  la  que  remitirán,  a  lo  menos  trimestralmente,  información  sobre  el
funcionamiento y estadísticas del nuevo sistema de justicia penal.”.

Los  representantes  del  Ministerio  de  Justicia
remarcaron la importancia de esta norma para la consolidación del trabajo desarrollado en
regiones para la implementación de la reforma, pero lo que tenía mucha importancia era la
obligación  que  imponía  de  informar  trimestralmente  acerca  de  lo  que  sucedía  en  cada
región  respecto  de  lo  que  sucedía  con  la  reforma.  Ante  una  proposición  de  los
representantes del Ministerio Público, señalaron que no les había parecido necesario crear
una comisión regional en la Región Metropolitana, dada la existencia en la misma de las
autoridades nacionales de cada uno de los organismos.

Ante una consulta, señalaron que estas comisiones no
necesitaban presupuesto, toda vez que las autoridades y demás personas que las integraban
se desempeñaban ad honorem.

Finalmente,  atendiendo a lo  anterior,  la Comisión,  a
sugerencia del Diputado señor Burgos, acordó agregar una frase al nuevo inciso octavo,
letra b) del proyecto, para excluir a la Región Metropolitana, proposición que se aprobó,
por unanimidad..

El texto de este artículo quedó como sigue:

Artículo 3º.- Introdúcense las siguientes enmiendas en
el  artículo  6º  transitorio  de  la  ley  Nº  19.665,  que  reforma  el  Código  Orgánico  de
Tribunales:

                                                           a) Reemplázase  en su inciso sexto, la expresión “ un
año” por “ cinco años”, y 

                                                            b) Agréganse dos incisos finales, nuevos, del
siguiente tenor:

                                                              “ Créanse Comisiones Regionales de Coordinación
de la Reforma Procesal Penal en cada una de las regiones del país,  excluida la Región
Metropolitana de Santiago. Estas comisiones serán presididas por el Intendente Regional
respectivo e integradas por el Secretario Regional Ministerial de Justicia, que actuará como
secretario ejecutivo, por el Presidente de la Corte de Apelaciones, por el Fiscal Regional del
Ministerio Público, por el Defensor Penal Regional, por el Presidente Regional del Capítulo
respectivo de la Asociación Chilena de Municipalidades, por el Presidente del Colegio de
Abogados con mayor número de afiliados en la región respectiva, por los representantes
zonales de Carabineros de Chile y de la Policía de Investigaciones de Chile, por el Director
Regional de Gendarmería de Chile y por el Director Regional del Servicio Médico Legal.

 Dichas  Comisiones  tendrán  a  su  cargo  labores  de
coordinación,  seguimiento  y  evaluación  de  la  reforma  procesal  penal  en  la  región
respectiva. Además, podrán sugerir propuestas tendientes a corregir el funcionamiento de la
misma. Dependerán de la Comisión de Coordinación a que se refiere el inciso primero de
este  artículo,  a  la  que  remitirán,  a  lo  menos  trimestralmente,  información  sobre  el
funcionamiento y estadísticas del nuevo sistema de justicia penal.”.

ARTÍCULO 4º.-

Reemplaza el encabezamiento del inciso primero del
artículo 14 de la ley Nº 18.314, que determina conductas terroristas y fija su penalidad,
norma que señala que  en los casos del artículo 1º de esta ley, durante la audiencia de
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formalización  de  la  investigación  o  una  vez  formalizada  ésta,  si  procediere  la  prisión
preventiva del imputado, el Ministerio Público solicitará al juez de garantía que califique la
conducta  como  terrorista.  En  virtud  de  esta  calificación,  que  se  efectuará  mediante
resolución fundada, el Ministerio Público podrá pedir al juez de garantía que decrete, por
resolución igualmente fundada, todas o algunas de las siguientes medidas:

1.-  Recluir  al  imputado  en  lugares  públicos
especialmente destinados a este objeto.

2.- Establecer restricciones al régimen de visitas.

3.-  Interceptar,  abrir  o  registrar  sus  comunicaciones
telefónicas e informáticas y su correspondencia epistolar y telegráfica.

El  Senado  propone,  substituir  el  encabezamiento  de
este inciso, por el siguiente:

 “En los casos del artículo 1º de esta ley, durante la
audiencia de formalización de la investigación o una vez formalizada ésta, si procediere la
prisión preventiva del imputado, el Ministerio Público podrá pedir al juez de garantía que
decrete, por resolución fundada, todas o algunas de las siguientes medidas:”.

Ante una observación planteada por la Defensoría, la
Comisión estimó que era obvio que el juez al dictar estas medidas, tendría que tener en
cuenta  los  presupuestos  que  establece  el  artículo  140  del  Código  Procesal  Penal  para
decretar tal medida cautelar.

Por último, a sugerencia del profesor señor Bofill, la
Comisión  acordó,  por  unanimidad,  aprobar  este  artículo,  intercalando  entre  la  palabra
“decrete” y la coma que la sigue, la expresión “ además”.

El texto de este artículo quedó como sigue:

                                                         “  Artículo 4º.- Reemplázase el encabezamiento del
inciso primero del artículo 14 de la ley N º 18.314, por el siguiente:

                                                            “ En los casos del artículo 1º de esta ley, durante la
audiencia de formalización de la investigación o una vez formalizada ésta, si procediere la
prisión preventiva del imputado, el Ministerio Público podrá pedir al juez de garantía que
decrete, además, por resolución fundada, todas o algunas de las siguientes medidas:”.
 

ARTÍCULO 5º.-

Introduce  dos  modificaciones  a  la  ley  Nº  19.640,
orgánica constitucional del Ministerio Público.

1) La primera modificación afecta al párrafo primero
de la letra a) del artículo 17, norma que señala que corresponderá al Fiscal Nacional:

                                                          a) Fijar, oyendo previamente al Consejo General, los
criterios  de  actuación  del  Ministerio  Público  para  el  cumplimiento  de  los  objetivos
establecidos en la Constitución y en las leyes.

                                                           El Senado propone incorporar las siguientes oraciones
finales en este párrafo:
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“Tratándose  de  los  delitos  de  mayor  connotación
social,  dichos  criterios  deberán  referirse,  especialmente,  a  la  aplicación  de  las  salidas
alternativas y a las instrucciones generales relativas a las diligencias  inmediatas para la
investigación  de  los  mismos,  pudiendo  establecerse  orientaciones  diferenciadas  para  su
persecución en las diversas Regiones del país, atendiendo a la naturaleza de los distintos
delitos.”.

Respecto  de  esta  redacción  la  Diputada  señora
Guzmán estimó que ella no correspondía a una correcta expresión jurídica, sino que a la
necesidad de formas estadísticas respecto de la ocurrencia de determinados delitos, por lo
que creía  más lógico  comenzar  la  redacción  de esta  norma a partir  de las  expresiones
“dichos criterios”ya que concordaba con la letra a).

El  Diputado  señor  Burgos  dijo  creer  que  tales
expresiones no creaban una categoría de nuevos delitos, sino que se hacían cargo de una
realidad ya que se hablaba normalmente de delitos de mayor connotación social, que son
aquellos que producen mayor preocupación, y como la norma se  refiere a instrucciones
para enfrentar este tipo de situaciones, no veía en ello inconveniente.

Los  representantes  del  Ministerio  Público  señalaron
que si se eliminaba la frase objetada de este artículo, se estaría estableciendo una obligación
para el Ministerio de fijar criterios de actuación para todos los delitos que existan. Para
evitar problemas con la terminología podría hablarse de los delitos de mayor ocurrencia,
que son los que más preocupan a la población.

Finalmente, la Comisión acordó, por mayoría de votos,
( 3 votos a favor y 2 en contra) el siguiente texto para esta letra:

“ a) Incorpórase, en el párrafo primero de la letra a),
del artículo 17, la siguiente oración final:  “ Tratándose de los delitos que generan mayor
conmoción social, dichos criterios deberán referirse, especialmente, a la aplicación de las
salidas alternativas y a las instrucciones generales relativas a las diligencias inmediatas para
la investigación de los mismos, pudiendo establecerse orientaciones diferenciadas para su
persecución en las diversas regiones del país, atendiendo a la naturaleza de los distintos
delitos.”, y 
                                                           2) La letra b) modifica el inciso segundo del artículo
21,  disposición  que  en su inciso primero  dispone que  el  Fiscal  Nacional  deberá  rendir
cuenta de las actividades del Ministerio en el mes de abril de cada año.

Su  inciso  segundo  agrega  que  en  la  cuenta  deberá
referirse a los resultados obtenidos  en las actividades realizadas en el período, incluyendo
las estadísticas básicas que las reflejan, el uso de los recursos otorgados, las dificultades
que  se  hubieren  presentado  y,  cuando  lo  estime  conveniente,  sugerirá  modificaciones
legales destinadas a una más efectiva persecución de los delitos y protección de las víctimas
y de los testigos.

El  Senado propone substituir  en este  inciso  la  frase
final “ modificaciones legales  destinadas a una más efectiva persecución de los delitos y
protección de las víctimas y de los testigos.”,  por la siguiente: “ las políticas públicas y
modificaciones legales que estime necesarias para el mejoramiento del sistema penal, para
una efectiva persecución de los delitos, la protección de las víctimas y de los testigos, y el
adecuado resguardo de los derechos de las personas.”.

Se aprobó sin debate, por unanimidad, en los mismos
términos.
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ARTÍCULO NUEVO.-  (pasó a ser 6º).

La  Comisión  procedió  a  tratar  un  nuevo  artículo
propuesto por el Ejecutivo del siguiente tenor:

Artículo 6º.- Introdúcese el siguiente párrafo segundo,
nuevo,  en la letra a) del artículo 3º del decreto con fuerza de ley Nº 7.912, de 1927, del
Ministerio del Interior:

Para los efectos señalados en el párrafo anterior de esta
letra, y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 111 del Código Procesal Penal  y de las
facultades que se le otorgan en las leyes números 12.927, sobre Seguridad del Estado y Ley
18.314, que determina conductas terroristas y fija su penalidad, el Ministro del Interior, el
Subsecretario de dicha cartera, los Intendentes y Gobernadores, en su caso,  podrán deducir
querella en los siguientes casos:

                                                           a) cuando los hechos alteren el orden público;

b) cuando el hecho, considerado en si mismo o en la
serie  de  otros  de  apariencia  delictual  que  le  han  precedido,  ha  afectado  la  seguridad
ciudadana, o ha generado en toda o en un sector de la población, el temor de ser víctimas de
delitos de la misma especie, y

c) cuando se trate de los delitos contemplados en la ley
número  20.000,  que  sanciona  el  tráfico  ilícito  de  estupefacientes  y  substancias
psicotrópicas.

                                                            Los representantes del Ejecutivo explicaron esta
nueva disposición señalando que ella buscaba solucionar el problema que se le presenta al
Ministerio del Interior para intervenir como parte interviniente y querellante  en  causas
penales, toda vez que los jueces del nuevo sistema, aplicando el artículo 111 del Código
Procesal Penal,  permiten la  intervención de quien no es la  víctima,  únicamente  cuando
existe  algún  interés  público  comprometido.  Agregó  que  en  situaciones  producidas  en
Collipulli,  relacionadas  con  incendios  sucesivos  en  un  mismo  predio,  entendía  que
correspondía esta acción al Ministerio en resguardo del orden público.  Al Ministerio le
interesa hacerse parte interviniente cuando se altera el orden público o cuando se está ante
una seguidilla de hechos delictuales que amenazan la tranquilidad pública. No se trataba de
substituir al Ministerio Público sino sólo permitir que en delitos de acción pública, pudiera
el Ministerio responsable de la seguridad ciudadana intervenir como querellante.

La  Diputada  señora  Guzmán objetó  la  necesidad  de
esta disposición, toda vez que la amplitud del artículo 111 del Código Procesal Penal lo
haría innecesario, puesto que su inciso final permite deducir querella a toda persona capaz
de parecer en juicio, domiciliada en la región, respecto de delitos cometidos en la misma,
que afectaren interese sociales relevantes o de la colectividad en su conjunto.

 Ante  las  dudas  formuladas  por  varios  Diputados
acerca de la mucha amplitud de las letras a), b) y c) de este artículo, el Ejecutivo propuso
substituir este artículo por el siguiente:

“Artículo 6º.- Introdúcese el siguiente párrafo segundo
en la letra a) del artículo 3º del decreto con fuerza de ley Nº 7.912, de 1927, del Ministerio
del Interior:

Para los efectos señalados en el párrafo anterior de esta
letra, y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 111 del Código Procesal Penal  y de las
facultades  que se le  otorgan en las leyes  números  12.927, sobre Seguridad del  Estado,
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17.798, sobre Control de Armas y 18.314, que determina conductas terroristas y fija su
penalidad,  el  Ministro  del  Interior,  el  Subsecretario  del  Interior,  los  Intendentes  y
Gobernadores, en su caso,  podrán deducir querella:

                                                           a) cuando el o los hechos que revistan caracteres de
delito hayan alterado el orden público;

b) cuando el o los hechos que revistan caracteres de
delito, considerados en si mismos o en la serie de otros similares y próximos en el tiempo,
hayan afectado la seguridad pública, generando en toda o en un sector de la población, el
temor de ser víctima de delitos de la misma especie. En caso alguno podrán considerarse
comprendidos en esta letra las faltas, los cuasidelitos, los delitos de acción privada, ni los
incluidos  en los párrafos 2 y 5 del Título III; párrafos 5, 7 y 8 del Título IV; párrafos 2 bis,
3, 5 y 7 del Título VI; todos los del Título VII, salvo los de los párrafos  5 y 6; los de los
párrafos 2, 4, 6 y 7 del Título VIII; los de los párrafos 7 y 8 del Título IX, y los del Título
X, todos del Libro II del Código Penal, y 

c) cuando se trate de los delitos contemplados en las
leyes  números  19.327,  sobre  prevención  y  sanción  de  hechos  de  violencia  en  recintos
deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional, y 20.000, que sanciona el
tráfico ilícito de estupefacientes y substancias psicotrópicas.

Explicaron los representantes del Ejecutivo esta nueva
redacción, señalando que lo que se establecía  era que el Ministerio del Interior pudiera
actuar como querellante siempre que se tratara de delitos contemplados en la ley de Control
de Armas, en la de Seguridad del Estado, en la sobre Conductas Terroristas, en la sobre
Violencia den los Estadios y en la de Drogas. Asimismo, cuando se tratare de delitos que
afectaren  el  orden público  y  cuando  el  o  los  hechos  que  revistan  caracteres  de  delito,
considerados en si mismos o en la serie de otros similares y próximos en el tiempo, hayan
afectado la seguridad ciudadana, generando en todo o parte de la población, el temor de ser
víctima de delitos de la misma especie.

Precisaron,  asimismo  que,  salvo   en  virtud  de  las
reglas generales establecidas en el artículo 111 del Código Procesal Penal, no podría actuar
como querellante  respecto de las faltas y cuasi delitos ni respecto de los que la  norma
señala  del  Libro  II  del  Código Penal,  es  decir,  crímenes  y  simples  delitos  relativos  al
ejercicio de cultos permitidos o relativos a la protección de la vida privada y publica de las
personas y sus familias; la falsificación de instrumentos privados, el falso testimonio y el
perjurio, el ejercicio ilegal de una profesión y la usurpación de funciones o nombres; la
obstrucción a la justicia, la rotura de sellos, crímenes y simples delitos de los proveedores y
los relativos a la industria, comercio y subastas públicas; el aborto, abandono de niños y
personas desvalidas, crímenes y simples delitos contra el estado civil de las personas, los
ultrajes a las buenas costumbres, incestos, celebración de matrimonios ilegales, violación,
estupro y otros delitos sexuales, infanticidio,  duelo, calumnias e injuria,  defraudaciones,
estafas y otros engaños.

Por último, ante una observación del Diputado señor Bustos,
anunció una nueva indicación para salvar la situación que se produce al dar facultades de
querellarse al Ministerio del Interior, lo que comprende a Intendentes y Gobernadores de
quienes depende la Defensoría Penal. Para tales efectos se dispondría la inaplicabilidad de
determinadas normas a esa organización.

La  Comisión,  sin  más  observación  que  una  sugerencia  del
Diputado  señor  Uriarte  para  substituir  las  expresiones  “seguridad  ciudadana”  por
“seguridad pública”, procedió a aprobar este artículo por mayoría de votos ( 4 votos a favor
y 1 en contra).
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ARTÍCULO NUEVO.- ( pasó a ser 7º).

En atención a lo expresado acerca de la necesidad de eximir a
la Defensoría Penal Pública de la aplicación de determinadas disposiciones legales, que le
permitan  hacerse  parte  a  nombre  del  imputado  en  los  juicios  en que  el  Ministerio  del
Interior es querellante, el Ejecutivo presentó una nueva indicación para agregar el siguiente
artículo:

Artículo 7º..- Agrégase el siguiente artículo 76 en la
ley Nº 19.718, que crea la Defensoría Penal Pública; 

“Artículo  76.-  A  la  Defensoría  Penal  Pública  no  le
serán aplicables los artículos 2º, letras j) y l); 24, letra m); 45, letra h); 46, y 64, letra f) de
la Ley Orgánica Constitucional de Gobiernos Regionales.”.

***

INDICACIONES RECHAZADAS POR LA COMISIÓN.

Al  N° 1 del artículo 1º que sustituye el inciso tercero del artículo 9°.

-Del Diputado señor Bustos parea suprimir en el inciso tercero que se agrega al artículo 9º,
el párrafo final que señala: “ No obstante lo anterior, en caso de una detención se deberá
entregar  por  el  funcionario  policial  que  la  practique  una  constancia  de  aquella,  con
indicación del tribunal que la expidió y de la hora en que se emitió.”, pasando el punto
seguido que la precede a ser punto aparte.

Al  Nº  2°  del  artículo  1°  que  intercala  en  el  inciso  tercero  del  artículo  39,  a
continuación de la palabra “efectuará”, la frase “, en forma íntegra,”.

-De la Diputada señora Guzmán para suprimir este número.

Al Nº 3° del artículo 1° que sustituye el inciso primero del artículo 40.

-Del Diputado señor Bustos para suprimir en el nuevo inciso primero que se propone para
el artículo 40, la oración que sigue a la palabra “fidelidad”, la que señala “ y se levantará
acta escrita sólo de las resoluciones dictadas en audiencia por dicho magistrado.”.

Al Nº 6 del artículo 1° que modifica el artículo 87.

-De la Diputada señora Guzmán para suprimir este número.

Al Nº 7 del artículo 1° que modifica el artículo 111.

-Del Ministerio de Justicia para intercalar  como inciso tercero nuevo el  que propone el
Senado, pasando el actual a ser cuarto.

Al Nº 9 del artículo 1° que modifica el artículo 130.

-Del Ministerio de Justicia para substituir este número por el siguiente:
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“e) El que a personas asaltadas, heridas o víctimas de un delito, que reclamaren auxilio, o
testigos  presenciales,  señalaren  como  autor  o  cómplice  de  un  delito  que  se  hubiere
cometido en un tiempo inmediato.”.

Al Nº 10 del artículo 1° que modifica el artículo 131.

-De la Diputada señora Guzmán para substituir el nuevo inciso tercero por el siguiente:
     
“Cuando por orden del  fiscal  el  detenido deba ser puesto a  disposición del  juez,  aquel
deberá comunicar por cualquier medio esta situación a su abogado de confianza o solicitar
un defensor público al mismo juez de garantía.”.

-Del  Diputado señor  Bustos  para  suprimir  en  el  nuevo inciso  tercero  que se agrega  al
artículo 131, la oración final que sigue a las palabras “Defensoría Penal Pública”.

Al Nº 11 del artículo 1° que  modifica el artículo 132.

-De la Diputada señora Guzmán y del Diputado señor Bustos para suprimir en el inciso
primero la frase “ o al abogado asistente del fiscal”.

Al Nº 12 del artículo 1° que modifica  el artículo 139.

-Del Ministerio de Justicia para suprimir el número.

-De la Diputada señora Guzmán y del Diputado señor Bustos para suprimir en el nuevo
inciso segundo que se propone las expresiones finales “ o de la sociedad.”.

Al Nº 14  del artículo 1° que modifica el artículo 141.

-De la Diputada señora Guzmán y del Diputado señor Bustos para suprimir el número.

Al Nº 19 del artículo 1° que modifica el artículo 190.

-De la Diputada señora Guzmán para suprimir el número.

-Del Diputado señor Bustos para suprimir en la letra  b) la frase que sigue después del
vocablo “veraz”.

Al Nº 21 del artículo 1° que modifica  el artículo 206.

-De la Diputada señora Guzmán para agregar un inciso final a este artículo del siguiente
tenor:

“El dueño del lugar podrá presentar un reclamo ante el juez de garantía por los destrozos de
que fuere objeto su propiedad, avaluados de forma tal que le sean resarcidos al momento de
determinar las costas.”.

Al Nº 22 del artículo 1°  que modifica el artículo 222.

-De la Diputada señora Guzmán para substituirlo por el siguiente:

“Para substituir la oración inicial del inciso quinto del artículo 222, por la siguiente:

“Las  empresas  telefónicas  y  de  telecomunicaciones  deberán  dar  cumplimiento  a  lo
ordenado y otorgar a los funcionarios encargados de la diligencia las facilidades necesarias
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para llevar a cabo, en el menor tiempo posible, y otorgándoles los medios tecnológicos para
tal efecto.”

El resto del inciso pasaría a ser inciso sexto, pasando el actual a ser séptimo.

Al Nº 23 del artículo 1° modifica el artículo 230.

-Del Diputado señor Bustos para substituirlo por el siguiente:

“El fiscal o querellante, podrá ampliar, complementar o modificar la formalización de la
investigación que hubiere realizado de acuerdo a lo dispuesto en el artículo anterior, cuando
durante  el  curso  de  la  investigación  surgieren  nuevos  antecedentes  que  lo  hicieren
necesario. En tales casos los efectos previstos en el artículo 233 se entenderán a partir de la
referida ampliación, complemento o modificación de la formalización.

Al Nº 25 del artículo 1que modifica el artículo 238

-Del Diputado señor Bustos para suprimir  en la letra  c) la oración final que sigue a la
palabra “trate”, es decir, “y sea propuesta, fundadamente, por el Ministerio Público.”.

Al Nº 26 del artículo 1° que modifica  el artículo 242.

-De la Diputada señora Guzmán para reemplazar en la nueva frase que se propone para el
artículo 242, las palabras “ a satisfacción” por la siguiente: “debidamente”.

Al Nº 31  del artículo 1° que modifica el artículo 281.

-De la Diputada señora Guzmán

Para agregar en el inciso 1º, del artículo  281, al final de la frase propuesta lo siguiente:  “su
notificación”.

Al Nº 32  del artículo 1° que reemplaza  el inciso segundo del artículo 299.

-Del  Diputado señor Juan Bustos 

Para suprimir en el número 32  del artículo 1º,   el inciso segundo nuevo.

-De la Diputada señora Guzmán

Para derogar el inciso 2º que reemplaza al actual del artículo 299.

Al Nº 37  del artículo 1° que modifica el artículo 331.

-De la Diputada señora Guzmán

Para derogar las modificaciones al artículo 331.

Al Nº 38  del artículo 1° que modifica el artículo 338.

-De la Diputada señora Guzmán
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Para Derogar el reemplazo propuesto a los incisos 1º y 2º, del artículo 338.

Al Nº 40  del artículo 1° que modifica el artículo 346.

-De la Diputada señora Guzmán

Para derogar la sustitución propuesta al artículo 346

Número nuevo:

-De la Diputada señora Guzmán, para establecer como artículo 393 ter el siguiente:

Artículo 393 ter “Fiscal y defensor en el procedimiento simplificado: En el procedimiento
simplificado el ministerio público podrá estar representado por un asistente de fiscal.

Tratándose de faltas no será necesaria la presencia del defensor, lo cual no obsta a que si el
imputado lo estime conveniente, comparezca con él."

Al Nº 51 del artículo 1° que modifica el artículo 396.

-De la Diputada señora Guzmán

Para sustituir los incisos primero y segundo por los siguientes: 

"Realización de la audiencia. Cuando el Imputado solicitare la realización de la audiencia,
ésta se llevará a cabo de inmediato, dándose lectura al requerimiento del fiscal y la querella,
si la hubiere. Enseguida se oirá a los comparecientes y se recibirá la prueba.

La  prueba  se  producirá  de  manera  informal  y  rápida  admitiéndose  el  reemplazo  de
declaraciones  de  testigos  y  peritos  por  la  lectura  de  documentos,  a  menos  que  como
producto  de  la  controversia  sobre  su  credibilidad  o  integridad,  o  por  la  existencia  de
contradicciones fundamentales el juez considere necesaria su comparecencia personal.

Recibida  la  prueba se preguntará  al  imputado si  tiene  algo que agregar.  Con su nueva
declaración o sin ella, el juez pronunciará su decisión de absolución o condena, y fijará una
nueva audiencia, para dentro de los cinco días próximos, para dar a conocer el texto escrito
de la sentencia. "

Al Nº 54 del artículo 1° que modifica el artículo 406

-De la Diputada señora Guzmán

Para sustituir el artículo 406 por el siguiente: 

"Presupuestos del procedimiento abreviado. Se aplicará el procedimiento abreviado para
conocer y fallar los hechos respecto de los cuales el fiscal solicitare la imposición de una
pena privativa de libertad no superior a cinco años, o bien cualesquiera otras penas de
distinta naturaleza, cualquiera fuere su entidad o monto, ya fueran ellas únicas, conjuntas o
alternativas".

Para  que  prospere  el  procedimiento  abreviado  será  necesario  que  el  Imputado  en
conocimiento de los hechos materia del requerimiento señalado en el inciso precedente y de
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los antecedentes de la investigación que lo fundaren, los acepte expresamente y manifieste
su conformidad con la aplicación de este procedimiento.

En este caso, siempre se entenderá configurada la atenuante de responsabilidad criminal
contemplada en el artículo 11 n° 8 del Código Penal.

La existencia de varios acusados o la atribución de varios delitos a un mismo acusado no
impedirá  la aplicación de las reglas del procedimiento abreviado a aquellos acusados o
delitos respecto de los cuales concurrieren los presupuestos señalados en este artículo. "

Al Nº 55 del artículo 1° que modifica el artículo 407.

-De la Diputada señora Guzmán

Para reemplazarlo por el siguiente:

"La solicitud del fiscal de proceder de conformidad al procedimiento abreviado podrá ser
planteada al juez de garantía verbalmente o por escrito desde la audiencia de formalización
de la  investigación,  hasta  la  dictación  del  auto  de  apertura  del  juicio  oral.  El  fiscal  y
acusador  particular,  si  lo  hubiere,  podrá  modificar  su  acusación  a  fin  de  permitir  la
tramitación de este procedimiento en conformidad alas normas de este titulo. "

---------------°----------------

Adicionalmente, se rechazaron las siguientes proposiciones de los organismos que se
indican:

Al  Nº  2°  del  artículo  1°,  que  intercala  en  el  inciso  tercero  del  artículo  39,  a
continuación de la palabra “efectuará”, la frase “, en forma íntegra,”.

-De la Defensoría Penal Pública para substituir este número por el siguiente:

1.- Para substituir el inciso primero por el siguiente:
“De las actuaciones realizadas por o ante el juez de garantía, el tribunal del juicio oral en lo
penal, las Cortes de Apelaciones y la Corte Suprema se levantará un registro en la forma
señalada en este Párrafo.”.

2.- Intercálase, en el inciso tercero, a continuación de la palabra “efectuará”, la frase, “ en
forma íntegra”.

Al N° 5 del artículo 1°, que introduce modificaciones al artículo 70:

-Del  Ministerio  Público  para  substituir  el  nuevo inciso  tercero  que  se  propone para  el
artículo 70, por el siguiente:

“Lo dispuesto en el inciso precedente se aplicará también para los efectos de las audiencias
a que se refieren los artículos 95 y 132 de este Código, que tengan lugar fuera del territorio
jurisdiccional  del  tribunal  al  que  naturalmente  correspondería  pronunciarse  sobre  la
legalidad de la detención , o del que haya emanado la orden respectiva, debiendo en tales
casos remitirse a este último los antecedentes, a la mayor brevedad.”.

Al Nº 6 del artículo 1°, que modifica el artículo 87.

-De la Defensoría Penal Pública para substituir este número por el siguiente:
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 “Asimismo, podrá impartir instrucciones generales relativas a la realización de diligencias
inmediatas  para  la  investigación  de  algunos  delitos  establecidos  previamente  por  el
Ministerio Público, siempre bajo la supervigilancia y responsabilidad del mismo.”.

-Del Ministerio Público para substituir este número por el siguiente:

“Asimismo, podrá impartir instrucciones generales relativas a la realización de diligencias
inmediatas para la investigación de los delitos que estime de común ocurrencia.”.

Al Nº 7 del artículo 1°, que modifica el artículo 111.

-De la Defensoría Penal Pública para suprimir este número.

Al Nº 9 del artículo 1°, que modifica el artículo 130.

-De la Defensoría Penal Pública para substituir este número por el siguiente:

“e) El que a personas asaltadas, heridas o víctimas de un delito, que reclamaren auxilio, o
testigos  presenciales,  señalaren  como  autor  o  cómplice  de  un  delito  que  se  hubiere
cometido en un tiempo inmediato.”.

Al Nº 10 del artículo 1°, que modifica el artículo 131.

-Del Ministerio Público para suprimir este número.

  -De la Defensoría Penal Pública para agregar al final del nuevo inciso cuarto, en punto
seguido, el siguiente párrafo:

“Lo  anterior,  no  afectará  el  cumplimiento  de  lo  establecido  en  los  incisos  primero  y
segundo de este artículo.”.

Al Nº 11 del artículo 1°, que  modifica el artículo 132.

-Del  Ministerio  Público  para  agregar  en  el  inciso  primero,  a  continuación  del  punto
seguido, que pasa a  ser coma, que sigue a las palabras “abogado asistente del fiscal”, lo
siguiente:

 “quien representará al Ministerio Público con todas las facultades que se establecen en el
presente artículo.”.

Al Nº 15 del artículo 1°, que modifica  el artículo 149.

-De la Defensoría Penal Pública para suprimir este número.

Al Nº 18 del artículo 1°, que modifica  el artículo 182.

-De la Defensoría Penal Pública  para substituir el número por el siguiente:

“El imputado y su defensor podrán, además, obtener copias de los registros y documentos
de investigación fiscal, salvo las excepciones legales.”

-Del Ministerio Público para substituir4 el número por el siguiente:

“El imputado y su defensor podrán, además, obtener, de su cargo, copias de los registros y
documentos de investigación fiscal que estuvieren a su alcance.”.
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Al Nº 21 del artículo 1°, que modifica  el artículo 206.

-De la Defensoría Penal Pública para substituir este número por el siguiente:

“Agrégase al artículo 206, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:

“Asimismo,  la  policía  podrá ingresar a un lugar  cerrado cuando se encuentre  en actual
persecución  del  individuo  a  quien  debiere  detener,  para  el  sólo  efecto  de  practicar  la
respectiva detención, siempre que se trate de un crimen o simple delito flagrante y que
exista riesgo cierto de verse frustrada la diligencia.

Cuando se procediera en virtud de lo previsto en los incisos precedentes, deberá dejarse
constancia escrita y circunstanciada de la diligencia, la que deberá ser puesta de inmediato
en conocimiento del  Ministerio  Público,  con indicación de las causas que motivaron el
ingreso, los resultados obtenidos y los incidentes que hubieran tenido lugar. Todo ello, sin
perjuicio  de  las  responsabilidades  penales  que  pueden  corresponder  por  actuaciones
arbitrarias.”.

Al Nº 23 del artículo 1° modifica el artículo 230.

-De la Defensoría Penal Pública para substituir el número por el siguiente:

 “El  fiscal  podrá,  por  una  sola  vez,  ampliar  o  complementar  la  formalización  de  la
investigación que hubiere realizado de acuerdo a lo dispuesto en el artículo anterior, cuando
surgieren nuevos antecedentes que lo hicieren necesario y mientras dure la investigación.
La defensa podrá solicitar la prórroga del plazo de cierre de la investigación para hacer
valer los derechos que correspondan a su defendido ante los nuevos antecedentes.”.

Al Nº 25 del artículo 1, que modifica el artículo 238

-De la Defensoría Penal Pública para suprimir este número.

Al Nº 27  del artículo 1°, que modifica el artículo 252.

-Del Ministerio Público para anteponer al texto del nuevo inciso segundo que se agrega al
artículo 252, la siguiente frase:

“ Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 283, “

Al Nº 34  del artículo 1°, que introduce un inciso final en el artículo 315.

-De la Defensoría Penal Pública 

Para reemplazar el actual N° 34, por el siguiente:

“34) Introdúcese, en el artículo 315, los siguientes incisos finales, nuevos:

“Excepcionalmente,  cuando el  perito  citado a audiencia  manifestare  la imposibilidad de
concurrir a ella por incapacidad física o por encontrarse en una región diversa a la de la
celebración del juicio,  el interviniente que solicitare su comparecencia podrá requerir la
utilización del sistema de videoconferencia para recibir la declaración del perito. 

Para los efectos del inciso anterior el deponente deberá declarar desde la sede del tribunal
de juicio oral en lo penal más próximo al lugar donde se encuentre, este tribunal deberá
comprobar la identidad del deponente.  El tribunal ante el cual se ventile el juicio deberá
tomar  al  perito  el  juramento  de  rigor,  a  continuación,  prestará  declaración.  Podrán
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encontrarse presentes en el lugar de la declaración, representantes de los intervinientes en el
juicio.

Las normas establecidas en los dos incisos precedentes se aplicarán, también, en los casos
de juicio simplificado”.”

Al Nº 42  del artículo 1°, que modifica el artículo 348 

-Del Ministerio Público

Para agregar un inciso tercero nuevo al artículo 348, pasando a ser cuarto y quinto los
actuales, del siguiente tenor:

“Para los efectos del cómputo de las privaciones de libertad parciales,  se entenderá que las
reclusiones  nocturnas  y  los  arrestos  domiciliarios  equivalen  a  la  mitad  del  tiempo  que
abarcó efectivamente su cumplimiento.”

Al Nº 44  del artículo 1°, que modifica el artículo 385.

-De la Defensoría Penal Pública 

Para reemplazar la letra a) del actual N° 44, por el siguiente:

“a) Elimínese, en el inciso primero la conjunción “o”, y agréguese a continuación de la
palabra “correspondiere” lo siguiente: “, o una inferior sólo cuando existiese un error en la
aplicación de las reglas del párrafo 4º del Título III del Libro I del Código Penal”.”.

Al Nº 49  del artículo 1°, que modifica el artículo 395

-De la Defensoría Penal Pública 

Para sustituirlo por el siguiente:

“49) Introdúcense las siguientes modificaciones  al artículo 395:

En el inciso primero:

Elimínese la frase “responsabilidad en”.

A  continuación  de  la  palabra  “requerimiento”  la  oración  agregar  la  frase  “y  los
antecedentes en los cuales se funda”.

Sustitúyase el inciso segundo por el siguiente:

“Si  el  imputado  admitiere  los  hechos  del  requerimiento,  el  tribunal  dictará  sentencia
inmediatamente. En estos casos, la aceptación de responsabilidad se considerará como una
atenuante muy calificada en los términos del artículo 68 bis del Código Penal. Con todo, la
imposición de la pena de prisión o presidio  no procederá si, al dirigirle la pregunta a que se
refiere el inciso primero, el juez no le hubiere advertido acerca de esta posibilidad.”.

Agréguese el siguiente inciso final, nuevo:

“El fiscal podrá modificar su requerimiento para proceder en conformidad con lo dispuesto
en los incisos anteriores.”.”

Al Nº 51 del artículo 1°, que modifica el artículo 399.
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-De la Defensoría Penal Pública 

Para reemplazar el actual N° 53, por el siguiente:

“53) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 399.

Intercálase a continuación de la palabra “Tercero.”, la oración “En estos casos conocerá
siempre, cualquiera sea la causal de nulidad invocada, la Corte de Apelaciones respectiva.”.

Agregase el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Sin perjuicio de lo anterior, cuando existieren diversas interpretaciones sobre materias de
derecho  sostenidas  en  distintos  fallos  emanados  de  los  tribunales  superiores,  le
corresponderá pronunciarse a la Corte Suprema, conforme al artículo 376 inciso tercero.”.”

Al Nº 55 del artículo 1°, que modifica el artículo 407.

-De la Defensoría Penal Pública 

Para sustituir, en el inciso segundo del actual N° 55, la frase “Deducida verbalmente las
acusaciones, se procederá en los demás en conformidad a las reglas de este Título” por “La
solicitud  verbal  sólo procederá hasta  el  cierre  de la  investigación y se procederá en lo
demás de acuerdo a las reglas de este título”

Al  ARTÍCULO  4°  (Ley   18.314  que  determina  conductas  terroristas  y  fija  su
penalidad)

-De la Defensoría Penal Pública 

Para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 4°. Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 14 de la ley N° 18.314:

1) Reemplazase el encabezamiento del inciso primero, por el siguiente:

“En  los  casos  del  artículo  1º  de  esta  ley,  durante  la  audiencia  de  formalización  de  la
investigación o una vez formalizada ésta, si procediere la prisión preventiva del imputado,
el ministerio público podrá pedir al juez de garantía que decrete, por resolución fundada,
todas o algunas de las siguientes medidas:”.

2. Agregase el siguiente inciso 2° nuevo, ordenándose los demás consecutivamente:

“El tribunal al pronunciarse acerca de las medidas recién indicadas, deberá estarse a las
exigencias establecidas en el inciso primero 140 del Código Procesal Penal.”.”

ADICIONES  O  ENMIENDAS  APROBADAS  DURANTE  LA  DISCUSIÒN  EN
PARTICULAR DEL TEXTO PROPUESTO POR EL SENADO

Artículo 1°
Número 1

Agregar en el inciso tercero del artículo 9° propuesto entre la palabra “expidió” y la
conjunción “ y” que la sigue, la frase “ el hecho que la fundamenta”.
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****
Agregar a continuación, el siguiente número nuevo:

“2) Reemplázanse en el artículo 10 las expresiones “juez de garantía” y “juez” por
“tribunal”.”.

***

Número 2
Pasa a ser 3, reemplazado por el siguiente:
“3) Sustitúyese el inciso primero del artículo 39 por el siguiente:

“Artículo 39.- Reglas generales. De las actuaciones realizadas por o ante el juez de
garantía, el tribunal de juicio oral en lo penal, las Cortes de Apelaciones y la Corte Suprema
se levantará un registro en la forma señalada en este párrafo.”.

Número 3
Pasa a ser 4, reemplazado por el siguiente:

“4) Derógase el artículo 40.”.

****
Consultar el siguiente número 5, nuevo:

“5) Sustitúyese el artículo 41 por el siguiente:

“Artículo  41.-  Registro  de  actuaciones  ante  los  tribunales  con  competencia  en
materia  penal.  Las  audiencias  ante  los  jueces  con  competencia  en  materia  penal  se
registrarán en forma íntegra por cualquier medio que asegure su fidelidad, tal como audio
digital, video u otro soporte tecnológico equivalente.”.”.

Número 4
Pasa a ser 6, reemplazado el encabezamiento por el siguiente:
“6) Agrégase inmediatamente antes del punto final del inciso primero del artículo

48, la siguiente oración:”.

****
Agregar los siguientes números 7 y 8, nuevos:
“7) Modifícase el artículo 59 en los siguientes términos:

              a) Intercálase en el inciso segundo, entre la palabra “imputado” y la coma (,)
que la sigue, la frase: “ y del tercero civilmente responsable”.

             b) Intercálase  en el inciso tercero, entre la palabra “imputado”y la coma (,)
que la sigue, la frase “o del tercero civilmente responsable”.

8) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 62, la palabra “imputado” por
la siguiente: “demandado”.”.

****
Número 5

99



Pasa a ser 9, modificando el inciso tercero propuesto mediante la letra b), por el
siguiente:

“En los casos a que se refiere el inciso anterior, la primera audiencia judicial
del detenido también podrá efectuarse, a petición del Ministerio Público, ante el juez de
garantía  del  lugar  del  lugar  en  que  se  efectuaron  las  actuaciones,  sin  perjuicio  de  la
posterior remisión de lo obrado al juez del procedimiento.”. 

Número 6
Pasa a ser 10, reemplazando las palabras finales de la oración que se agrega “delitos

de común ocurrencia” por “determinados delitos.”.

Número 7
Pasa a ser 11, reemplazado por el siguiente:

“11) Agrégase el siguiente inciso cuarto en el artículo 111:

“Los  órganos  y  servicios  públicos  sólo  podrán  interponer  querella  cuando  sus
respectivas leyes orgánicas les otorguen expresamente las potestades correspondientes.”.

            Número 8
Pasa a ser 12, sustituyendo en el inciso final propuesto, la  frase  “  a  la  que

estuviere sometido” por la siguiente: “ que le hubiere sido impuesta”.

Número 9
Pasa a ser 13, sustituyendo la letra e) propuesta para el artículo 130, por la siguiente:

 
“e) El que las víctimas de un delito que reclamaren auxilio, o testigos presenciales,

señalaren  como autor  o  cómplice  de  un  delito  que  se  hubiere  cometido  en  un  tiempo
inmediato.”.

Número 10
Pasa a ser 14, con las siguientes modificaciones:
- Sustituir el inciso tercero propuesto, por los siguientes tercero y cuarto:

         “Cuando el fiscal ordenare poner al detenido a disposición del juez, deberá, en el
mismo acto, dar conocimiento de esta situación a su abogado de confianza o a la Defensoría
Penal Pública.

“Si el fiscal no se pronunciare al respecto, la policía deberá poner al detenido a
disposición  del  juez dentro del  mismo plazo de veinticuatro  horas que señala  el  inciso
segundo.”. 

- El inciso cuarto propuesto, pasa a ser quinto, sin otra enmienda.

Número 11
Eliminarlo.

Número 12
Pasa ser 15, sin otra modificación.
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Número 13
Suprimirlo.

Número 14
Pasó a ser 16, sustituido por el siguiente.

“16) Substitúyese el artículo 141 por el siguiente:

                  “Artículo 141.Improcedencia de la prisión preventiva. No se podrá ordenar
la prisión preventiva cuando ésta aparezca desproporcionada en relación con la gravedad
del delito, las circunstancias de su comisión y la sanción probable.

           En consecuencia, no procederá la prisión preventiva:

                   a)  Cuando el  delito  imputado estuviere sancionado únicamente con penas
pecuniarias o privativas de derechos.

b) Cuando se tratare de delitos de acción privada.

                   Si  el  delito  imputado  estuviere  sancionado  con  una  pena  privativa  o
restrictiva de libertad, de duración no superior a la de presidio o reclusión menor en su
grado mínimo, o bien, cuando el imputado pudiere ser objeto de alguna de las medidas
alternativas a la privación o restricción de libertad contempladas en la ley y existiere una
necesidad cautelar especialmente relevante, el tribunal impondrá preferentemente, alguna
de las medidas cautelares contempladas en el artículo 155, a menos que estimare que, en el
caso  concreto,  la  prisión  preventiva  resulta  indispensable  para  satisfacer  la  necesidad
cautelar. 

 Podrá en todo caso decretarse la prisión preventiva en los eventos previstos en el
inciso segundo cuando el imputado hubiere incumplido alguna de las medidas cautelares
previstas en el Párrafo 6º de este Título o cuando el tribunal considere que el imputado
pudiere incumplir su obligación de permanecer en el lugar del juicio hasta su término y
presentarse a los actos del procedimiento y a la ejecución de la sentencia, inmediatamente
que fuere requerido o citado de conformidad a los artículos 33 y 123. Se decretará también
la prisión preventiva del imputado que no hubiere asistido a la audiencia del juicio oral,
resolución que se dictará en la misma audiencia a petición del fiscal o del querellante.

La  prisión  preventiva  no  procederá  respecto  del  imputado  que  se  encontrare
cumpliendo efectivamente una pena privativa de libertad. Si por cualquier motivo fuere a
cesar su cumplimiento efectivo y el fiscal o el querellante estimaren procedente esta medida
cautelar,  o  alguna  de  las  medidas  previstas  en  el  párrafo  siguiente,  podrán  recabarla
anticipadamente  de conformidad a  las disposiciones de este párrafo,  a fin de que,  si  el
tribunal  acogiere  la  solicitud,  la  medida  se  aplique  al  imputado  en  cuanto  cese  el
cumplimiento efectivo de la pena, sin solución de continuidad.”.”.

Número 15
Suprimirlo

Número 16
Pasa a ser 17, sin otra modificación.

Número 17
Pasa a ser 18,  sin otra modificación.

Número 18
Pasa a ser 19, reemplazado por el siguiente:
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“19) Substitúyese el inciso segundo del artículo 182 por el siguiente:

“El imputado y los demás intervinientes en el  procedimiento podrán examinar y
obtener  copias,  a  su  cargo,  de  los  registros  y  documentos  de  la  investigación  fiscal  y
policial que no revistieren el carácter de secretos.”.

Número 19
Suprimirlo

Número 20
Suprimirlo

Número 21
Suprimirlo

Número 22
Pasa  a  ser  20,  sustituyendo  en  el  texto  de  propuesto,  los  términos  “los  medios

necesarios” por “ las facilidades necesarias”.

Número 23
Pasa a ser 21, reemplazado por el siguiente:

“21) Agrégase el siguiente inciso segundo en el artículo 230, pasando el actual a ser
inciso tercero:

“El  fiscal  podrá,  por  una  sola  vez,  complementar  la  formalización  de  la
investigación que hubiere realizado de acuerdo a lo dispuesto en el inciso anterior, cuando
durante  el  curso  de  la  investigación  surgieren  nuevos  antecedentes  que  lo  hicieren
necesario.  Si el  defensor  planteare la  necesidad de la  práctica de diligencias  precisas  y
determinadas como consecuencia de la complementación de la formalización, el juez de
garantía podrá fijar un nuevo plazo para la investigación, que en ningún caso podrá exceder
de seis meses.”.

Número 24
Pasa a ser 22, sustituido por el siguiente:

 
“22) Introdúcense las siguientes modificaciones  en el artículo 237:

 a)  Trasládase,  desde  su inciso  primero,  la  oración:  “El  juez  podrá  requerir  del
Ministerio  Público  los  antecedentes  que  estimare  necesarios  para  resolver.”  ubicándola
como nuevo inciso segundo.

b) Sustitúyese su actual inciso cuarto, que ha pasado a ser quinto, por el siguiente: 

                   “Si el querellante o la víctima asistieren a la audiencia en que se ventilare la
solicitud de suspensión condicional del procedimiento, deberán ser oídos por el tribunal.”.”.

Número 25
Pasa a ser 23, sin otra enmienda.

Número 26
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Pasa  a  ser  24,  intercalando  la  palabra  “debidamente”  antes  de  los  términos  “  a
satisfacción.

****

Agregar a continuación, los siguiente números nuevos:
“25) Substitúyese el inciso final del artículo 247 por el siguiente:

 El plazo de dos años previsto en este artículo se suspenderá en los casos siguientes:

a) cuando se dispusiere la suspensión condicional del procedimiento;

                   b)  cuando  se  decretare  sobreseimiento  temporal  de  conformidad  a  lo
previsto en el artículo 252, y

                   c) desde que se alcanzare un acuerdo reparatorio hasta el cumplimiento de
las obligaciones  contraídas  por el  imputado a favor de la  víctima o hasta  que  hubiere
debidamente garantizado su cumplimiento a satisfacción de esta última. 

26) Substitúyese el inciso primero del artículo 248 por el siguiente:

“Artículo  248.-  Cierre  de  la  investigación.  Practicadas  las  diligencias  necesarias
para la averiguación del hecho punible y sus autores, cómplices o encubridores, el fiscal
declarará cerrada la investigación, lo cual comunicará de inmediato al  juez de garantía,
quien citará a una audiencia para no antes de cinco días ni después de diez contados desde
la  comunicación  practicada  por  el  fiscal.  En dicha  audiencia  el  fiscal  deberá  poner  en
conocimiento de los intervinientes su decisión de: 

27) Derógase el artículo 249.”.

Número 27
Suprimirlo

******

****
Agregar a continuación, el siguiente número nuevo:

28) Introdúcense las siguientes modificaciones en el inciso primero del artículo 257:

 a) Substitúyese el guarismo “249” por “248”.

                   b) Agrégase a continuación de la expresión “rechazado” y antes del punto
final (.),  la oración “ o no se hubiere pronunciado sobre ellas”.

                   Número 28
Pasa a ser 29, reemplazado por el siguiente:

“29)  Intercálase  en  el  inciso  tercero  del  artículo  276,  entre  las  palabras  “  las
pruebas” y la conjunción “que” los términos “ de cargo”.”.

Número 29
Pasa a ser 30, reemplazado por el siguiente:

“30) Agrégase el siguiente inciso tercero en el artículo 277:
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                   “En el  evento de rechazarse por resolución ejecutoriada pruebas de cargo
que el Ministerio Público considere fundamentales, el fiscal podrá adoptar la decisión de no
perseverar en el procedimiento, por no contar con antecedentes suficientes para fundar su
acusación en el juicio oral, decisión que deberá comunicar lo antes posible y, en todo caso,
antes de la realización de dicho juicio, en audiencia convocada en los términos del artículo
248.”.

Número 30
Pasa a ser 31, sin otra enmienda.

Número 31
Pasa a ser 32, sin otra enmienda

Número 32
Suprimirlo.

Número 35, reemplazarlo por el siguiente

 

“35) Reemplázase en los incisos  primero y tercero del artículo 316, la palabra “
tribunal”, todas las veces que aparece, por la siguiente: “ juez de garantía”.”.

Número 36
Suprimirlo

*****
****
Agregar a continuación, los siguientes números nuevos:
“36) Substitúyese el inciso tercero del artículo 325 por el siguiente:

               “Seguidamente  concederá  la  palabra  al  fiscal,  para  que  exponga  su
acusación, al querellante para que sostenga la acusación, así como la demanda civil si la
hubiere interpuesto, y al actor civil.”.

37) Agrégase un inciso final en el artículo 329 del siguiente tenor:

“Los testigos y peritos que, por algún motivo grave y difícil de superar no
pudieren  comparecer  a  declarar  a  la  audiencia  del  juicio,  podrán  hacerlo  a  través  de
videoconferencia o a través de cualquier otro medio tecnológico apto para su examen y
contraexamen. Para estos efectos, la parte que los presente justificará su petición en una
audiencia  que  será  especialmente  citada  al  efecto,  debiendo  comparecer  los  testigos  o
peritos ante el tribunal con competencia en materia penal más cercano al lugar donde se
encuentren.”.”.

****
Número 37
Pasa a ser 38, sin otra enmienda.

Número 38
Pasó a ser 39, sin otra enmienda.

Número 39
Pasó a ser 40, reemplazado por el siguiente:
“40) Substitúyese el inciso primero del artículo 344 por el siguiente:
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“Artículo  344.-  Plazo  para  redacción  de  la  sentencia.   Al
pronunciarse sobre la absolución o condena, el tribunal podrá diferir la redacción del fallo
y, en su caso, la determinación de la pena hasta por un plazo de cinco días, fijando la fecha
de la audiencia en que tendrá lugar su lectura. No obstante, si el juicio hubiere durado más
de cinco días, el tribunal dispondrá, para la fijación de la fecha de la audiencia de lectura,
de un día adicional por cada dos de exceso de duración del juicio.  El transcurso de estos
plazos sin que hubiere tenido lugar la audiencia citada, constituirá falta grave que deberá
ser  sancionada  disciplinariamente.  Sin  perjuicio  de  ello,  se  deberá  citar  a  una  nueva
audiencia de lectura de la sentencia, la que en caso alguno podrá tener lugar después del
séptimo día a contar desde la fecha fijada para la primera. Transcurrido este plazo adicional
sin que se diere lectura a la sentencia se producirá la nulidad del juicio, a menos que la
decisión  hubiere  sido  la  de  absolución  del  acusado.  Si,  siendo varios  los  acusados,  se
hubiere absuelto a  alguno de ellos,  la  repetición del  juicio sólo comprenderá  a quienes
hubieren sido condenados. 

****
Agregar a continuación, el siguiente número nuevo:

“41) Substitúyese el artículo 345 por el siguiente:

                    “Artículo  345.-  Determinación  de  la  pena.  Pronunciada  la  decisión  de
condena, el tribunal citará a una audiencia,  con el fin de abrir debate sobre los factores
relevantes  para  la  determinación  y  cumplimiento  de  la  pena,  salvo  que  todos  los
intervinientes manifestaren su voluntad de prescindir de ella. A esta audiencia las partes
podrán concurrir  con los antecedentes  en que funden sus alegaciones. En todo caso, la
realización de esta audiencia no alterará los plazos previstos en el artículo anterior.”.”.

*****
Número 40
Pasa a ser 42, sin otra enmienda.

Número 41
Pasa a ser 43, sin otra enmienda.

Número 42
Pasa a ser 44, reemplazando la letra a), por la siguiente:

                  “a) Substitúyese, en el inciso segundo, la frase “el tiempo de
detención”  por  lo  siguiente:  “proporcionalmente  el  tiempo  de  detención,  privación  de
libertad total o parcial”.”.

*****
Agregar a continuación, el siguiente número nuevo:

      “45) Substitúyese en la letra a) del artículo 373 la frase “tramitación
del juicio” por la siguiente: “ cualquier etapa del procedimiento”.”. 

*****

Numero 43
Pasa a ser 46, sin otra enmienda

Número 44
Pasa a ser 47, con las siguientes enmiendas:
- Reemplazar el encabezamiento por el siguiente:
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“47) Agrégase, en el artículo 385, el siguiente inciso segundo:”.

- Suprimir la letra a).

Número 45
Pasa a ser 48, reemplazado por el siguiente:

“48) Modifícase el artículo 390 en los siguientes términos:

a)  Substitúyese  en  el  inciso  primero  la  palabra  “juicio”  por
“audiencia” y agrégase el siguiente párrafo final:

“De igual  manera,  cuando los  antecedentes  lo  ameriten  y hasta  la
deducción  de  la  acusación,  el  fiscal  podrá  dejar  sin  efecto  la  formalización  de  la
investigación que ya hubiere realizado de acuerdo con lo previsto en el  artículo 230, y
proceder conforme a las reglas de este título.”.

b)  Agrégase  el  siguiente  inciso  segundo,  pasando  el  actual  a  ser
tercero:

“Asimismo, si habiendo presentado acusación, la pena requerida no
excede de presidio o reclusión menores en su grado mínimo y no es posible llevar el caso al
procedimiento  abreviado,  la  acusación se  tendrá  como requerimiento  y la  audiencia  de
preparación del juicio oral se conformará a lo previsto en este Título, citándose al término
de la misma al juicio simplificado correspondiente.”.”.

Número 46
Pasa a ser 49, sin otra enmienda

Número 47
Pasa a ser 50, sin otra enmienda.

Número 48
Pasa a ser 51, sin otra enmienda.

Número 49 
Pasa a ser 53, reemplazado por el siguiente:

“52) Modifícase el artículo 395 en los siguientes términos:

a) Introdúcense las siguientes modificaciones en el inciso primero:

1.- Substitúyese la expresión “del juicio” por “de la audiencia”.

2.- Agrégase  al final del inciso, substituyendo el punto final por un
punto seguido, lo siguiente: “Para los efectos de lo dispuesto en el presente inciso, el fiscal
podrá  modificar  la  pena  requerida  con  la  finalidad  de  que  el  imputado  admita  su
responsabilidad.”.

b)Substitúyese el inciso segundo por el siguiente:
“Si el imputado admitiere su responsabilidad en el hecho, el tribunal

dictará  sentencia  inmediatamente.  En  estos  casos,  el  juez  no  podrá  imponer  una  pena
superior a la solicitada en el requerimiento, permitiéndose la incorporación de antecedentes
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que sirvan al  efecto de acreditar  circunstancias  modificatorias  de responsabilidad penal,
para la determinación de la pena a aplicar.”.”.

Número 50
Pasa a ser 53, reemplazando en el inciso segundo del artículo 407

propuesto la oración : “admitir la presentación de informes periciales escritos y eximir la
comparecencia del perito, cuando dichos informes, por su estandarización o mecanización,
ofrezcan suficientes garantías de autenticidad en su producción y claridad en sus resultado”
por “que, excepcionalmente, las pericias consistentes en análisis de alcoholemia, de ADN
y  aquellas  que  recaigan  sobre  sustancias  estupefacientes  o  psicotrópicas,  puedan  ser
incorporadas al juicio en base al informe respectivo”.

Número  51 
Pasa a ser 54, sin otra enmienda.

Número 52
Suprimirlo.

Número 53
Suprimirlo.

Número 54
Pasa a ser  55, sin otra enmienda.

Número 55
Pasa  a  ser  56,   sustituir  la  expresión  “circunstancia  atenuante  de

colaboración sustancial” por “del artículo 11 Nª 9 del Código Penal”.

Número 56
Pasa a ser 57, sin otra enmienda.

Número 57
Pasa  a  ser  58,  sustituyendo  el  inciso  quinto  propuesto,  por  el

siguiente:

“Las especies que se encuentren bajo la custodia o a disposición del
ministerio  público,  transcurridos  a  lo  menos seis  meses desde la  fecha  en que se dicte
alguna de las resoluciones o decisiones a que se refieren los artículos 167, 168, 170 y 248,
letra c) de este Código, serán remitidas a la Dirección General del Crédito Prendario, para
que proceda de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo anterior.”.

Artículo 2°
Lo ha reemplazado por el siguiente:
Artículo 2º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código

Penal:

a) Modifícase el artículo 269 bis en los siguientes términos:

1.- Substitúyese el inciso primero por el siguiente:

“Artículo 269 bis.-  El  que,  a sabiendas,  obstaculice gravemente  el
esclarecimiento de un hecho punible o la determinación de sus responsables, mediante la
aportación de antecedentes falsos que condujeren al Ministerio Público a  realizar u omitir
actuaciones de la investigación, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado
mínimo y multa de dos a doce unidades tributarias mensuales.
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La pena prevista en el inciso precedente se aumentará en un grado si
los  antecedentes  falsos  aportados,  condujeren  al  Ministerio  Público  a  solicitar  medidas
cautelares o a deducir una acusación infundada.

El abogado que incurriere en las conductas descritas en los incisos
anteriores, será castigado, además, con la pena de suspensión de profesión titular durante el
tiempo de la condena.

La retractación de quien hubiere incurrido en las conductas de que
trata el presente artículo, constituirá circunstancia atenuante muy calificada en los términos
que previene el artículo 68 bis.

Se  entiende  por  retractación  oportuna  aquella  que  se  produce  en
condiciones de tiempo y forma adecuados para ser considerada por el tribunal que deba
resolver y, en especial, aquella que tuviere lugar durante la vigencia de la medida cautelar
decretada en virtud de los antecedentes falsos aportados y que condujere a su alzamiento o,
en su caso, la que ocurriere antes del pronunciamiento de la sentencia o de la decisión de
absolución o condena, según correspondiere.”.

2.- En el inciso segundo, substitúyese la frase que sigue a la palabra
“Código”por la siguiente: “ y el artículo 302 del Código Procesal Penal.”.

b) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 269 ter:

1.- Agrégase a continuación de la expresión “existencia” los términos
“ o inexistencia”, y

2.- Agrégase a continuación  de la frase  “`participación punible en
él”suprimiendo  la  coma  (,)  que  la  sigue,  lo  siguiente:  “  de  alguna  persona  o  su
inocencia,”.”.

Artículo 3°
Reemplazar  en el primer inciso que se propone,  las palabras “en que

el nuevo proceso penal se encuentre vigente” por “excluida la Región Metropolitana de
Santiago”.

Artículo 4°
Agregar  en el inciso primero que se propone, enseguida de la coma

(,) que sigue a la palabra “decrete”, la expresión “además,”.

Artículo 5°
Reemplazar en la frase que se incorpora al inciso primero de la letra

a)  del  artículo  17,  las  palabras  “de  mayor  connotación”  por  “que  generan  mayor
conmoción”.

*****

Agregar los siguientes artículos 6° y 7° permanentes, nuevos:

Artículo 6º.- Introdúcese el siguiente párrafo segundo en la letra a)
del artículo 3º del decreto con fuerza de ley Nº 7.912, de 1927, del Ministerio del Interior:

Para los efectos señalados en el párrafo anterior de esta letra, y sin
perjuicio de lo dispuesto en el artículo 111 del Código Procesal Penal  y de las facultades
que se le otorgan en las leyes números 12.927, sobre Seguridad del Estado, 17.798, sobre
Control de Armas y 18.314, que determina  conductas terroristas  y fija  su penalidad,  el
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Ministro del Interior, el Subsecretario del Interior, los Intendentes y Gobernadores, en su
caso,  podrán deducir querella:

a) cuando el  o los hechos que revistan caracteres  de delito
hayan alterado el orden público;

b) cuando el o los hechos que revistan caracteres de delito,
considerados en si mismos o en la serie de otros similares y próximos en el tiempo, hayan
afectado la seguridad pública, generando en toda o en un sector de la población, el temor de
ser  víctima  de  delitos  de  la  misma  especie.  En  caso  alguno  podrán  considerarse
comprendidos en esta letra las faltas, los cuasidelitos, los delitos de acción privada, ni los
incluidos  en los párrafos 2 y 5 del Título III; párrafos 5, 7 y 8 del Título IV; párrafos 2 bis,
3, 5 y 7 del Título VI; todos los del Título VII, salvo los de los párrafos  5 y 6; los de los
párrafos 2, 4, 6 y 7 del Título VIII; los de los párrafos 7 y 8 del Título IX, y los del Título
X, todos del Libro II del Código Penal, y 

c) cuando se trate  de los delitos contemplados en las leyes
números 19.327, sobre prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos
con ocasión de espectáculos de fútbol profesional, y 20.000, que sanciona el tráfico ilícito
de estupefacientes y substancias psicotrópicas.

Artículo 7º.- Agrégase el siguiente artículo 76 en la ley Nº 19.718,
que crea la Defensoría Penal Pública; 

“Artículo 76.- A la Defensoría Penal Pública no le serán aplicables
los artículos 2º, letras j) y l); 24, letra m); 45, letra h); 46, y 64, letra f) de la Ley Orgánica
Constitucional de Gobiernos Regionales.”.”.

****

                                      Por las razones expuestas y por las que hará valer oportunamente el
señor Diputado Informante, esta Comisión recomienda aprobar el proyecto de conformidad
al siguiente texto:

 PROYECTO DE LEY:

Artículo  1º.-  Introdúcense  las  siguientes  modificaciones  al
Código Procesal Penal:

1)  Substitúyese  el  inciso  tercero  del  artículo  9º  por  el
siguiente:

 “Tratándose  de  casos  urgentes,  en  que  la  inmediata
autorización u orden judicial fuere indispensable para el éxito de la diligencia, podrá ser
solicitada y otorgada por cualquier medio idóneo al efecto, tales como teléfono, fax, correo
electrónico u otro, sin perjuicio de la constancia posterior, en el registro correspondiente.
No obstante lo anterior, en caso de una detención se deberá entregar por el funcionario
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policial  que  la  practique  una  constancia  de  aquella,  con indicación  del  tribunal  que  la
expidió, del hecho que la fundamenta y de la hora en que se la emitió.

2) Reemplázanse en el  artículo 10 las expresiones “juez de
garantía” y “juez” por “tribunal”.

3)  Substitúyese  el  inciso  primero  del  artículo  39  por  el
siguiente:

“Artículo 39.- Reglas generales. De las actuaciones realizadas
por  o  ante  el  juez  de  garantía,  el  tribunal  de  juicio  oral  en  lo  penal,  las  Cortes  de
Apelaciones y la Corte Suprema  se levantará un registro en la forma señalada en este
párrafo.”.

4) Derógase el artículo 40.

5) Substitúyese el artículo 41 por el siguiente:

“ Artículo 41.- Registro de actuaciones ante los tribunales
con competencia en materia penal. Las audiencias ante los jueces con competencia en
materia penal se registrarán en forma íntegra por cualquier medio que asegure su
fidelidad, tal como audio digital, video u otro soporte tecnológico equivalente.”.

6) Agrégase inmediatamente antes del punto final del inciso
primero  del  artículo  48,  la  siguiente  oración:  “  o  cuando  el  tribunal  estime  razonable
eximirle por razones fundadas.”.

7) Modifícase el artículo 59 en los siguientes términos:

                                                 a) Intercálase en el inciso segundo, entre la palabra
“imputado” y la coma (,) que la sigue, la frase: “ y del tercero civilmente responsable” 

                                                 b) Intercálase  en el inciso tercero, entre la palabra
“imputado”y la coma (,) que la sigue, la frase “ o del tercero civilmente responsable”

8) Substitúyese en el inciso primero del artículo 62, la palabra
“imputado” por la siguiente: “demandado”.

9) Introdúcense las siguientes  modificaciones  en el  artículo
70:

c) Modifícase el inciso segundo en la forma que se indica:

                                                 i. Intercálase en el primer párrafo, a continuación de la
palabra “diligencias”, los vocablos “u órdenes”, e

                                                 ii. En el segundo párrafo, intercálase, a continuación de la
palabra “diligencia”, la frase “ o cumplida la orden”.

d) Incorpórase el siguiente inciso tercero, nuevo: 

                                                “ En los casos a que se refiere el inciso anterior, la primera
audiencia judicial del detenido también podrá efectuarse, a petición del Ministerio Público,
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ante  el  juez  de  garantía  del  lugar  del  lugar  en  que  se  efectuaron  las  actuaciones,  sin
perjuicio de la posterior remisió9n de lo obrado al juez del procedimiento.”. 

10) En el artículo 87, incorpórase, a continuación del punto
final (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “ Asimismo, podrá impartir
instrucciones  generales  relativas  a  la  realización  de  diligencias  inmediatas  para  la
investigación de determinados delitos.”.

11) Agrégase el siguiente inciso cuarto en el artículo 111:

“  Los  órganos  y  servicios  públicos  sólo  podrán  interponer
querella cuando sus respectivas leyes orgánicas les otorguen expresamente las potestades
correspondientes.”.

12) Substitúyese el inciso final del artículo 129 por los dos
siguientes:

“ La policía deberá, asimismo, detener al sentenciado a penas
privativas  de  libertad  que  hubiere  quebrantado  su  condena,  al  que  se  fugare  estando
detenido,  al  que  tuviere  orden  de  detención  pendiente,  a  quien  fuere  sorprendido  en
violación flagrante de las medidas cautelares personales que se le hubieren aplicado y al
que violare la  condición del  artículo  238, letra  b),  que le hubiere sido impuesta para
protección de otras personas.”.

“  Asimismo,  tratándose  de  crímenes  y  simples  delitos,  la
policía podrá ingresar a un lugar cerrado, mueble o inmueble, cuando se encuentre en actual
persecución  del  individuo  a  quien  debiere  detener,  para  el  sólo  efecto  de  practicar  la
respectiva detención y siempre que exista riesgo cierto de verse frustrada la diligencia.”.

13) Reemplázase la letra e) del artículo 130 por la siguiente:

“e) El que las víctimas de un delito que reclamaren auxilio, o
testigos  presenciales,  señalaren  como  autor  o  cómplice  de  un  delito  que  se  hubiere
cometido en un tiempo inmediato.”.

  
                                                14)  Agréganse en el artículo 131, los siguientes incisos
tercero, cuarto y quinto:

     “ Cuando el fiscal ordenare poner al detenido a disposición
del juez, deberá, en el mismo acto, dar conocimiento de esta situación a su abogado de
confianza o a la Defensoría Penal Pública.

       Si el fiscal no se pronunciare al respecto, la policía deberá
poner al detenido a disposición del juez dentro del mismo plazo de veinticuatro horas que
señala el inciso segundo.”.   

        Para los efectos  de poner a  disposición del  juez al
detenido,  las  policías  cumplirán  con su obligación legal  dejándolo  bajo la  custodia  del
personal de Gendarmería del respectivo tribunal.”.

                                                15) Reemplázase el inciso segundo del artículo 139 por el
siguiente:
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                                                  “ La prisión preventiva procederá cuando las demás medidas
cautelares  personales  fueren estimadas  por  el  juez como insuficientes  para asegurar  las
finalidades del procedimiento, la seguridad del ofendido o de la sociedad.”.

16) Substitúyese el artículo 141 por el siguiente:

                                                 “ Improcedencia de la prisión preventiva. No se podrá
ordenar la prisión preventiva cuando ésta aparezca desproporcionada en relación con la
gravedad del delito, las circunstancias de su comisión y la sanción probable.

                                                  En consecuencia, no procederá la prisión preventiva:

                                                  a) Cuando el delito imputado estuviere sancionado
únicamente con penas pecuniarias o privativas de derechos.

   b)Cuando se tratare de delitos de acción privada.

                                                   Si el delito imputado estuviere sancionado con una pena
privativa  o restrictiva  de libertad,  de duración no superior  a  la  de presidio  o reclusión
menores en su grado mínimo, o bien, cuando el imputado pudiere ser objeto de alguna de
las medidas alternativas a la privación o restricción de libertad contempladas en la ley y
existiere  una  necesidad  cautelar  especialmente  relevante,  el  tribunal  impondrá
preferentemente, alguna de las medidas cautelares contempladas en el artículo 155, a menos
que estimare  que,  en  el  caso  concreto,  la  prisión  preventiva  resulta  indispensable  para
satisfacer la necesidad cautelar.

  Podrá en todo caso decretarse la prisión preventiva en los
eventos previstos en el inciso segundo cuando el imputado hubiere incumplido alguna de
las  medidas  cautelares  previstas  en  el  Párrafo  6º  de  este  Título  o  cuando  el  tribunal
considere que el imputado pudiere incumplir su obligación de permanecer en el lugar del
juicio hasta su término y presentarse a los actos del procedimiento y a la ejecución de la
sentencia, inmediatamente que fuere requerido o citado de conformidad a los artículos 33 y
123. Se decretará también la prisión preventiva del imputado que no hubiere asistido a la
audiencia del juicio oral, resolución que se dictará en la misma audiencia a petición del
fiscal o del querellante.

La prisión preventiva no procederá respecto del imputado que
se encontrare cumpliendo efectivamente una pena privativa de libertad. Si por cualquier
motivo  fuere  a  cesar  su  cumplimiento  efectivo  y  el  fiscal  o  el  querellante  estimaren
procedente esta medida cautelar, o alguna de las medidas previstas en el párrafo siguiente,
podrán recabarla anticipadamente de conformidad a las disposiciones de este párrafo, a fin
de que, si el tribunal acogiere la solicitud, la medida se aplique al imputado en cuanto cese
el cumplimiento efectivo de la pena, sin solución de continuidad.”.

17) Agrégase el siguiente inciso segundo en el artículo 154:

                                                  “Lo dispuesto en este artículo se entenderá sin perjuicio de
lo previsto en el artículo 9º para los casos urgentes.”.

18) Agrégase en el inciso tercero del artículo 180, después del
punto final, que pasa a ser seguido, la siguiente oración:

“ Los notarios, archiveros y conservadores de bienes raíces, y
demás organismos, autoridades y funcionarios públicos, deberán realizar las actuaciones y
diligencias y otorgar los informes, antecedentes y copias de instrumentos que los fiscales
les soliciten, en forma gratuita y exentos de toda clase de derechos e impuestos.”.
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19)  Substitúyese  el  inciso  segundo  del  artículo  182  por  el
siguiente:

“ El imputado y los demás intervinientes en el procedimiento
podrán  examinar  y  obtener  copias,  a  su  cargo,  de  los  registros  y  documentos  de  la
investigación fiscal y policial que no revistieren el carácter de secretos.”.

20)  Reemplázase  la  oración  inicial  del  inciso  quinto  del
artículo 222, por la siguiente:

“ Las empresas telefónicas y de comunicaciones deberán dar
cumplimiento a esta medida , proporcionando a los funcionarios encargados de la diligencia
las facilidades necesarias para que se lleve a cabo con la oportunidad con que se requiera.”.

                                                 21) Agrégase el siguiente inciso segundo en el artículo 230,
pasando el actual a ser inciso tercero:

                                                   “ El fiscal podrá, por una sola vez, complementar la
formalización de la investigación que hubiere realizado de acuerdo a lo dispuesto en el
inciso anterior, cuando durante el curso de la investigación surgieren nuevos antecedentes
que lo hicieren necesario. Si el defensor planteare la necesidad de la práctica de diligencias
precisas y determinadas, como consecuencia de la complementación de la formalización, el
juez de garantía podrá fijar un nuevo plazo para la investigación, que en ningún caso podrá
exceder de seis meses. 

 22) Introdúcense las siguientes modificaciones  en el artículo
237:

 a) Trasládase, desde su inciso primero, la oración: “ El juez
podrá  requerir  del  Ministerio  Público  los  antecedentes  que  estimare  necesarios  para
resolver.”ubicándola como nuevo inciso segundo.

b) Substitúyese su actual inciso cuarto, que ha pasado a ser
quinto: por el siguiente: 

                                               “ Si el querellante o la víctima asistieren a la audiencia en que
se ventilare la solicitud de suspensión condicional del procedimiento, deberán ser oídos por
el tribunal.”.

                                                 23) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo
238:

                                                  a) Substitúyese la conjunción “y” que figura al final de la
letra f), por un punto y coma (;);

                                                  b) Substitúyese el punto final (,) de la letra g), por la
conjunción “y”, y

    c) Agrégase la siguiente letra h), nueva:

                                                     “h) U otra condición que resulte adecuada en
consideración con las  circunstancias  del  caso concreto de que se trate  y sea propuesta,
fundadamente, por el ministerio público.”.

                                                  24) Reemplázase, en el artículo 242, la oración “ Junto con
aprobar  el  acuerdo  reparatorio  propuesto”  por  la  siguiente:  “  Una  vez  cumplidas  las
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obligaciones  contraídas  por  el  imputado  en  el  acuerdo  reparatorio  o  garantizadas
debidamente a satisfacción de la víctima”.

   25)  Substitúyese  el  inciso  final  del  artículo  247  por  el
siguiente:

“ El plazo de dos años previsto en este artículo se suspenderá
en los casos siguientes:

a)  cuando  se  dispusiere  la  suspensión  condicional  del
procedimiento;

                                               b) cuando se decretare sobreseimiento temporal de
conformidad a lo previsto en el artículo 252, y

                                               c) desde que se alcanzare un acuerdo reparatorio hasta el
cumplimiento de las obligaciones contraídas por el imputado a favor de la víctima o hasta
que  hubiere debidamente garantizado su cumplimiento a satisfacción de esta última. 

26)  Substitúyese  el  inciso  primero  del  artículo  248  por  el
siguiente:

“Artículo  248.-  Cierre  de  la  investigación.  Practicadas  las
diligencias necesarias para la averiguación del hecho punible y sus autores, cómplices o
encubridores, el fiscal declarará cerrada la investigación, lo cual comunicará de inmediato
al juez de garantía, quien citará a una audiencia para no antes de cinco días ni después de
diez contados desde la comunicación practicada por el fiscal. En dicha audiencia el fiscal
deberá poner en conocimiento de los intervinientes su decisión de: 

27) Derógase el artículo 249.

28)  Introdúcense  las  siguientes  modificaciones  en  el  inciso
primero del artículo 257:

b) Substitúyese el guarismo “249” por “248”.

                                                b) Agrégase a continuación de la expresión “rechazado” y
antes del punto final (.),  la oración “ o no se hubiere pronunciado sobre ellas”.

29) Intercálase en el inciso tercero del artículo 276, entre las
palabras “ las pruebas” y la conjunción “que” los términos “ de cargo”.

                                                30) Agrégase el siguiente inciso tercero en el artículo 277:

                                                “ En el evento de rechazarse por resolución ejecutoriada
pruebas de cargo que el Ministerio Público considere fundamentales, el fiscal podrá adoptar
la decisión de no perseverar en el procedimiento, por no contar con antecedentes suficientes
para fundar su acusación en el juicio oral, decisión que deberá comunicar lo antes posible y,
en  todo  caso,  antes  de  la  realización  de  dicho  juicio,  en  audiencia  convocada  en  los
términos del artículo 248.”.

                                                31) Introdúcense las siguientes modificaciones  en el artículo
280:
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a) Reemplázase, en su inciso segundo, la frase “Párrafo 3º  del
Título  VIII  del  Libro  Primero”  por  la  siguiente:  “Párrafo  6º  del  Título  III  del  Libro
Segundo” y

c) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo:

                                                 “ Para los efectos de lo establecido en los incisos anteriores,
el  juez  de  garantía  citará  a  una  audiencia  especial  para  la  recepción  de  la  prueba
anticipada.”.

                                                32) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 281, la
frase “ a su notificación” por la siguiente: “ al momento en que quede firme.”.

 33)  Modifícase  el  inciso  primero  del  artículo  314,  en  los
siguientes términos:
                                                   a) agrégase después de la palabra “ solicitar”, la siguiente
frase: “ en la audiencia de preparación del juicio oral,”,.y 

                                                   b) substitúyense las expresiones “ al juicio oral” por las
siguientes: “ a dicho juicio”.

                                                 34) Introdúcese, en el artículo 315, el siguiente inciso final:

   “  No  obstante,  de  manera  excepcional,  las  pericias
consistentes en análisis de alcoholemia, de ADN y aquellas que recaigan sobe sustancias
estupefacientes  o psicotrópicas, podrán ser incorporadas al juicio oral en base al informe
respectivo.  Sin  embargo,  si  alguna  de  las  partes  lo  solicitara  fundadamente,  la
comparecencia del perito no podrá ser substituida por la presentación del informe.” 

  35)  Reemplázase  en  los  incisos   primero  y  tercero  del
artículo 316, la palabra “ tribunal”, todas las veces que aparece, por la siguiente: “ juez de
garantía”.

                                                 
  36) Substitúyese el  inciso  tercero del  artículo  325 por el

siguiente:

                                                   “ Seguidamente concederá la palabra al fiscal, para que
exponga su acusación, al querellante para que sostenga la acusación, así como la demanda
civil si la hubiere interpuesto, y al actor civil.

   37) Agrégase un inciso final en el artículo 329 del siguiente
tenor:

   “ Los testigos y peritos que, por algún motivo grave y difícil
de superar no pudieren comparecer a declarar a la audiencia del juicio, podrán hacerlo a
través de videoconferencia  o a través de cualquier  otro medio tecnológico apto para su
examen y contraexamen. Para estos efectos, la parte que los presente justificará su petición
en una audiencia que será especialmente citada al efecto, debiendo comparecer los testigos
o peritos ante el tribunal con competencia en materia penal más cercano al lugar donde se
encuentren.”.

   38) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo
331:
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      a) Sustitúyese, en su encabezamiento, la palabra “Lectura”
por “Reproducción”,  e  intercálanse  los vocablos “ reproducirse o” después de la  forma
verbal ” Podrá ”, y 

                                                     b) Incorpórase en su letra a), a continuación del numeral
“191”, el guarismo “192, precedido de una coma(,)”.

      39) Reemplázanse, en los incisos primero y segundo del
artículo 338, las frases “ fiscal, al acusador particular y al defensor” y “fiscal y al defensor”,
respectivamente,  por  la  siguiente:  “  fiscal,  al  acusador  particular,  al  actor  civil  y  al
defensor”.

     40) Substitúyese el inciso primero del artículo 344 por el
siguiente:

      “Artículo 344.- Plazo para redacción de la sentencia.
Al pronunciarse sobre la absolución o condena, el tribunal podrá diferir la redacción del
fallo y, en su caso, la determinación de la pena hasta por un plazo de cinco días, fijando la
fecha de la audiencia en que tendrá lugar su lectura. No obstante, si el juicio hubiere durado
más de cinco días, el tribunal dispondrá, para la fijación de la fecha de la audiencia de
lectura, de un día adicional por cada dos de exceso de duración del juicio.  El transcurso de
estos plazos sin que hubiere tenido lugar la audiencia citada, constituirá falta grave que
deberá ser sancionada disciplinariamente. Sin perjuicio de ello, se deberá citar a una nueva
audiencia de lectura de la sentencia, la que en caso alguno podrá tener lugar después del
séptimo día a contar desde la fecha fijada para la primera. Transcurrido este plazo adicional
sin que se diere lectura a la sentencia se producirá la nulidad del juicio, a menos que la
decisión  hubiere  sido  la  de  absolución  del  acusado.  Si,  siendo varios  los  acusados,  se
hubiere absuelto a  alguno de ellos,  la  repetición del  juicio sólo comprenderá  a quienes
hubieren sido condenados. 

   41) Substitúyese el artículo 345 por el siguiente:

                                                     “Artículo 345.- Determinación de la pena.  Pronunciada
la decisión de condena, el tribunal citará a una audiencia, con el fin de abrir debate sobre
los factores relevantes para la determinación y cumplimiento de la pena, salvo que todos los
intervinientes manifestaren su voluntad de prescindir de ella. A esta audiencia las partes
podrán concurrir  con los antecedentes  en que funden sus alegaciones. En todo caso, la
realización de esta audiencia no alterará los plazos previstos en el artículo anterior.”.

                                                   42) Substitúyese, en el artículo 346, los términos “ lectura
de ” por los siguientes; “comunicación de la”.

    43)  Reemplázance,  en  el  artículo  347,  los  vocablos
“Sentencia absolutoria” por los siguientes: “ Decisión absolutoria”.

    44) Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo
348:

                                                     a) Substitúyese, en el inciso segundo, la frase “el tiempo
de detención” por lo siguiente: “proporcionalmente el tiempo de detención, privación de
libertad total o parcial “.

                                                     b) Agrégase el siguiente inciso final:
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                                                       “ Cuando se pronunciare la decisión de condena, el
tribunal  podrá,  asimismo,  disponer  de  oficio  la  revisión  de  las  medidas  cautelares
personales, atendiendo al tiempo transcurrido y a la pena probable.”.

      45) Substitúyese en la letra a) del artículo 373 la frase
“tramitación del juicio” por la siguiente: “ cualquier etapa del procedimiento”.

       46) Agrégase, en el artículo 384, el siguiente inciso final:

                                                       “ El fallo del recurso se dará a conocer en la audiencia
indicada  al  efecto,  con  la  lectura  de  su  parte  resolutiva  o  de  una  breve  síntesis  de  la
misma.”.

                                                       47) Agrégase, en el artículo 385, el siguiente inciso
segundo:

“  La  sentencia  de  reemplazo  reproducirá  las
consideraciones de hecho, los fundamentos de derecho y las decisiones de la resolución
anulada, que no se refieran a los puntos que hubieren sido objeto del recurso o que fueran
incompatibles con la resolución recaída en él, tal como se hubieren dado por establecidos
en el fallo recurrido.”.

       48) Modifícase el artículo 390 en los siguientes términos:

        a) Substitúyese en el inciso primero la palabra “juicio”
por “audiencia” y agrégase el siguiente párrafo final:

                                                       “ De igual manera, cuando los antecedentes lo ameriten y
hasta la deducción de la acusación, el fiscal podrá dejar sin efecto la formalización de la
investigación que ya hubiere realizado de acuerdo con lo previsto en el  artículo 230, y
proceder conforme a las reglas de este título.”.

      b) Agrégase el siguiente inciso segundo, pasando el actual
a ser tercero:

       “ Asimismo, si habiendo presentado acusación, la pena
requerida no excede de presidio o reclusión menores en su grado mínimo y no es posible
llevar el caso al procedimiento abreviado, la acusación se tendrá como requerimiento y la
audiencia  de  preparación  del  juicio  oral  se  conformará  a  lo  previsto  en  este  Título,
citándose al término de la misma al juicio simplificado correspondiente.”.

      49) Modifícase el artículo 391 en los siguientes términos:

        a) Elimínase en la actual letra d) la conjunción “y”,
substituyendo la coma (,) por un punto y coma (;) y

                                                        b) Intercálase, a continuación del literal d), la siguiente
letra e), pasando la actual a ser letra f):

                                                         “e) La pena solicitada por el requirente, y”.

                                                        50) Modifícase el inciso primero del artículo 393, en el
siguiente sentido:

                                                            a) Reemplázase el título “Preparación del juicio” por “
Citación a audiencia”.y
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                                                             b)Substitúyese la frase “ citará a todos los
intervinientes al juicio, el” por la siguiente: “ citará a todos los intervinientes a la audiencia
a que se refiere el artículo 395 bis, la”.

         51) Agrégase, en el artículo 394, a continuación del
punto final (.) que pasa a ser seguido (.), el siguiente párrafo: 

                                                          “ Asimismo, el fiscal podrá proponer la suspensión
condicional del procedimiento, si se cumplieren los requisitos del artículo 237.”.

          52) Moldifícase  el  artículo  395 en los  siguientes
términos:

a)  Introdúcense  las  siguientes  modificaciones  en  el
inciso primero:

                                                             1.- Substitúyese la expresión “del juicio” por “de la
audiencia”

                                                             2.- Agrégase  al final del inciso, substituyendo el
punto final  por  un punto seguido,  lo siguiente:  “Para los  efectos  de lo  dispuesto en el
presente  inciso,  el  fiscal  podrá  modificar  la  pena  requerida  con la  finalidad  de  que  el
imputado admita su responsabilidad.”.

              b)Substitúyese el inciso segundo por el siguiente:

                                                             “ Si el imputado admitiere su responsabilidad en el
hecho,  el  tribunal  dictará  sentencia  inmediatamente.  En  estos  casos,  el  juez  no  podrá
imponer  una  pena  superior  a  la  solicitada  en  el  requerimiento,  permitiéndose  la
incorporación  de  antecedentes  que  sirvan  al  efecto  de  acreditar  circunstancias
modificatorias de responsabilidad penal, para la determinación de la pena a aplicar.”.

          53) Agrégase el siguiente artículo 395 bis:

      “Artículo 395 bis.- Preparación del juicio simplificado. Si
el imputado no admitiere responsabilidad, el juez procederá, en la misma audiencia, a la
preparación  del  juicio  simplificado,  el  cual  tendrá  lugar  inmediatamente,  si  ello  fuere
posible, o a más tardar dentro de quinto día.

Será especialmente materia de preparación del juicio
simplificado,  la autorización por parte del juez para que, excepcionalmente,  las pericias
consistentes en análisis de alcoholemia, de ADN  y aquellas que recaigan sobre sustancias
estupefacientes  o  psicotrópicas,  puedan  ser  incorporadas  al  juicio  en  base  al  informe
respectivo.  Sin  embargo,  si  alguna  de  las  partes  lo  solicitara  fundadamente,  la
comparecencia del perito no podrá ser substituida por la presentación del informe.”.

      54) Substitúyese, en el artículo 396, la frase inicial del
inciso primero “ Cuando el imputado solicitare la realización del juicio, éste se llevará a
cabo de inmediato” por la siguiente: “ El juicio simplificado comenzará”.

       55) Suprímese, en el inciso primero del artículo 406, la
frase “ en la audiencia de preparación del juicio oral”.

       56) Substitúyese el artículo 407 por el siguiente:
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        “Artículo  407.-  Oportunidad  para  solicitar  el
procedimiento abreviado. Una vez formalizada la investigación, la tramitación de la causa
conforme a las reglas del procedimiento abreviado podrá ser acordada en cualquier etapa
del procedimiento, hasta la audiencia de preparación del juicio oral.

Si no se hubiere deducido aún acusación, el fiscal y el
querellante,  en  su  caso,  las  formularán  verbalmente  en  la  audiencia  que  el  tribunal
convoque para resolver la solicitud de procedimiento abreviado,  a la que deberá citar  a
todos los intervinientes. Deducidas verbalmente las acusaciones, se procederá en lo demás
en conformidad a las reglas de este Título.

Si  se  hubiere  deducido  acusación,  el  fiscal  y  el
acusador  particular  podrán  modificarla  según  las  reglas  generales,  así  como  la  pena
requerida, con el fin de permitir la tramitación del caso conforme a las reglas de este Título.
Para estos efectos, la aceptación de los hechos a que se refiere el inciso segundo del artículo
406  podrá  ser  considerada  por  el  fiscal  como  suficiente  para  estimar  que  concurre  la
circunstancia atenuante del artículo 11 Nº 9 del Código Penal, sin perjuicio de las demás
reglas que sean aplicables para la determinación de la pena-

Si el procedimiento abreviado no fuere admitido por el
juez de garantía, se tendrán por no formuladas las acusaciones verbales realizadas por el
fiscal y el querellante, lo mismo que las modificaciones que, en su caso, éstos hubieren
realizado a sus respectivos libelos, y se continuará de acuerdo a las disposiciones del Libro
Segundo de este Código.”.

                                                       57)Substitúyese el artículo 447 por el siguiente:

“Artículo  447.-  De  la  modificación,  revocación  o
sustitución de las medidas cautelares personales. En cualquier estado del procedimiento se
podrán modificar, revocar o substituir las medidas cautelares personales que se hubieren
decretado, de acuerdo a las reglas generales, pero el Ministro de la Corte Suprema tomará
las medidas que estimare necesarias para evitar la fuga del imputado.”.

        58) Agréganse, en el artículo 470, los siguientes incisos
quinto y sexto:

“Las especies que se encuentren bajo la custodia o a
disposición del ministerio público, transcurridos a lo menos seis meses desde la fecha en
que se dicte alguna de las resoluciones o decisiones a que se refieren los artículos 167, 168,
170 y 248, letra  c) de este  Código, serán remitidas  a la  Dirección General  del Crédito
Prendario, para que proceda de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo
anterior.

Lo  dispuesto  en  los  incisos  anteriores  no  tendrá
aplicación tratándose de especies de carácter ilícito. En tales casos, el fiscal solicitará al
juez que autorice proceder a su destrucción.”.

Artículo  2º.-  Introdúcense  las  siguientes
modificaciones en el Código Penal:

a)  Modifícase  el  artículo  269  bis  en  los  siguientes
términos:

                                                            1.- Substitúyese el inciso primero por los  cinco
siguientes:
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“Artículo  269  bis.-  El  que,  a  sabiendas,  obstaculice
gravemente el esclarecimiento de un hecho punible o la determinación de sus responsables,
mediante  la  aportación  de  antecedentes  falsos  que  condujeren  al  Ministerio  Público  a
realizar u omitir actuaciones de la investigación, será sancionado con la pena de presidio
menor en su grado mínimo y multa de dos a doce unidades tributarias mensuales.

                                                             La pena prevista en el inciso precedente se aumentará
en  un  grado  si  los  antecedentes  falsos  aportados,  condujeren  al  Ministerio  Público  a
solicitar medidas cautelares o a deducir una acusación infundada.

                                                             El abogado que incurriere en las conductas descritas
en los incisos anteriores, será castigado, además, con la pena de suspensión de profesión
titular durante el tiempo de la condena.

                                                              La retractación de quien hubiere incurrido en las
conductas  de  que  trata  el  presente  artículo,  constituirá  circunstancia  atenuante  muy
calificada en los términos que previene el artículo 68 bis.

                                                               Se entiende por retractación oportuna aquella que se
produce en condiciones de tiempo y forma adecuados para ser considerada por el tribunal
que deba resolver y, en especial, aquella que tuviere lugar durante la vigencia de la medida
cautelar  decretada  en virtud de los antecedentes  falsos  aportados y que condujere  a  su
alzamiento o, en su caso, la que ocurriere antes del pronunciamiento de la sentencia o de la
decisión de absolución o condena, según correspondiere.”.

   2.- En el inciso segundo, substitúyese la frase que
sigue a la palabra “Código”por la siguiente: “ y el artículo 302 del Código Procesal Penal.”.

  b) Introdúcense las siguientes modificaciones en el
artículo 269 ter:

                                                              1.- Agrégase a continuación de la expresión
“existencia” los términos “ o inexistencia”, y

                                                              2.- Agrégase a continuación  de la frase
“`participación punible en él”suprimiendo la coma (,) que la sigue, lo siguiente: “ de alguna
persona o su inocencia,”.
                                                              

Artículo 3º.- Introdúcense las siguientes enmiendas en
el  artículo  6º  transitorio  de  la  ley  Nº  19.665,  que  reforma  el  Código  Orgánico  de
Tribunales:

                                                           a) Reemplázase  en su inciso sexto, la expresión “ un
año” por “ cinco años”, y 

                                                            b) Agréganse dos incisos finales, nuevos, del
siguiente tenor:

                                                              “ Créanse Comisiones Regionales de Coordinación
de la Reforma Procesal Penal en cada una de las regiones del país,  excluida la Región
Metropolitana de Santiago. Estas comisiones serán presididas por el Intendente Regional
respectivo e integradas por el Secretario Regional Ministerial de Justicia, que actuará como
secretario ejecutivo, por el Presidente de la Corte de Apelaciones, por el Fiscal Regional del
Ministerio Público, por el Defensor Penal Regional, por el Presidente Regional del Capítulo
respectivo de la Asociación Chilena de Municipalidades, por el Presidente del Colegio de
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Abogados con mayor número de afiliados en la región respectiva, por los representantes
zonales de Carabineros de Chile y de la Policía de Investigaciones de Chile, por el Director
Regional de Gendarmería de Chile y por el Director Regional del Servicio Médico Legal.

 Dichas  Comisiones  tendrán  a  su  cargo  labores  de
coordinación,  seguimiento  y  evaluación  de  la  reforma  procesal  penal  en  la  región
respectiva. Además, podrán sugerir propuestas tendientes a corregir el funcionamiento de la
misma. Dependerán de la Comisión de Coordinación a que se refiere el inciso primero de
este  artículo,  a  la  que  remitirán,  a  lo  menos  trimestralmente,  información  sobre  el
funcionamiento y estadísticas del nuevo sistema de justicia penal.”.

Artículo  4º.-  Reemplázase  el  encabezamiento  del
inciso primero del artículo 14 de la ley N º 18.314, por el siguiente:

                                                            “ En los casos del artículo 1º de esta ley, durante la
audiencia de formalización de la investigación o una vez formalizada ésta, si procediere la
prisión preventiva del imputado, el Ministerio Público podrá pedir al juez de garantía que
decrete, además, por resolución fundada, todas o algunas de las siguientes medidas:”.

Artículo  5º.-  Introdúcense  las  siguientes
modificaciones en la ley Nº 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público:

“ a) Incorpórase, en el párrafo primero de la letra a),
del artículo 17, la siguiente oración final:  “ Tratándose de los delitos que generan mayor
conmoción social, dichos criterios deberán referirse, especialmente, a la aplicación de las
salidas alternativas y a las instrucciones generales relativas a las diligencias inmediatas para
la investigación de los mismos, pudiendo establecerse orientaciones diferenciadas para su
persecución en las diversas regiones del país, atendiendo a la naturaleza de los distintos
delitos.”, y 

                                                              b) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 21,
la frase “ modificaciones legales destinadas a una más efectiva persecución de los delitos y
protección de las víctimas y de los testigos” por “ las políticas públicas y modificaciones
legales que estime necesarias para el mejoramiento del sistema penal,  para una efectiva
persecución de los delitos, la protección de las víctimas y de los testigos, y el adecuado
resguardo de los derechos de las personas:”. 

Artículo 6º.- Introdúcese el siguiente párrafo segundo
en la letra a) del artículo 3º del decreto con fuerza de ley Nº 7.912, de 1927, del Ministerio
del Interior:

Para los efectos señalados en el párrafo anterior de esta
letra, y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 111 del Código Procesal Penal  y de las
facultades  que se le  otorgan en las leyes  números  12.927, sobre Seguridad del  Estado,
17.798, sobre Control de Armas y 18.314, que determina conductas terroristas y fija su
penalidad,  el  Ministro  del  Interior,  el  Subsecretario  del  Interior,  los  Intendentes  y
Gobernadores, en su caso,  podrán deducir querella:

                                                           a) cuando el o los hechos que revistan caracteres de
delito hayan alterado el orden público;

b) cuando el o los hechos que revistan caracteres de
delito, considerados en si mismos o en la serie de otros similares y próximos en el tiempo,
hayan afectado la seguridad pública, generando en toda o en un sector de la población, el
temor de ser víctima de delitos de la misma especie. En caso alguno podrán considerarse
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comprendidos en esta letra las faltas, los cuasidelitos, los delitos de acción privada, ni los
incluidos  en los párrafos 2 y 5 del Título III; párrafos 5, 7 y 8 del Título IV; párrafos 2 bis,
3, 5 y 7 del Título VI; todos los del Título VII, salvo los de los párrafos  5 y 6; los de los
párrafos 2, 4, 6 y 7 del Título VIII; los de los párrafos 7 y 8 del Título IX, y los del Título
X, todos del Libro II del Código Penal, y 

c) cuando se trate de los delitos contemplados en las
leyes  números  19.327,  sobre  prevención  y  sanción  de  hechos  de  violencia  en  recintos
deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional, y 20.000, que sanciona el
tráfico ilícito de estupefacientes y substancias psicotrópicas.

Artículo 7º..- Agrégase el siguiente artículo 76 en la
ley Nº 19.718, que crea la Defensoría Penal Pública; 

“Artículo  76.-  A  la  Defensoría  Penal  Pública  no  le
serán aplicables los artículos 2º, letras j) y l); 24, letra m); 45, letra h); 46, y 64, letra f) de
la Ley Orgánica Constitucional de Gobiernos Regionales.”.

****

Sala de la Comisión, a 5 de abril de 2005.

                                                            Se designó Diputado Informante al señor Juan Bustos
Ramírez.

Acordado en sesiones de fechas 20 de octubre,
3 y 10 de noviembre y 1 de diciembre de 2004; 5, 12 y 19 de enero; 15, 16, 22 y 23 de
marzo y 5 de abril de 2005 con la asistencia de los Diputados señora Laura Soto Gonzáslez
y señor Juan Bustos  Ramírez  (Presidentes),  señora María  Pía  Guzmán Mena y señores
Pedro Araya Guerrero, Ganriel Ascencio Mansilla, Jorge Burgos Varela, Guillermo Ceroni
Fuentes, Nicolás Monckeberg Díaz, Darío Paya Mira, Aníbal Pérez Lobos, Víctor Pérez
Varela, Eduardo Saffirio Suárez y Gonzalo Uriarte Herrera.

                                                                     En reemplazo del Diputado señor Aníbal Pérez
Lobos asistió la Diputada señora Adriana Muñoz D’Albora.

EUGENIO FOSTER MORENO
                                                                            Secretario
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	En lo que se refiere a la letra a), que modifica el inciso segundo para intercalar la palabra “especialmente”, la Comisión acogió la opinión del abogado señor Boffil, quien sostuvo que el inciso segundo exigía la concurrencia de una serie de antecedentes que presuponían conductas activas del imputado en el sentido de obstruir la investigación, dando al efecto una definición. Tal definición, al incorporarse la palabra “especialmente”, trocaría su naturaleza en un ejemplo, lo que daría como resultado que los jueces pudieran fundar la prisión preventiva en otras conductas que pudieran afectar la investigación y que no estarían definidas en la ley.
	Al Nº 25 del artículo 1, que modifica el artículo 238
	Al Nº 49 del artículo 1°, que modifica el artículo 395

